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Registro de la Propiedad de Alcaraz. 

TÍTULO FORMAL: TESTIMONIO POR EXHIBICIÓN. 

No pueden ser considerados título hábil para la inscripción del acta de la 
comunidad de propietarios porque no se cumplen por tanto las exigencias de titu-
lación pública del artículo 3 de la Ley Hipotecaria

La categoría de los instrumentos públicos implica fe pública, que no es 
más que el valor y la eficacia jurídica que en la normalidad de la vida jurídica 
y en el proceso tienen por sí mismo los documentos públicos. El documento 
público es un documento privilegiado, en el proceso y fuera de él, como con-
secuencia de la intervención notarial. El instrumento notarial es título inscri-
bible en registros públicos. Uno de los efectos sustantivos fundamentales de la 
escritura pública es su condición de título inscribible en los registros públicos: 
artículos 3 de la Ley Hipotecaria y 18 del Código de Comercio. Caso especial es 
la elevación a escritura pública de un documento privado, en el que el notario 
convierte en público un documento privado por medio de una escritura, con 
lo cual debe diferenciarse de la simple legitimación de firmas o del acta de 
protocolización.

En cuanto a los testimonios, el artículo 17 de la Ley del Notariado se limi-
ta a indicar que «el Notario (…) expedirá copias, testimonios, legitimaciones y 
legalizaciones», sin precisar más. Se trata pues de una categoría «residual» que 
comprende distintas actuaciones notariales de carácter heterogéneo. La falta de 
incorporación al protocolo siempre ha sido una característica de los testimonios, 
estos circulan en original, frente a todos los instrumentos anteriormente citados; 
si bien, la reforma reglamentaria del año 2007 ha robustecido el Libro Indicador 
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que cobra un nuevo papel e importancia. En definitiva, los testimonios por exhibi-
ción, no generan los efectos que los instrumentos públicos, sean actas notariales, 
escrituras públicas, pólizas, copias autorizadas o testimonios del Libro Registro. 
Por eso no pueden ser considerados título hábil para la inscripción del acta de 
la comunidad de propietarios porque no se cumplen por tanto las exigencias de 
titulación pública del artículo 3 de la Ley Hipotecaria.

Resolución de 10-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Salamanca, número 1. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS. 

La concesión del NRUA requiere cumplir las ordenanzas municipales sobre 
la materia.

Para la resolución del presente recurso —y en este trámite— únicamente se ha 
de tener en cuenta la calificación emitida y el recurso presentado; no otros docu-
mentos o alegaciones, de supuestos terceros o interesados, que se pudieran haber 
hecho llegar directamente a esta Dirección General.

En el presente caso la calificación no objeta obstáculo alguno que pudieran 
derivarse derivado de acuerdos de la junta de propietarios o normas estatutarias; 
sí, tan solo, la falta de aportación de la declaración de conformidad del Ayunta-
miento de Salamanca y la no firmeza de la resolución judicial aportada. No es 
ocioso, por tanto, traer a colación (en tanto que soporte de la calificación), las 
previsiones de la Ordenanza Municipal reguladora de los apartamentos y las vi-
viendas de uso turístico en Salamanca. A la vista de estos preceptos, la calificación 
ha de ser confirmada y no puede estimarse se haya extralimitado ni del ámbito 
general del artículo 18 de la Ley Hipotecaria, ni del especifico delimitado, en este 
caso, por el citado artículo 10 del Real Decreto 1312/2024 («[…] En esta califica-
ción se comprobará toda la documentación presentada de acuerdo con el artículo 
anterior, asegurando la no existencia de elementos obstativos para ella, de acuerdo 
con la normativa aplicable en cada caso […]»).

Como tampoco puede acogerse la alegación del recurrente afirmando que, 
si bien la sentencia aún no ha adquirido firmeza, se trata de una resolución 
judicial ejecutiva, susceptible de ejecución provisional conforme al artículo 104 
y siguientes de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso-administrativa, con plenos efectos frente a actos administrativos con-
tradictorios o posteriores. Y es que podrá desplegar sus efectos en el ámbito 
administrativo y tales efectos habrán de ser apreciados por la administración 
competente (Ayuntamiento de Salamanca en este caso); mas no en el ámbito 
registral, pues, como hemos declarado reiteradamente, es principio esencial y 
general de la legislación hipotecaria que, a salvo los supuestos de admisibili-
dad de anotaciones preventivas respecto de resoluciones no firmes, se precisa 
la firmeza de aquella resolución que pueda servir de título para la práctica del 
correspondiente asiento registral.
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Resolución de 10-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Salamanca, número 1. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS. 

La concesión del NRUA requiere cumplir las ordenanzas municipales sobre 
la materia.

Para la resolución del presente recurso —y en este trámite— únicamente se ha 
de tener en cuenta la calificación emitida y el recurso presentado; no otros docu-
mentos o alegaciones, de supuestos terceros o interesados, que se pudieran haber 
hecho llegar directamente a esta Dirección General.

En el presente caso la calificación no objeta obstáculo alguno que pudieran 
derivarse derivado de acuerdos de la junta de propietarios o normas estatutarias; 
sí, tan solo, la falta de aportación de la declaración de conformidad del Ayunta-
miento de Salamanca y la no firmeza de la resolución judicial aportada. No es 
ocioso, por tanto, traer a colación (en tanto que soporte de la calificación), las 
previsiones de la Ordenanza Municipal reguladora de los apartamentos y las vi-
viendas de uso turístico en Salamanca. A la vista de estos preceptos, la calificación 
ha de ser confirmada y no puede estimarse se haya extralimitado ni del ámbito 
general del artículo 18 de la Ley Hipotecaria, ni del especifico delimitado, en este 
caso, por el citado artículo 10 del Real Decreto 1312/2024 («[…] En esta califica-
ción se comprobará toda la documentación presentada de acuerdo con el artículo 
anterior, asegurando la no existencia de elementos obstativos para ella, de acuerdo 
con la normativa aplicable en cada caso […]»).

Como tampoco puede entrar a valorar las restantes alegaciones y juicios de 
valor de la recurrente en orden a una eventual ilegalidad, tanto de la Ordenanza 
Municipal como del Decreto 1312/2024. Cuestiones, todas ellas, cuya apreciación 
y enjuiciamiento es materia reservada a los tribunales y no a esta Dirección Ge-
neral. 

Resolución de 10-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Caldas de Rei. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS. 

La concesión del NRUA requiere que se identifique con claridad la finca re-
gistral.

La descripción de la finca siempre ha de ser clara y unívoca (cfr. Resolución 
esta Dirección General de 6 de septiembre de 2013), habiendo proclamando tam-
bién la de 2 de noviembre de 2018 que el principio de especialidad, o determina-
ción, exige que los títulos que vayan a acceder al Registro contengan de manera 
precisa todos los contornos del objeto de inscripción, de tal forma que quien ad-
quiera el derecho —o en el caso de los alquileres vacacionales lo disfrute—, lo 
haga confiando que los pronunciamientos tabulares contienen toda la extensión, 
alcance y contenido del derecho inscrito.
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En consonancia con este principio de determinación y especialidad, el propio 
Real Decreto 1312/2024, de 23 de diciembre, por el que se regula el procedimien-
to de Registro Único de Arrendamientos y se crea la Ventanilla Única Digital de 
Arrendamientos para la recogida y el intercambio de datos relativos a los servicios 
de alquiler de alojamientos de corta duración, en su artículo 9.2 (sobre el proce-
dimiento de inscripción y solicitud de número de registro) exige expresar en la 
solicitud: «a) Para cada unidad: 1.º La dirección específica de la unidad, el Código 
Registral Único y su referencia catastral».

Resolución de 10-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Chiclana de la Frontera, número 2. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que prohíbe desarrollar en las viviendas cualquier actividad pro-
fesional, mercantil o industrial impide la concesión del NRUA.

Para resolver el presente recurso debemos partir del obstáculo puesto de ma-
nifiesto en la calificación, el artículo 12 de las normas estatutarias, que permiti-
ría el uso de vivienda, tanto para los propietarios como los arrendatarios (no el 
ejercicio de cualquier actividad comercial). Concepto, el de arrendamiento de vi-
vienda —no se olvide— claramente definido en el artículo 2.1 de la vigente Ley de 
Arrendamientos Urbanos: «Se considera arrendamiento de vivienda aquel arren-
damiento que recae sobre una edificación habitable cuyo destino primordial sea 
satisfacer la necesidad permanente de vivienda del arrendatario». Cierto es que, 
en este caso, la prohibición contenida en los estatutos de la comunidad no alude 
literalmente a las viviendas de uso turístico, razón por la cual para delimitar (res-
pecto de la cuestión suscitada) el concepto y el alcance de la norma estatutaria 
alegada en la calificación, hemos de acudir tanto a decisiones jurisprudenciales 
que puedan ser aplicables al caso, como a la normativa sectorial en la materia 
(creciente, en intensidad y extensión).

Existe, por tanto, plena libertad para establecer el uso que se le puede dar a un 
inmueble en el ámbito de la propiedad horizontal, de tal forma que los copropie-
tarios no pueden verse privados de la utilización de su derecho a la propiedad del 
inmueble como consideren más adecuado. Eso sí, a no ser que este uso esté legal-
mente prohibido, o que el cambio de destino aparezca expresamente limitado por 
el régimen de dicha propiedad horizontal, su título constitutivo, o su regulación 
estatutaria. Es también criterio general que la interpretación de las limitaciones 
debe ser siempre de carácter restrictiva, algo igualmente predicable respecto del 
derecho de propiedad, siendo clara y constante la jurisprudencia al respecto. 

No obstante, y pese a que sea posible que en ninguna reunión previa de la 
junta de propietarios haya tomado acuerdo expreso al respecto; tal como hemos 
señalado anteriormente, las limitaciones o prohibiciones referidas a la alteración 
del uso de un inmueble en el ámbito de la propiedad privada exige, para que sean 
eficaces, que consten de manera expresa; y para tener eficacia frente a terceros 
deben estar inscritas en el Registro de la Propiedad. Y esto es precisamente lo que 
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sucede en este caso, al constar inscrita la norma estatutaria que prohíbe dicho 
uso, siendo dicha prohibición es eficaz frente a terceros al estar inscrita en el co-
rrespondiente Registro de la Propiedad. Y es que, como conclusión final, un título 
habilitante administrativo (autonómico en este caso) se mueve en la esfera admi-
nistrativa, pero no supone la validez civil del alquiler turístico en la finca; siendo 
la comunidad de propietarios quien —si lo desea— puede modificar los estatutos 
para excluir, de las actividades prohibidas, la actividad turística.

Resolución de 10-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Chiclana de la Frontera, número 2. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que prohíbe desarrollar en las viviendas cualquier actividad pro-
fesional, mercantil o industrial impide la concesión del NRUA.

Para resolver el presente recurso debemos partir del obstáculo puesto de mani-
fiesto en la calificación, el artículo 12 de las normas estatutarias, que permitiría el 
uso de vivienda, tanto para los propietarios como los arrendatarios (no el ejercicio de 
cualquier actividad comercial). Concepto, el de arrendamiento de vivienda —no se 
olvide— claramente definido en el artículo 2.1 de la vigente Ley de Arrendamientos 
Urbanos: «Se considera arrendamiento de vivienda aquel arrendamiento que recae 
sobre una edificación habitable cuyo destino primordial sea satisfacer la necesidad 
permanente de vivienda del arrendatario». Cierto es que, en este caso, la prohibición 
contenida en los estatutos de la comunidad no alude literalmente a las viviendas de 
uso turístico, razón por la cual para delimitar (respecto de la cuestión suscitada) el 
concepto y el alcance de la norma estatutaria alegada en la calificación, hemos de 
acudir tanto a decisiones jurisprudenciales que puedan ser aplicables al caso, como 
a la normativa sectorial en la materia (creciente, en intensidad y extensión).

Existe, por tanto, plena libertad para establecer el uso que se le puede dar a un 
inmueble en el ámbito de la propiedad horizontal, de tal forma que los copropie-
tarios no pueden verse privados de la utilización de su derecho a la propiedad del 
inmueble como consideren más adecuado. Eso sí, a no ser que este uso esté legal-
mente prohibido, o que el cambio de destino aparezca expresamente limitado por 
el régimen de dicha propiedad horizontal, su título constitutivo, o su regulación 
estatutaria. Es también criterio general que la interpretación de las limitaciones 
debe ser siempre de carácter restrictiva, algo igualmente predicable respecto del 
derecho de propiedad, siendo clara y constante la jurisprudencia al respecto. 

No obstante, y pese a que sea posible que en ninguna reunión previa de la 
junta de propietarios haya tomado acuerdo expreso al respecto; tal como hemos 
señalado anteriormente, las limitaciones o prohibiciones referidas a la alteración 
del uso de un inmueble en el ámbito de la propiedad privada exige, para que sean 
eficaces, que consten de manera expresa; y para tener eficacia frente a terceros 
deben estar inscritas en el Registro de la Propiedad. Y esto es precisamente lo que 
sucede en este caso, al constar inscrita la norma estatutaria que prohíbe dicho 
uso, siendo dicha prohibición es eficaz frente a terceros al estar inscrita en el co-
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rrespondiente Registro de la Propiedad. Y es que, como conclusión final, un título 
habilitante administrativo (autonómico en este caso) se mueve en la esfera admi-
nistrativa, pero no supone la validez civil del alquiler turístico en la finca; siendo 
la comunidad de propietarios quien —si lo desea— puede modificar los estatutos 
para excluir, de las actividades prohibidas, la actividad turística.

Resolución de 10-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Sevilla, número 2. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS. 

La concesión del NRUA requiere cumplir los requisitos administrativos apro-
piados.

Para la resolución del presente recurso —y en este trámite— únicamente se 
han de tener en cuenta la calificación emitida (a la vista de la documentación 
presentada en su momento) y el recurso presentado; sin que el registrador tenga 
impuesta obligación alguna de dirigirse a los órganos administrativos correspon-
dientes, a fin de que le aporten, o aclaren, documentos exigidos para emitir su 
calificación, pues han de serle aportados al tiempo de solicitar la asignación del 
número de registro correspondiente.

En el presente caso la calificación no objeta obstáculo alguno derivado de 
acuerdos de junta de propietarios o normas estatutarias; sí la falta de aportación 
de determinados originales de sendos documentos administrativos que se detallan 
al formular los dos defectos en la nota de calificación. Dicho lo cual y a la vista del 
contenido del expediente, el primer defecto puesto en la nota ha de ser confirmado 
por las razones que en ella se indican, por lo que deberá aportarse el original de 
la resolución administrativa que acredite la inscripción, en el Registro de Turismo 
de Andalucía, de la vivienda de uso turístico a que se refiere la solicitud calificada; 
todo ello a fin de que el registrador disponga de los elementos y antecedentes ne-
cesarios para poder emitir correctamente su obligada calificación.

E igual confirmación procede respecto del defecto segundo, por lo que deberá 
igualmente aportarse la «Declaración Responsable de Utilización presentada en 
la Gerencia de Urbanismo de Sevilla». También por la razón que expresa la nota; 
que no es otra que acreditar en forma el cambio de uso de la vivienda, que pasaría 
de tener un uso residencial al de hospedaje de vivienda con fines turísticos (de 
residencial a terciario).

Resolución de 10-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 9. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La actividad de arrendamiento por temporada (y especialmente para estu-
diantes) sería contraria —y se opone— a la exigencia estatutaria de destinar vi-
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viendas o locales de que consta el edificio a hogar de sus propietarios o inquilinos; 
razón por la que se estaría, a efectos de la asignación del número de registro so-
licitado y a día de hoy, ante una actividad contraria a los estatutos comunitarios.

Como pone de relieve la calificación, los estatutos de la comunidad de vecinos 
en la que está integrada la finca registral número 52.609, imponen la obligación de 
destinar las viviendas de que consta el edificio a vivienda o domicilio personal del res-
pectivo propietario, lo que excluye la posibilidad de destinar la vivienda, para la que se 
solicita número de registro a un alquiler de corta duración; alquiler que por definición 
es incompatible con el concepto de «hogar», o residencia de carácter permanente, que 
imponen los estatutos de la comunidad para todas las viviendas. Puntualizar, que esta 
norma estatutaria no es disconforme con la más reciente jurisprudencia, por ejemplo, 
la sentencia del Tribunal Supremo de 18 de febrero de 2025, que exige «una prohibi-
ción fundada en una estipulación clara y precisa»; prohibición que, en este caso es cla-
ra a la vista del tenor literal del artículo 2.º citado. De todo lo expuesto cabría concluir, 
a la luz de la más reciente jurisprudencia, que la prohibición que se contiene en los 
estatutos de la comunidad comprende expresamente el alquiler de corta duración, en 
cuanto considera una actividad económica y la misma está expresamente prohibida.

Resolución de 10-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 27. 

CAMBIO DE USO DE LOCAL A VIVIENDA: REQUISITOS URBANÍSTICOS. 

A los efectos del artículo 28.4 de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, 
para admitir como medio de prueba del carácter consolidado de las obras que 
determinan el cambio de uso o destino de una finca integrada en edificios ya de-
clarados, es necesario acreditar el oportuno certificado del órgano administrativo 
competente en materia de disciplina urbanística.

El uso autorizado no es una característica accidental de la edificación, sino 
que forma parte de su estructura, integrando el contorno que delimita su conte-
nido. De ello se sigue que la alteración del uso permitido implica una alteración 
del contenido del derecho de propiedad, de la propiedad misma. El control admi-
nistrativo sobre si una edificación concreta y determinada puede ser objeto de un 
uso específico se lleva a cabo con carácter previo mediante la oportuna licencia de 
edificación y determinación de usos y posteriormente con la licencia de ocupación 
(u otro título habilitante) que tiene por objeto la verificación de que la edificación 
autorizada se ha llevado a cabo de acuerdo con, entre otros extremos, los usos 
previstos y aprobados. Verificada la inscripción en el Registro de la Propiedad con 
unos usos determinados cuyo reflejo consta en la forma establecida en el artícu-
lo 45 transcrito, cualquier modificación que de los mismos se lleve a cabo exige 
nuevamente la aplicación de la norma sobre inscripción en el Registro de obras 
nuevas (vid. artículo 28, apartado 3, de la Ley de Suelo).

En el caso de este expediente, al resultar claramente de la escritura que el 
cambio de uso a vivienda cuya inscripción se solicita se realiza por la vía prevista 
en el apartado 4 del artículo 28 del texto refundido de la Ley de Suelo, y a él se 
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refieren especialmente las Resoluciones de 5 de agosto y 13 de noviembre de 2013, 
12 de septiembre y 30 de noviembre de 2016, 31 de agosto de 2017, 27 de junio de 
2018, 27 de marzo de 2019, 21 de julio de 2021, 7 de julio de 2022 y 25 de marzo, 
11 de junio, 9 de julio y 1 de octubre de 2024. Ciertamente, como señaló la Resolu-
ción de esta Dirección General de 21 de julio de 2021, el hecho de que la superficie 
mínima o las condiciones de habitabilidad que han de tener las viviendas según la 
normativa urbanística sea un dato objetivo no impide la aplicación de la doctrina 
expuesta. Este esquema basado en la norma positiva prevista en el citado artículo 
28, apartado 4, de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana ha sido aplicado en la 
práctica en numerosas ocasiones y ha posibilitado que la Administración pudiera 
tener conocimiento de actuaciones clandestinas y reaccionar en consecuencia.

No obstante, en la reciente Resolución de esta Dirección General de 9 de abril 
de 2024, relativa a una escritura de declaración de obra antigua de habilitación de 
buhardilla como vivienda en el País Vasco, se afirmó que la aplicación del régimen 
registral sobre edificaciones previsto en el artículo 28 de la actual Ley de Suelo a 
la constatación registral del cambio de uso de inmuebles se condiciona a que tanto 
la normativa urbanística de aplicación como la jurisprudencia que la interpreta 
posibiliten la prescripción o caducidad de la acción de restablecimiento de lega-
lidad respecto al uso. De esta forma, en aquellas Autonomías que no admitan la 
prescripción de la modificación de uso, la única vía admisible para la inscripción 
registral de la modificación de la descripción de la finca en cuanto su destino es 
la acreditación de la oportuna licencia o certificado municipal que acredite su si-
tuación consolidada o en fuera de ordenación, al amparo del artículo 28, apartado 
1, de la Ley de Suelo, sin que sea posible su inscripción sin acreditar algún título 
administrativo habilitante.

En el caso de la Comunidad de Madrid, en relación con los actos de cambio de 
uso la jurisprudencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid —cfr. sentencias 
de 24 de julio de 2019 y de 4 de noviembre de 2022—, ha mantenido que el proce-
dimiento previsto en el artículo 195 de la Ley 9/2001, del Suelo de la Comunidad 
de Madrid, es aplicable tanto a los actos de edificación como a los actos de uso del 
suelo ya finalizados cuando tales actos o el uso se realicen sin licencia u orden de 
ejecución o sin ajustarse a las condiciones señaladas en ellas. Son los usos no per-
mitidos por el planeamiento urbanístico los únicos que no están sometidos al pla-
zo de caducidad de la acción para el restablecimiento de la legalidad urbanística. 

Respecto al cómputo del plazo de caducidad de cuatro años, establecido en 
el artículo 195.1 de la Ley 9/2011, del Suelo de la Comunidad de Madrid, la juris-
prudencia venía entendiendo que el citado plazo de caducidad se iniciaba cuando 
las obras, dispuestas para servir el fin o el uso previsto, se demuestran mediante 
la aparición de signos externos que posibilitasen a la Administración conocer los 
hechos constitutivos de la infracción. Como puede observarse, este planteamiento 
resulta plenamente compatible con el procedimiento registral regulado en el artí-
culo 28, apartado 4, de la Ley de Suelo. 

En el caso particular del «cambio de uso», tal y como se conoce en el ámbito 
urbanístico y se refleja habitualmente en los títulos inscribibles, debe insistirse 
que lo que es objeto de inscripción no es el uso en su sentido urbanístico, que 
debería ser acreditado por el órgano competente, tampoco en su eventual concep-
ción de hecho como actividad o uso efectivo ajeno al contenido del Registro. El 
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objeto de la inscripción de que se trata es la modificación de la descripción de la 
finca en cuanto a una de las cualidades que permiten identificarla —cfr. artículos 
9 de la Ley Hipotecaria y 45 del Real Decreto 1093/1997— que al determinar una 
modificación en la declaración de obra nueva inscrita debe someterse a los requi-
sitos previstos en el artículo 28 de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana. Por 
ello, el hecho de que exista jurisprudencia que no admita la prescripción del uso 
como actividad continuada no obsta a la posible aplicación de la doctrina de esta 
Dirección General que se refiere a las obras que determinan la modificación del 
destino de la finca en cuanto a cualidad descriptiva.

Admitida la posibilidad en la Comunidad de Madrid del acceso registral del 
cambio de uso acreditado por la vía prevista en el artículo 28, apartado 4, del 
texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, la cuestión objeto 
del presente recurso se concreta en determinar si la documentación incorporada 
en la escritura al efecto es apta para practicar la inscripción del referido cambio 
de uso de local a vivienda y si concurren el resto de los requisitos exigidos por el 
artículo 52 del Reglamento sobre inscripción de actos de naturaleza urbanística 
aprobado por el Real Decreto 1093/1997, de 4 de julio. Dicha documentación está 
constituida por la certificación de técnico competente según la cual la finca se 
destina a vivienda desde una fecha anterior al plazo exigido por la legislación de la 
Comunidad Autónoma de Madrid para que prescriba cualquier acción de restable-
cimiento de la legalidad urbanística y, en consecuencia, en principio, se cumplen 
dos de los requisitos exigidos por la normativa que regula el acceso al Registro de 
la Propiedad de estas modificaciones descriptivas de las fincas.

Sin embargo, como ha puesto de manifiesto este Centro Directivo (vid. las 
Resoluciones de 11 de junio y 9 de julio de 2024 y 25 de junio de 2025), para que 
opere la prescripción no sólo se necesita acreditar desde cuándo está destinada a 
vivienda, y cuándo fueron las últimas reformas llevadas a cabo que culminaron la 
obra, plazo a partir del cual se computa la prescripción; sino que, además, debe 
acreditarse, como también se ha afirmado, que ese uso no es contrario al planea-
miento urbanístico, pues en otro caso no operaría la prescripción.

En conclusión, a los efectos del artículo 28.4 de la Ley de Suelo y Rehabili-
tación Urbana, para admitir como medio de prueba del carácter consolidado de 
las obras que determinan el cambio de uso o destino de una finca integrada en 
edificios ya declarados, es necesario acreditar el oportuno certificado del órgano 
administrativo competente en materia de disciplina urbanística.

Resolución de 10-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Villajoyosa, número 2. 

REPRESENTACIÓN VOLUNTARIA: ART. 98 LEY 24/2001. 

A los efectos del artículo 28.4 de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, 
para admitir como medio de prueba del carácter consolidado de las obras que 
determinan el cambio de uso o destino de una finca integrada en edificios ya de-



206� Rev. Crítica de Derecho Inmobiliario,  N.º 813 págs. 197 a 296 Año 2026

Resumen de Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública

clarados, es necesario acreditar el oportuno certificado del órgano administrativo 
competente en materia de disciplina urbanística.

De la interpretación de la referida norma legal por el Tribunal Supremo (Senten-
cias número 645/2011, de 23 de septiembre, 643/2018, de 20 de noviembre, 661/2018, 
de 22 de noviembre, y 378/2021, de 1 de junio) y de la doctrina expresada por esta Di-
rección General en numerosas Resoluciones cabe extraer un criterio ya asentado y pa-
cífico respecto del alcance de la calificación registral del juicio notarial de suficiencia 
de las facultades representativas de los otorgantes. El registrador deberá calificar, de 
un lado, la existencia y regularidad de la reseña identificativa del documento del que 
nace la representación y, de otro, la existencia del juicio notarial de suficiencia expreso 
y concreto en relación con el acto o negocio jurídico documentado y las facultades 
ejercitadas, así como la congruencia del juicio que hace el notario del acto o negocio 
jurídico documentado y el contenido del mismo título. Dicho de otro modo, deberá 
calificar que se ha practicado la reseña de modo adecuado y que se ha incorporado un 
juicio de suficiencia de las facultades del representante, siendo el contenido de éste 
congruente con el acto o negocio jurídico documentado.

Cabe recordar que, como ya puso de manifiesto esta Dirección General en Re-
solución de 11 de mayo de 1998 (vid. también Resoluciones de 13 de febrero y 24 
de septiembre de 2024), la regla general es la de que el representante de uno de los 
herederos no puede actuar en nombre de otro coheredero si no está expresamente 
autorizado para ello, salvo que, por la forma de actuar del representado (v. gr. cuan-
do en una partición de herencia se adjudican a los herederos en proporción a sus 
cuotas hereditarias todos los bienes que componen la misma), resulte haberse re-
suelto con imparcialidad dicha representación. Esto es lo que ocurre en el presente 
caso, pues el representante de los herederos no hace sino adjudicar el único bien 
hereditario por cuotas indivisas según la participación que a cada uno de ellos co-
rresponde según el título sucesorio, siquiera haya corregido la notaria la aplicación 
de éste por razones de orden público —para impedir discriminación por razón de 
sexo— conforme al artículo 35 del citado Reglamento europeo de sucesiones [Re-
glamento (UE) n.º 650/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 4 de julio de 
2012]. Y es que esta corrección es obligada por razones de orden público sin que, 
por tanto, dependa de la decisión del representante de los interesados.

Resolución de 11-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Marbella, número 3. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La asignación del número de registro de alquiler de corta duración exige la 
previa constancia registral de la terminación de la obra.

Se debate en este recurso la posibilidad de asignar un número de registro 
de alquiler de corta duración pese a hallarse la edificación inscrita en el Registro 
como «en construcción». El objeto de comercialización y oferta ha de ser un alo-
jamiento amueblado que pretende ser objeto de alquiler de corta duración. Del 
mismo modo el identificador número de registro único ha de permitir la identi-
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ficación exacta de la unidad en cuestión, como la misma norma establece en su 
definición. La sujeción al procedimiento registral determina la aplicación a dichos 
conceptos de los principios hipotecarios.

Por este motivo, el principio de legitimación registral exige que la inscrip-
ción en el Registro de la Propiedad deba reflejar de forma precisa y completa la 
situación jurídica de los bienes inmuebles, evitando errores o inconsistencias que 
puedan generar dudas o litigios. En esencia, se trata de que el registro sea una 
imagen fiel de la realidad jurídica de la propiedad. Directamente relacionado estos 
mismos principios está el de legalidad, a través de la calificación del registrador 
consagrada en el artículo 18 de la Ley Hipotecaria, ya que en un sistema en que los 
asientos registrales se presumen o reputan exactos y concordantes con la realidad 
jurídica, es lógica y preceptiva la existencia de un previo trámite depurador de la 
titulación presentada a Registro. Los argumentos expuestos justifican plenamente 
la calificación del registrador objeto de impugnación, de modo que la asignación 
del número de registro de alquiler de corta duración exige la previa constancia 
registral de la terminación de la obra.

Resolución de 11-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Marbella, número 3. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La asignación del número de registro de alquiler de corta duración exige la 
previa constancia registral de la terminación de la obra.

Se debate en este recurso la posibilidad de asignar un número de registro 
de alquiler de corta duración pese a hallarse la edificación inscrita en el Registro 
como «en construcción». El objeto de comercialización y oferta ha de ser un alo-
jamiento amueblado que pretende ser objeto de alquiler de corta duración. Del 
mismo modo el identificador número de registro único ha de permitir la identi-
ficación exacta de la unidad en cuestión, como la misma norma establece en su 
definición. La sujeción al procedimiento registral determina la aplicación a dichos 
conceptos de los principios hipotecarios.

Por este motivo, el principio de legitimación registral exige que la inscrip-
ción en el Registro de la Propiedad deba reflejar de forma precisa y completa la 
situación jurídica de los bienes inmuebles, evitando errores o inconsistencias que 
puedan generar dudas o litigios. En esencia, se trata de que el registro sea una 
imagen fiel de la realidad jurídica de la propiedad. Directamente relacionado estos 
mismos principios está el de legalidad, a través de la calificación del registrador 
consagrada en el artículo 18 de la Ley Hipotecaria, ya que en un sistema en que los 
asientos registrales se presumen o reputan exactos y concordantes con la realidad 
jurídica, es lógica y preceptiva la existencia de un previo trámite depurador de la 
titulación presentada a Registro. Los argumentos expuestos justifican plenamente 
la calificación del registrador objeto de impugnación, de modo que la asignación 
del número de registro de alquiler de corta duración exige la previa constancia 
registral de la terminación de la obra.
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En cuanto al segundo de los defectos alegados, esto es, la constancia registral 
de una modificación estatutaria consistente en la prohibición de alquileres turís-
ticos, debe notarse que: (i) dicha inscripción se practicó en virtud de escritura 
otorgada el día 6 de marzo de 2025 y presentada en el Registro el día 14 de marzo 
de 2025, esto es, con anterioridad al 26 de marzo de 2025, fecha de presentación 
de la solicitud de asignación de número de registro único; (ii) que en dicha escri-
tura se eleva a público un acuerdo adoptado en la junta general y extraordinaria 
de la comunidad de propietarios celebrada el día 6 de noviembre de 2024, y (iii) 
que la resolución de la Junta de Andalucía se emitió el día 23 de octubre de 2018, 
en virtud de declaración responsable presentada el día 27 de septiembre de 2018, 
si bien se modificó mediante de resolución de 25 de febrero de 2024, dictada en 
respuesta a la declaración responsable presentada el día 23 de diciembre de 2024, 
siendo esta última resolución la que se relaciona en la solicitud de asignación de 
número de alquiler.

Por todo lo razonado, esta Dirección General ha acordado desestimar el recur-
so en cuanto al primero de los defectos alegados y estimarlo respecto del segundo.

Resolución de 11-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Marbella, número 3. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA.

La asignación del número de registro de alquiler de corta duración exige la 
previa constancia registral de la terminación de la obra.

Se debate en este recurso la posibilidad de asignar un número de registro 
de alquiler de corta duración pese a hallarse la edificación inscrita en el Registro 
como «en construcción». El objeto de comercialización y oferta ha de ser un alo-
jamiento amueblado que pretende ser objeto de alquiler de corta duración. Del 
mismo modo el identificador número de registro único ha de permitir la identi-
ficación exacta de la unidad en cuestión, como la misma norma establece en su 
definición. La sujeción al procedimiento registral determina la aplicación a dichos 
conceptos de los principios hipotecarios.

Por este motivo, el principio de legitimación registral exige que la inscrip-
ción en el Registro de la Propiedad deba reflejar de forma precisa y completa la 
situación jurídica de los bienes inmuebles, evitando errores o inconsistencias que 
puedan generar dudas o litigios. En esencia, se trata de que el registro sea una 
imagen fiel de la realidad jurídica de la propiedad. Directamente relacionado estos 
mismos principios está el de legalidad, a través de la calificación del registrador 
consagrada en el artículo 18 de la Ley Hipotecaria, ya que en un sistema en que los 
asientos registrales se presumen o reputan exactos y concordantes con la realidad 
jurídica, es lógica y preceptiva la existencia de un previo trámite depurador de la 
titulación presentada a Registro. Los argumentos expuestos justifican plenamente 
la calificación del registrador objeto de impugnación, de modo que la asignación 
del número de registro de alquiler de corta duración exige la previa constancia 
registral de la terminación de la obra.
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Resolución de 11-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 4. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

El alquiler de corta duración no turístico no debe ejercerse en una finca des-
tinada en el Registro a local comercial.

Se debate en este recurso la posibilidad de asignar, en la Comunidad Autóno-
ma de Madrid, un número de registro de alquiler de corta duración a una finca que 
consta registralmente como destinada a local comercial.

El arrendamiento de corta duración turístico tiene plena cabida como uso co-
mercial, y, por ende, por ende, resulta compatible con el uso de «local comercial» 
adscrito a la finca en que dicha actividad pretende ejercerse. Puesto que si hos-
pedería, según la Real Academia Española, es una «casa destinada al alojamiento 
de visitantes o viandantes, establecida por personas particulares, institutos o em-
presas», dentro de su contenido semántico tendría cabida la actividad de arren-
damiento turístico de corta duración de por la existencia de identidad de razón.

En el caso que nos ocupa, el arrendamiento no es, sin embargo, turístico, 
por lo que no cabe extrapolar al presente caso las conclusiones expuestas, pues 
la ratio de las resoluciones citadas parece radicar en el carácter intrínsecamente 
comercial de la actividad de turismo, aun cuando esta se ejerza por un particular, 
de modo que, en dicha actividad turística, pese a suponer un alojamiento, el com-
ponente comercial se sobrepone al residencial.

En consecuencia, debe confirmarse el criterio del registrador, considerando 
que el alquiler de corta duración no turístico no debe ejercerse en una finca desti-
nada en el Registro a local comercial. La asignación del número de registro único 
exige el previo cambio de uso, con todos los requisitos establecidos por la norma-
tiva hipotecaria y urbanística aplicable.

Resolución de 11-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 4. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

El alquiler de corta duración no turístico no debe ejercerse en una finca des-
tinada en el Registro a local comercial.

Se debate en este recurso la posibilidad de asignar, en la Comunidad Autóno-
ma de Madrid, un número de registro de alquiler de corta duración a una finca que 
consta registralmente como destinada a local comercial.

El arrendamiento de corta duración turístico tiene plena cabida como uso co-
mercial, y, por ende, por ende, resulta compatible con el uso de «local comercial» 
adscrito a la finca en que dicha actividad pretende ejercerse. Puesto que si hos-
pedería, según la Real Academia Española, es una «casa destinada al alojamiento 
de visitantes o viandantes, establecida por personas particulares, institutos o em-
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presas», dentro de su contenido semántico tendría cabida la actividad de arren-
damiento turístico de corta duración de por la existencia de identidad de razón.

En el caso que nos ocupa, el arrendamiento no es, sin embargo, turístico, 
por lo que no cabe extrapolar al presente caso las conclusiones expuestas, pues 
la ratio de las resoluciones citadas parece radicar en el carácter intrínsecamente 
comercial de la actividad de turismo, aun cuando esta se ejerza por un particular, 
de modo que, en dicha actividad turística, pese a suponer un alojamiento, el com-
ponente comercial se sobrepone al residencial.

En consecuencia, debe confirmarse el criterio del registrador, considerando 
que el alquiler de corta duración no turístico no debe ejercerse en una finca desti-
nada en el Registro a local comercial. La asignación del número de registro único 
exige el previo cambio de uso, con todos los requisitos establecidos por la norma-
tiva hipotecaria y urbanística aplicable.

Resolución de 11-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Mijas, número 2. 

PROPIEDAD HORIZONTAL: SITUACIONES DE HECHO. 

A falta de inscripción de la constitución del régimen de propiedad horizontal, 
no es posible imponer dicho acuerdo a los titulares posteriores, ni aun a los actua-
les que no han concurrido a la junta o no han votado a favor del acuerdo.

Con carácter previo, se hace constar que el escrito de recurso no aparece fir-
mado digitalmente por el supuesto recurrente, don C. A. A., sino por doña M. D. 
R. P., sin que se acredite el concepto en que interviene su interés legítimo para re-
currir la calificación, de conformidad con el artículo 325.a) de la Ley Hipotecaria. 
Esto determina la inadmisión del recurso por falta de legitimación. Sin perjuicio 
de ello, y por razón de economía procesal para el caso de subsanación, se procede 
a su resolución.

En el presente caso, no se pone en duda que las viviendas que forman la co-
munidad estén gestionadas en la forma que se indica en el recurso, si bien dichas 
viviendas proceden de diferentes segregaciones de parcelas que se efectuaron de 
un finca matriz agotándose la superficie de la misma y posterior declaración de 
obra nueva de cada una por diferentes titulares, por lo que las mismas tienen au-
tonomía propia y no están constituidas en régimen de propiedad horizontal y no 
consta en ese Registro que tengan ningún elemento común en la que las mismas 
participen en cuotas de participación: no se puede obligar a futuros adquirentes 
a normas que se regulan por un régimen interno y que no estén vinculadas a un 
régimen como es el régimen de propiedad horizontal para lo cual tendrían que 
constituirse de conformidad a la Ley sobre Propiedad Horizontal y no conside-
rarse de facto en régimen de propiedad horizontal como alega el recurrente por 
el mero hecho de cumplir las normas que regulan dicho régimen sin la previa 
constitución del mismo.

A falta de inscripción de la constitución del régimen de propiedad horizontal, 
no es posible imponer dicho acuerdo a los titulares posteriores, ni aun a los actua-
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les que no han concurrido a la junta o no han votado a favor del acuerdo, pues no 
se cumple la fundamental exigencia del principio de tracto sucesivo, consagrado 
en el artículo 20 de la Ley Hipotecaria, en la medida en que dichos titulares no han 
consentido fehaciente y unánimemente la determinación de tales cuotas ni pue-
den verse afectados por acuerdos adoptados sin su voluntad en virtud del some-
timiento a un régimen especial de comunidad, como es la propiedad horizontal, 
cuya aplicación tampoco han consentido.

Resolución de 11-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 22. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS. 

La concesión del NRUA requiere cumplir los requisitos administrativos apro-
piados.

En el presente caso, el número de registro único se solicita sobre la base de 
una declaración responsable presentada ante la Comunidad de Madrid, acompa-
ñada de su correspondiente inscripción en el registro autonómico. Y aunque la 
recurrente sostiene que «la actuación del registrador debe limitarse a constatar la 
existencia del documento, su autenticidad y su congruencia formal con el conteni-
do del asiento. No le corresponde emitir un juicio sobre la suficiencia material del 
título, ni puede condicionar la inscripción a una valoración de legalidad urbanísti-
ca que no le compete», este criterio no se corresponde con la verdadera naturaleza 
de la calificación registral, tal y como viene sosteniendo este Centro Directivo, de 
conformidad con la legislación hipotecaria, que no ha quedado derogada, supera-
da o aun matizada por el Real Decreto 1312/2024, pues éste no ha creado un regis-
tro jurídico diferente al margen del Registro de la Propiedad, como pueda serlo el 
Registro Público Concursal o el Registro de Titularidades Reales.

Este Centro Directivo, a quien la recurrente insta a «corregir este desvío técni-
co y doctrinal», también se ha pronunciado a favor de la exigencia de conformidad 
administrativa en el ámbito de los cambios de uso en la Comunidad de Madrid 
con base en el artículo 159.5 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, de la Co-
munidad de Madrid. Es por ello que debe distinguirse entre la presentación de 
la declaración responsable (no urbanística), como requisito para la inscripción 
en el Registro de Viviendas de Uso Turístico de la Comunidad de Madrid, frente 
a la necesidad de obtener licencia municipal para el ejercicio de esta actividad, 
como modalidad de uso terciario hospedaje. Ambas son cuestiones diferentes y 
compatibles entre sí, ya que tanto la legislación autonómica como la municipal 
así lo indican.

La actividad económica de vivienda turística está configurada como una ac-
tividad de hospedaje por la legislación de la Comunidad de Madrid desde 2014 y, 
por tanto, sometida a licencia conforme al artículo 151.1 de la Ley 9/2001, confor-
me también al criterio expresado en la referida sentencia. Ello determina que la 
asignación registral del número de registro de alquiler precise dicha conformidad 
administrativa, en aplicación del artículo 9.2.a).5.º del Real Decreto 1312/2024 
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y artículo 17 bis del Decreto 79/2014, de 10 de julio, en la redacción dada por el 
artículo único, apartado siete, del Decreto 29/2019, de 9 de abril. Idéntico criterio 
debe regir en el presente caso, de modo que procede confirmar la calificación del 
registrador. La licencia de uso turístico para el municipio de Madrid consiste en 
un documento, emitido por un técnico competente tras una inspección en la finca, 
quien certifica que la vivienda cumple con los parámetros del artículo 17 bis del 
Decreto 79/2014, de 10 de julio, en la redacción dada por el artículo único, apar-
tado siete, del Decreto 29/2019, de 9 de abril («a los efectos de lo dispuesto en este 
Decreto se entiende por CIVUT el documento emitido por técnico competente en 
el que, tras efectuar una comprobación in situ, se acredita que una vivienda de uso 
turístico cumple los requisitos establecidos en el artículo 17 bis de este Decreto»).

Resolución de 11-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 4. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS. 

La concesión del NRUA requiere cumplir los requisitos administrativos apro-
piados.

En el presente caso, el número de registro único se solicita sobre la base de 
una declaración responsable presentada ante la Comunidad de Madrid, acompa-
ñada de su correspondiente inscripción en el registro autonómico. Y aunque la 
recurrente sostiene que «la actuación del registrador debe limitarse a constatar la 
existencia del documento, su autenticidad y su congruencia formal con el conteni-
do del asiento. No le corresponde emitir un juicio sobre la suficiencia material del 
título, ni puede condicionar la inscripción a una valoración de legalidad urbanísti-
ca que no le compete», este criterio no se corresponde con la verdadera naturaleza 
de la calificación registral, tal y como viene sosteniendo este Centro Directivo, de 
conformidad con la legislación hipotecaria, que no ha quedado derogada, supera-
da o aun matizada por el Real Decreto 1312/2024, pues éste no ha creado un regis-
tro jurídico diferente al margen del Registro de la Propiedad, como pueda serlo el 
Registro Público Concursal o el Registro de Titularidades Reales.

Este Centro Directivo, a quien la recurrente insta a «corregir este desvío técni-
co y doctrinal», también se ha pronunciado a favor de la exigencia de conformidad 
administrativa en el ámbito de los cambios de uso en la Comunidad de Madrid 
con base en el artículo 159.5 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, de la Co-
munidad de Madrid. Es por ello que debe distinguirse entre la presentación de 
la declaración responsable (no urbanística), como requisito para la inscripción 
en el Registro de Viviendas de Uso Turístico de la Comunidad de Madrid, frente 
a la necesidad de obtener licencia municipal para el ejercicio de esta actividad, 
como modalidad de uso terciario hospedaje. Ambas son cuestiones diferentes y 
compatibles entre sí, ya que tanto la legislación autonómica como la municipal 
así lo indican.

La actividad económica de vivienda turística está configurada como una ac-
tividad de hospedaje por la legislación de la Comunidad de Madrid desde 2014 y, 
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por tanto, sometida a licencia conforme al artículo 151.1 de la Ley 9/2001, confor-
me también al criterio expresado en la referida sentencia. Ello determina que la 
asignación registral del número de registro de alquiler precise dicha conformidad 
administrativa, en aplicación del artículo 9.2.a).5.º del Real Decreto 1312/2024 
y artículo 17 bis del Decreto 79/2014, de 10 de julio, en la redacción dada por el 
artículo único, apartado siete, del Decreto 29/2019, de 9 de abril. Idéntico criterio 
debe regir en el presente caso, de modo que procede confirmar la calificación del 
registrador. La licencia de uso turístico para el municipio de Madrid consiste en 
un documento, emitido por un técnico competente tras una inspección en la finca, 
quien certifica que la vivienda cumple con los parámetros del artículo 17 bis del 
Decreto 79/2014, de 10 de julio, en la redacción dada por el artículo único, apar-
tado siete, del Decreto 29/2019, de 9 de abril («a los efectos de lo dispuesto en este 
Decreto se entiende por CIVUT el documento emitido por técnico competente en 
el que, tras efectuar una comprobación in situ, se acredita que una vivienda de uso 
turístico cumple los requisitos establecidos en el artículo 17 bis de este Decreto»).

Resolución de 14-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Roquetas de Mar, número 1. 

HIPOTECA: SITUACIONES DE COTITULARIDAD. 

El tipo de titularidad de la hipoteca, proindivisa, colectiva o solidaria, vendrá 
determinado por el tipo de titularidad del crédito garantizado, parciario (por cuo-
tas), mancomunado o solidario.

Como consideración previa debe tenerse en cuenta que, de conformidad con 
los artículos 324 y 326 de la Ley Hipotecaria y la doctrina de este Centro Directivo 
(cfr. Resoluciones de 16 de febrero de 2005, 5, 17 y 18 de marzo de 2008 y 1 de 
agosto de 2014), el objeto del expediente de recurso contra calificaciones de regis-
tradores de la Propiedad y Mercantil es exclusivamente la determinación de si la 
calificación negativa realizada por el registrador titular del Registro en que debe 
inscribirse el negocio celebrado, también exclusivamente en cuanto a los puntos 
de la misma que hayan sido objeto del recurso, es o no ajustada a Derecho tanto 
formal como sustantivamente; no ni tener en considerar otros documentos no pre-
sentados al Registro de la Propiedad, y no pudiendo entrar a valorar otros posibles 
defectos que pudiera contener la escritura.

En este caso no nos encontramos ante una hipoteca en garantía de obligacio-
nes futuras, porque, en primer lugar, como queda expuesto en el fundamento de 
derecho segundo, todos los acreedores han entregado el dinero con simultanei-
dad al otorgamiento de la escritura de préstamo hipotecario. Y, en segundo lugar, 
porque la expresión de la estipulación décima relativa a que la hipoteca garantiza 
«todas las obligaciones de la Prestataria (presentes y futuras, y asumidas manco-
munada o solidariamente o de cualquier otro modo)», si se examina el conjunto 
de la operación crediticia (apartados 9.1, 9.3 y 9.4 de la estipulación novena), se 
está refiriendo solo a los créditos accesorios y conexos propios de todo préstamo 
hipotecario cuya garantía se constituyen en seguridad de varias obligaciones, unas 
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ya constituidas y otras futuras, que son independientes aunque gozan del mismo 
nexo causal, como el reembolso del principal del préstamo y de los intereses re-
tributivos, y el reembolso eventual de los intereses de demora, de las costas pro-
cesales o de los gastos extrajudiciales. En consecuencia, lo que se debe analizar 
es la relación de las obligaciones pluripersonales, entre la titularidad del crédito 
y la titularidad del derecho real de hipoteca y, en qué medida, el principio de ac-
cesoriedad de la garantía respecto de la obligación asegurada condiciona que esa 
titularidad deba tener la misma naturaleza o si, por el contrario, la autonomía de 
la voluntad puede alterar esa determinación natural.

Esta cuestión fue extensamente abordada por la importante Resolución de 8 
de junio de 2011 que, aunque resolvía un supuesto de hipoteca flotante, analizó 
con carácter general, la posibilidad de constituir «una titularidad activa sobre el 
derecho real de hipoteca de tipo colectivo (créditos sindicados), sin distribución 
de cuotas, con destino unitario, en garantía de un conjunto de créditos indepen-
dientes pero vinculados entre sí a través de un pacto de sindicación y dotados de 
un régimen unificado en sus condiciones financieras, para lo que se establece un 
régimen de actuación colectiva, que requiere del acuerdo de todos los coacreedo-
res conforme a las reglas del acuerdo de sindicación de sus créditos». La respuesta 
fue afirmativa.

De lo expuesto en el fundamento de derecho anterior se puede concluir que en 
un principio el tipo de titularidad de la hipoteca, proindivisa, colectiva o solidaria, 
vendrá determinado por el tipo de titularidad del crédito garantizado, parciario 
(por cuotas), mancomunado o solidario, y que solo cuando la hipoteca sea en 
comunidad proindivisa o por cuotas, como ocurre en este caso, será necesario 
hacer constar las cuotas en la titularidad de la hipoteca que exige el artículo 54 
del Reglamento Hipotecario. Ahora bien, si a pesar de la facultad que tiene las 
partes contratantes de configurar la garantía como única y su titularidad de forma 
colectiva, aunque la titularidad del crédito sea por cuotas, las mismas optan por 
constituir una comunidad romana o por cuotas también sobre el derecho real 
de hipoteca, ello supone generar a efectos de ejecución tantas hipotecas de igual 
rango como titulares haya, hipotecas que serán susceptibles de ejecución indepen-
diente al amparo y con los efectos del artículo 227 del Reglamento Hipotecario 
(vid. Resoluciones de 8 de junio de 2011 y 4 de noviembre de 2019), porque la 
indivisibilidad de la hipoteca desaparece cuando se pacta la división del crédito 
garantizado (artículo 122 de la Ley Hipotecaria) o se trata de obligaciones garan-
tizadas independientes.

Si se analiza literal y sistemáticamente la redacción de dichas cláusulas debe 
llegarse a la conclusión, de que los apartados 11.1 y 11.5 de la estipulación un-
décima, se refieren al derecho real de hipoteca, el primero se limita a pactar su 
constitución, y el segundo a determinar su régimen de titularidad e inscripción, 
concorde con la naturaleza del préstamo garantizado. La expresión del singular 
«un derecho real de hipoteca» no es contradictoria pues la hipoteca constituida 
con cuotas no deja de ser una única hipoteca, aunque la operativa de su régimen 
legal ejecutivo sea semejante al caso de concurrir varias hipotecas del mismo ran-
go, como se ha señalado anteriormente.



Basilio Javier Aguirre Fernández

Rev. Crítica de Derecho Inmobiliario,  N.º 813 págs. 197 a 296 Año 2026� 215

Resolución de 14-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Estella-Lizarra, número 1. 

INMATRICULACIÓN POR TÍTULO PÚBLICO: REQUISITOS. 

Se reitera la doctrina sobre la exigencia de documentos públicos y los requisi-
tos exigidos por el art. 205 LH.

Desde la modificación del artículo 254 de la Ley Hipotecaria llevada a cabo 
por la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, para poder practicar la inscripción en el 
Registro de la Propiedad se precisará la justificación de haber presentado la autoli-
quidación del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza 
Urbana o la declaración del mismo o la comunicación que el adquirente debe hacer 
al Ayuntamiento, aun no siendo sujeto pasivo (artículo 110.6.b) del texto refundido 
de la Ley de Haciendas Locales). Dejando de lado este último supuesto por no ser 
de aplicación en el presente caso, por tratarse de una transmisión mortis causa 
(vid. la Resolución de 10 de octubre de 2014), el levantamiento del cierre registral 
previsto en el apartado primero del artículo 254 de la Ley Hipotecaria exige, en el 
supuesto de su apartado quinto, la justificación ante el registrador bien de que se ha 
presentado la oportuna autoliquidación bien de que se ha presentado la oportuna 
declaración del hecho imponible ante la administración tributaria competente.

En el presente caso, el título presentado lleva un sello del Ayuntamiento de 
Villamayor de Monjardín, alegando el recurrente que dicho sello acredita la exen-
ción del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Ur-
bana. Sin embargo, dicho sello no acredita debidamente que el documento haya 
sido objeto de presentación en el Ayuntamiento a los efectos del Impuesto. 

Los defectos segundo y tercero, que se refieren a la falta de aportación de 
copia autorizada del acta de declaración de herederos abintestato y de la escri-
tura complementaria y de adecuación a Catastro otorgada con posterioridad a la 
división judicial de la herencia, que esté debidamente liquidada, se van a analizar 
conjuntamente por estar relacionados.

Siendo como es uno de los títulos de la sucesión, a efectos del Registro, el 
acta de notoriedad de declaración de herederos abintestato, la copia autorizada 
de ésta, como las del testamento, el contrato sucesorio, o la declaración judicial de 
herederos, han de presentarse en el Registro íntegras ya que, aparte de no resultar 
excepción en ningún sitio, la valoración de los documentos y su contenido, una 
vez autorizados, cuando se presentan ante otro órgano, corresponde no a quien 
los expide, sino al funcionario ante quien se pretenden hacer valer, que ha de po-
der conocerlos en su integridad antes de conceder o no la solicitud que, fundada 
en ellos, fue cursada por la parte.

En cuanto a la escritura complementaria y de adecuación a catastro, se ha 
aportado copia simple, por lo que resulta claro que, de acuerdo con el principio de 
titulación auténtica, es necesario que se aporte copia autorizada. Exige asimismo 
el registrador en su nota de calificación que la copia autorizada de esta última es-
critura esté debidamente liquidada de impuesto, siendo de aplicación lo dispuesto 
en el Fundamento de Derecho segundo. Consecuentemente, no cabe sino confir-
mar la calificación impugnada respecto a los defectos segundo y tercero. 
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El último defecto consiste en la falta de cumplimiento de los requisitos del 
artículo 205 de la Ley Hipotecaria, para la inmatriculación de las tres últimas 
fincas que se incluyen en el decreto de división de herencia. En concreto señala el 
registrador que no se acredita haber adquirido la propiedad de las mismas por el 
causante al menos un año antes también mediante título público. Parece que el 
recurrente alega en su escrito de recurso que existen dos títulos públicos, por una 
parte, el documento judicial de división de herencia y, por otra, la escritura com-
plementaria y de adecuación a catastro. Ahora bien, esto no significa como preten-
de el recurrente que existan dos documentos públicos que cumplan los requisitos 
del artículo 205 de la Ley Hipotecaria, pues esos dos documentos no acreditan dos 
transmisiones sucesivas.

Resolución de 15-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Oviedo, número 5. 

HIPOTECA: CLÁUSULA DE COMPENSACIÓN DEL CRÉDITO. 

Los pactos de compensación transcienden a la garantía hipotecaria y carecen 
de eficacia real, al prever formas de pago alternativas a la ejecución de la hipoteca.

Respecto a la no susceptibilidad de inscripción del pacto de compensación de 
crédito, la Resolución de 10 de noviembre de 2016, que cita la registradora ya señaló 
que: «No se comparte el criterio del notario recurrente respecto del pacto de compen-
sación de créditos (cuentas, depósitos, etc.), ni con relación a la posibilidad de recla-
mar el pago de la deuda a otros obligados, ya que se trata de pactos que transcienden a 
la garantía hipotecaria y carecen de eficacia real, al prever formas de pago alternativas 
a la ejecución de la hipoteca, por lo que respecto de los mismos debe desestimarse 
el recurso (…)».Lo anteriormente expuesto hace ocioso entrar a analizar el segundo 
argumento de la nota de calificación, no obstante, lo cual conviene recordar que en 
cuanto el ámbito de la calificación registral de las cláusulas de los préstamos hipoteca-
rios viene recogido en el artículo 258.2 de la Ley Hipotecaria según el cual: «El regis-
trador de la propiedad denegará la inscripción de aquellas cláusulas de los contratos 
que sean contrarias a normas imperativas o prohibitivas o hubieran sido declaradas 
nulas por abusivas por sentencia del Tribunal Supremo con valor de jurisprudencia o 
por sentencia firme inscrita en el Registro de Condiciones Generales de la Contrata-
ción»; a lo que debe añadirse el cumplimiento de los requisitos que fueren impuestos 
por la normativa hipotecaria para la inscripción (determinación, etc.).

Resolución de 15-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Pontedeume. 

PROCEDIMIENTO ART. 199 LH: DUDAS SOBRE LA IDENTIDAD DE LA FINCA. 

Si existen dudas sobre la identidad de la finca no cabe la inscripción de la 
base gráfica.
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Como cuestión previa, procede analizar en primer término, la aptitud del co-
rreo electrónico como medio de manifestar la oposición formulada en el curso del 
procedimiento regulado en el artículo 199 de la Ley Hipotecaria por un titular co-
lindante. Conforme al artículo 245 de la Ley Hipotecaria, el procedimiento regis-
tral se iniciará mediante la presentación presencial o telemática en el Registro de 
la correspondiente solicitud, en la que figurará una dirección postal o electrónica 
a efectos de notificaciones y a la que se acompañará el documento que se trate de 
presentar. El artículo 246 de la Ley Hipotecaria hace referencia a la presentación, 
física, telemática o por correo. Pero respecto a la admisión de la presentación de 
documentos por correo, no es admisible la aplicación analógica al correo elec-
trónico. Dicha doctrina es igualmente aplicable a los supuestos de solicitud de 
publicidad formal remitidas por correo electrónico a la cuenta del Registro de la 
Propiedad, pues como señaló la Resolución de 23 de mayo de 2022, este Centro 
Directivo llegó a la conclusión de que es preciso que se utilicen sistemas que extre-
men la seguridad de los servidores depositarios de la información y que impidan 
ceder involuntariamente el uso de la cuenta de correo, provocar una suplantación 
de identidad y el acceso a información confidencial. Y en cuanto al correo electró-
nico, su uso está indicado preferentemente para la notificación de existencia de 
actuaciones en la sede, siendo el facilitado por el interesado en el propio portal, 
con lo cual su designación goza de las mismas garantías de identificación. 

Respecto de los documentos privados electrónicos firmados digitalmente, pro-
cede analizar si pese a no contar con un código seguro de verificación, cumplen 
los requisitos de identidad, veracidad e integridad que posibiliten su presentación 
en el Registro de la Propiedad a los efectos de provocar un asiento registral, en 
los casos en que se admita tal posibilidad o como documentos complementarios a 
los títulos públicos cuando sean exigibles. De conformidad con lo expuesto en la 
resolución de 26 de julio de 2024, la firma electrónica avanzada es un sistema de 
verificación que permite que una persona firme un documento online con plena 
validez legal, quedando constancia del registro de la hora, fecha y medios utiliza-
dos para la firma. Lo fundamental es que el documento electrónico conserve sus 
propiedades en cuanto viaje por la misma vía electrónica sin que sufra alteración 
alguna, de forma que una vez impreso en papel, pierde esas propiedades, pues no 
puede acreditarse la identidad, integridad y autenticidad del mismo, al no poder 
comprobarse que la firma es electrónica reconocida. Pero conservando el docu-
mento electrónico sus propiedades, debe entenderse que el firmante del escrito 
está debidamente identificado.

De lo dicho anteriormente debe concluirse que el correo electrónico, aun no 
siendo cauce idóneo para admitir un escrito de alegaciones de un colindante en 
el curso del procedimiento del artículo 199 de la Ley Hipotecaria, en el presente 
caso, habiéndose comprobado la autenticidad de la firma y la integridad del con-
tenido del documento y teniendo en cuenta que el mismo ha sido aceptado por 
la registradora, y considerando que el objeto del recurso es el acuerdo de dene-
gación o suspensión de un determinado asiento registral pero no si el cauce para 
la presentación de alegaciones es el adecuado, procede, por razones de economía 
procedimental y al objeto de no causar indefensión a los interesados, proseguir 
con la resolución de este expediente.
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Corresponde al registrador valorar la legitimación para intervenir en el pro-
cedimiento, sin que proceda en este trámite exigir los requisitos que correspon-
derían en caso de pretenderse la inscripción de la transmisión de la finca. Por 
ello, el recurso no puede extenderse a esta concreta cuestión, ya que se limita a la 
decisión de suspensión o denegación de la inscripción de la representación gráfica 
(cfr. artículos 199 y 326 de la Ley Hipotecaria).

En el presente caso en que la georreferenciación pretendida no es de apor-
tación obligatoria, sino potestativa, y la registradora ha estimado conveniente la 
tramitación del procedimiento del artículo 199 de la Ley Hipotecaria para lograr 
una tutela efectiva de colindantes y terceros o disipar dudas de identidad o sobre 
posible invasión de fincas inmatriculadas, debe entenderse correcta la actuación 
de la registradora y, en consecuencia, el recurso, en cuanto a este motivo, debe ser 
desestimado.

Tratándose de un expediente del artículo 199 de la Ley Hipotecaria, no es-
tando ante uno de los supuestos de denegación automática de la tramitación del 
mismo, como son la posible invasión de dominio público o la invasión de la geo-
rreferenciación registral de una finca colindante, la cual está protegida por los 
principios hipotecarios, cuando la suspensión se basa en la oposición de uno de 
los colindantes notificados, como dice el artículo 199, el registrador «decidirá mo-
tivadamente según su prudente criterio, sin que la mera oposición de quien no 
haya acreditado ser titular registral de la finca o de cualquiera de las registrales 
colindantes determine necesariamente la denegación de la inscripción». El regis-
trador debe calificar en todo caso la existencia o no de dudas en la identidad de la 
finca, que pueden referirse a que la representación gráfica de la finca coincida en 
todo o parte con otra base gráfica inscrita o con el dominio público, a la posible 
invasión de fincas colindantes inmatriculadas o a que se encubriese un negocio 
traslativo u operaciones de modificación de entidad hipotecaria (cfr. artículos 9, 
199 y 201 de la Ley Hipotecaria). El juicio de identidad de la finca por parte del 
registrador debe estar motivado y fundado en criterios objetivos y razonados, sin 
que basten expresiones genéricas o remitirse a la mera oposición no documentada 
de un colindante.

En el supuesto de hecho objeto de este expediente, las dudas de la registrado-
ra manifestadas en su nota de calificación, deben entenderse justificadas, pese a 
no contar con un informe técnico o plano georreferenciado que las respalde, cuya 
conveniencia ha sido puesta de manifiesto por esta Dirección General en Resolu-
ciones de 30 de enero y 5 de junio de 2019 y 23 de febrero de 2023, entre otras.

El reflejo en éste de las alteraciones en la descripción de la finca sólo podrá 
lograrse por los medios previstos en la legislación hipotecaria. Y en esta no hay 
precepto alguno que prevea que la georreferenciación catastral resultante de algu-
no de los procedimientos de incorporación catastral haya de ser vinculante o de 
obligada inscripción para el Registro de la Propiedad. 

Es necesario poner de relieve que conforme al artículo 19 bis de la Ley Hipo-
tecaria, lo que debe hacer el registrador es notificar el defecto por él apreciado, 
a la vista de lo cual el presentante o el interesado podrán solicitar la inscripción 
parcial del documento, sin perjuicio de su derecho a recurrir en cuanto a lo no 
inscrito. En esta misma línea, y acorde con el principio registral de rogación, el ar-
tículo 19 bis de la Ley Hipotecaria prevé la solicitud del interesado cuando se trate 
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de inscripción parcial; sin embargo, esta Dirección General ya ha tenido ocasión 
de pronunciarse sobre este particular. Y esto es lo que ocurre precisamente en el 
supuesto de hecho objeto de este expediente, pues la cancelación del referido pac-
to obligacional en nada condiciona o modaliza la calificación que deba merecer la 
solicitud de inscripción de la representación gráfica georreferenciada catastral. En 
consecuencia, debe estimarse el recurso en este punto.

Resolución de 15-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Vigo, número 6. 

PROCEDIMIENTO ART. 199 LH: DUDAS SOBRE LA IDENTIDAD DE LA FINCA. 

Si existen dudas sobre la identidad de la finca no cabe la inscripción de la 
base gráfica.

Tratándose de un expediente del artículo 199 de la Ley Hipotecaria, no es-
tando ante uno de los supuestos de denegación automática de la tramitación del 
mismo, como son la posible invasión de dominio público o la invasión de la geo-
rreferenciación registral de una finca colindante, la cual está protegida por los 
principios hipotecarios, cuando la suspensión se basa en la oposición de uno de 
los colindantes notificados, como dice el artículo 199 de la Ley Hipotecaria, el 
registrador «decidirá motivadamente según su prudente criterio, sin que la mera 
oposición de quien no haya acreditado ser titular registral de la finca o de cual-
quiera de las registrales colindantes determine necesariamente la denegación de 
la inscripción». El registrador debe calificar en todo caso la existencia o no de du-
das en la identidad de la finca, que pueden referirse a que la representación gráfica 
de la finca coincida en todo o parte con otra base gráfica inscrita o con el dominio 
público, a la posible invasión de fincas colindantes inmatriculadas o a que se encu-
briese un negocio traslativo u operaciones de modificación de entidad hipotecaria 
(cfr. artículos 9, 199 y 201 de la Ley Hipotecaria). El juicio de identidad de la finca 
por parte del registrador debe estar motivado y fundado en criterios objetivos y 
razonados, sin que basten expresiones genéricas o remitirse a la mera oposición 
no documentada de un colindante.

En el supuesto de hecho objeto de este expediente, las dudas de la registrado-
ra manifestadas en su nota de calificación, deben entenderse justificadas, habida 
cuenta la oposición formulada, la cual, además, se encuentra respaldado por un 
informe de técnico que recoge las coordenadas de ubicación geográfica de la fin-
ca del colindante, resultando de la superposición entre éstas y la representación 
gráfica catastral cuya inscripción se solicita, la existencia de un solape. En el caso 
planteado, resulta evidente la existencia de una controversia latente respecto de 
la línea de separación entre dos fincas colindantes, que por pequeña que sea, pro-
voca la oposición del colindante, sin que puede calificarse de temeraria la califi-
cación registral negativa que se apoya en el artículo 199 de la Ley Hipotecaria: 
notificación a colindantes y valoración de la oposición planteada por uno de estos, 
como declararon las Resoluciones de 3 de julio de 2023 y 24 de febrero de 2025.
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El reflejo en éste de las alteraciones en la descripción de la finca sólo podrá 
lograrse por los medios previstos en la legislación hipotecaria. Y en esta no hay 
precepto alguno que prevea que la georreferenciación catastral resultante de algu-
no de los procedimientos de incorporación catastral haya de ser vinculante o de 
obligada inscripción para el Registro de la Propiedad.

Resolución de 15-7-2025
BOE 6-8-2025
Registro de la Propiedad de Eivissa, número 4. 

PROCEDIMIENTO DE EJECUCIÓN DE HIPOTECA: NOTIFICACIÓN A ACRRE-
DORES POSTERIORES. 

La calificación registral del decreto de adjudicación y del mandamiento de 
cancelación en los procedimientos de ejecución directa de bienes hipotecados ha 
de comprobar que el letrado de Administración de Justicia indique que se han rea-
lizado las oportunas notificaciones a los titulares de derechos inscritos y anotados 
con posterioridad a la hipoteca ejecutada.

Es indudable que la calificación registral del decreto de adjudicación y del 
mandamiento de cancelación en los procedimientos de ejecución directa de bie-
nes hipotecados ha de comprobar que el letrado de Administración de Justicia in-
dique que se han realizado las oportunas notificaciones a los titulares de derechos 
inscritos y anotados con posterioridad a la hipoteca ejecutada. Tiene razón, no 
obstante, el recurrente cuando exige que en la calificación se introduzca la mati-
zación relativa a las cargas que han ingresado en el Registro con posterioridad a 
la nota marginal de expedición de la certificación de cargas.

Por tanto, parece adecuado confirmar la exigencia realizada por el registra-
dor respecto a la necesidad de que el testimonio del decreto y el mandamiento 
de cancelación expresen que se han realizado las preceptivas notificaciones a los 
titulares de derechos inscritos o anotados con posterioridad a la hipoteca (notifi-
caciones previstas en el artículo 689 de la Ley de Enjuiciamiento Civil). De hecho, 
según acredita el registrador en su informe, en este caso existe una anotación 
vigente que se practicó después de inscrita la hipoteca, pero antes de expedir la 
certificación y practicar la nota marginal.

Resolución de 15-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Navahermosa. 

PROCEDIMIENTO ART. 199 LH: DUDAS SOBRE LA IDENTIDAD DE LA FINCA. 

Solo si existen dudas sobre la identidad de la finca no cabe la inscripción de 
la base gráfica.

Tratándose de un expediente del artículo 199 de la Ley Hipotecaria, no es-
tando ante uno de los supuestos de denegación automática de la tramitación del 
mismo, como son la posible invasión de dominio público o la invasión de la geo-
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rreferenciación registral de una finca colindante, la cual está protegida por los 
principios hipotecarios, cuando la suspensión se basa en la oposición de uno de 
los colindantes notificados, como dice el artículo 199 de la Ley Hipotecaria, el 
registrador «decidirá motivadamente según su prudente criterio, sin que la mera 
oposición de quien no haya acreditado ser titular registral de la finca o de cual-
quiera de las registrales colindantes determine necesariamente la denegación de 
la inscripción». El registrador debe calificar en todo caso la existencia o no de du-
das en la identidad de la finca, que pueden referirse a que la representación gráfica 
de la finca coincida en todo o parte con otra base gráfica inscrita o con el dominio 
público, a la posible invasión de fincas colindantes inmatriculadas o a que se encu-
briese un negocio traslativo u operaciones de modificación de entidad hipotecaria 
(cfr. artículos 9, 199 y 201 de la Ley Hipotecaria). El juicio de identidad de la finca 
por parte del registrador debe estar motivado y fundado en criterios objetivos y 
razonados, sin que basten expresiones genéricas o remitirse a la mera oposición 
no documentada de un colindante.

Cuando en el curso del procedimiento regulado en el artículo 199 de la Ley 
Hipotecaria se formulan alegaciones por parte de un colindante, el registrador 
podrá requerirle para que aporte la justificación gráfica que concrete cuál es la 
georreferenciación (incluso no inscrita) que invoca para su finca a fin de que se 
pueda conocer cuál es el área geográfica concreta afectada por el supuesto solape 
o invasión. Esta justificación gráfica aportada deberá ser objeto de traslado al 
promotor de la georreferenciación de finca inmatriculada, pues de lo contrario 
le dejaría en indefensión, al impedirle contraargumentar con detalle gráfico o so-
licitar la inscripción parcial «recortada» en la medida necesaria para no invadir 
la georreferenciación que, aun no constando inscrita, se invoque para la finca ya 
inmatriculada.

En el supuesto de hecho objeto de este expediente, las alegaciones se limitan 
a señalar que la inscripción solicitada supondría una invasión de las fincas de los 
alegantes, sin aportar principio de prueba alguna que sirva de apoyo a su opo-
sición. Es más, en alguno de los escritos de oposición, la única documentación 
aportada consiste, precisamente, en la propia cartografía catastral, la cual, como 
es lógico, no puede verse alterada por la pretensión de inscripción de otra repre-
sentación gráfica catastral.

Resolución de 15-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Santa Cruz de la Palma. 

OBRA NUEVA POR ANTIGÜEDAD: SEGURO DECENAL. 

El hecho de que una única vivienda familiar pertenezca en copropiedad a 
varias personas distintas no impide que puedan ser considerados como autopro-
motores individuales a estos efectos.

En la escritura presentada, el notario recoge la manifestación de los compare-
cientes de que la descripción de las edificaciones existentes no es correcta y que es 
por ello que proceden a rectificarla mediante la correspondiente declaración for-
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mal de obra, que se hace conforme el artículo 28.4 del texto refundido de la Ley de 
Suelo, al amparo de un certificado técnico que recoge la «antigüedad» de dichas 
construcciones desde como mínimo 2020. Se cumplen además todos los requisitos 
que la ley exige para la declaración formal de una obra por antigüedad, sin que sea 
necesaria una licencia de derribo como tampoco lo es la licencia de obras en este 
caso, por lo que este defecto no puede ser mantenido.

La Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y 
del Orden Social, dio nueva redacción a la disposición adicional segunda de la Ley 
de Ordenación de la Edificación, añadiendo un nuevo párrafo a su número uno, 
para incorporar una excepción a la regla general de la obligatoriedad del seguro de 
caución antes referido, en «el supuesto del autopromotor individual de una única 
vivienda unifamiliar para uso propio». Como contra excepción se añade a conti-
nuación que, sin embargo, en el caso de producirse la transmisión «inter vivos» 
dentro del plazo de diez años «el autopromotor, salvo pacto en contrario, quedará 
obligado a la contratación de la garantía a que se refiere el apartado anterior por 
el tiempo que reste para completar los diez años. A estos efectos, no se autorizarán 
ni inscribirán en el Registro de la Propiedad escrituras públicas de transmisión 
«inter vivos» sin que se acredite y testimonie la constitución de la referida garan-
tía, salvo que el autopromotor, que deberá acreditar haber utilizado la vivienda, 
fuese expresamente exonerado por el adquirente de la constitución de la misma». 
Debe recordarse, sucintamente, que es doctrina reiterada de esta Dirección Gene-
ral que el concepto de autopromotor individual no debe ser objeto de interpreta-
ciones rigoristas o restrictivas, sino que ha de interpretarse de forma amplia.

En suma, el concepto de autopromotor individual ha de interpretarse en con-
traposición al promotor colectivo que contempla la propia ley. Por ello, la Resolu-
ción de este mismo Centro Directivo de 16 de mayo de 2014 llegó a la conclusión 
de que el hecho de que una única vivienda familiar pertenezca en copropiedad a 
varias personas distintas no impide que puedan ser considerados como autopro-
motores individuales a estos efectos atendiendo a la finalidad de la norma. En el 
supuesto de hecho a que se refiere este recurso, resulta aplicable esta interpreta-
ción amplia del concepto de autopromotor para uso propio.

Resolución de 15-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Eivissa, número 4. 

INMATRICULACIÓN POR TÍTULO PÚBLICO: DUDAS SOBRE IDENTIDAD DE 
LA FINCA. 

Se reitera la posibilidad de usar una georreferenciación alternativa en la in-
matriculación ex art. 205 LH.

Esta Dirección General debe reiterar su doctrina en cuanto a la posibilidad 
de tramitar un expediente del artículo 199 de la Ley Hipotecaria simultáneamente 
a la inmatriculación de una finca por la vía del artículo 205 de la ley Hipotecaria 
para que el registrador pueda disipar las dudas en la identidad de la finca. De igual 
modo, debe volver a reiterarse la doctrina sobre la admisión de la utilización de 
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la georreferenciación alternativa en la inmatriculación de una finca, cuando la 
georreferenciación catastral adolece de cualquier tipo de inconsistencia técnica 
que no debe obstaculizar el tráfico jurídico de la finca.

Conforme a las anteriores consideraciones el presente recurso no puede ser 
estimado. En primer lugar, porque ese doble formato GML no fue aportado en el 
momento de emitirse la calificación registral recurrida, sino en un momento pos-
terior, al interponerse el recurso. Y, en segundo lugar, aunque el registrador no lo 
indique expresamente en su nota de calificación, por la falta coherencia interna en 
el título inmatriculador en cuanto a la descripción de la finca, que afirma que tiene 
una superficie de 129 metros cuadrados cuando la que resulta del propio archivo 
GML con la corrección del desplazamiento es de 126 metros cuadrados, que son 
los que debieran comprenderse en el título y, con la correspondiente declaración 
de voluntad de las parte, solicitar su acceso tabular.

Resolución de 15-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de El Puerto de Santa María, número 1. 

PROPIEDAD HORIZONTAL: DIVISIÓN DE PISOS O LOCALES. 

Se aclara la aplicación coordinada de los arts. 28.4 y 26 de la Ley del Suelo.
Con carácter previo, como ha señalado la doctrina de este Centro Directivo y 

resulta de los artículos 324 y siguientes de la Ley Hipotecaria, el objeto del recurso 
se ciñe exclusivamente a la revisión de los defectos que el registrador ha expresado 
en su nota de calificación. No entran dentro de su ámbito otras pretensiones como 
pueden ser la de subsanar defectos mediante la aportación de documentos com-
plementarios, ni la de valorar la posible nulidad de inscripciones ya practicadas.

De igual forma, este Centro Directivo se ha pronunciado en numerosas oca-
siones en el sentido de que el momento procedimental, único e idóneo, en el que el 
registrador ha de exponer todas y cada una de las razones que motivan su decisión 
de denegar la práctica del asiento solicitado es el de la calificación (artículo 19 bis 
de la Ley Hipotecaria) sin que, por consiguiente, hayan de ser tenidas en cuenta 
las que pueda introducir en su informe, toda vez que, si el registrador retrasa la 
exposición de sus argumentos a dicho informe, el interesado o legitimado para re-
currir se ve privado de su derecho, pues desconocerá la razón última de la decisión 
recurrida y no podrá exponer adecuadamente al órgano competente para conocer 
de su recurso sus argumentos.

Registralmente no puede admitirse que la superficie de un elemento privativo 
se exprese mediante el dato de «su superficie con inclusión de elementos comu-
nes», por constituir conceptualmente un contrasentido con el concepto de ele-
mento privativo (artículos 3 y 5 de la Ley sobre propiedad horizontal). Incluso 
cuando se inscriba la superficie privativa, que es la determinante, debería dene-
garse cualquier mención registral, aunque fuera accesoria o complementaria, a 
superficie alguna en elementos comunes que se impute a ese elemento, pues la 
cuota que un elemento privativo ostenta en los elementos comunes no significa 
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nunca una superficie concreta, sino un módulo ideal determinante de la participa-
ción del comunero en los beneficios y cargas de la comunidad.

Esta Dirección General en su Resolución de 17 de octubre de 2014 reconoció 
la analogía en la admisión de la vía de la prescripción acreditada para inscribir 
no sólo edificaciones, sino también divisiones o segregaciones antiguas, aplicable 
también en cuanto a las cautelas y actuaciones que de oficio ha de tomar el regis-
trador, con carácter previo y posterior a la práctica del asiento. Ciertamente, se 
trata de una doctrina que permite compatibilizar, por un lado, el reconocimien-
to de los derechos adquiridos válidamente por los propietarios y, en principio, 
consolidados desde un punto de vista urbanístico —vid. el Preámbulo del Real 
Decreto-ley 8/2011, de 1 de julio, sobre el fundamento de la reforma del artículo 
20 de la anterior Ley de suelo—, con la función preventiva que desempeñan tanto 
notarios como registradores en el control de legalidad urbanística de los actos de 
parcelación. Tal labor preventiva se concreta, como se ha expuesto anteriormente, 
en la acreditación del título administrativo habilitante previsto en la respectiva 
legislación aplicable para la división o segregación documentada en la escritura, 
título que será ordinariamente la licencia de parcelación, pero también aquel por 
el que, sin denegarla, el órgano administrativo competente declare la improce-
dencia de conceder licencia al acto de segregación por haberse formalizado con 
anterioridad a la normativa vigente y haber transcurrido los plazos de restableci-
miento de la legalidad.

Para inscribir escrituras públicas de división o segregación de fincas es pre-
ciso acreditar a los efectos del artículo 26 de la Ley estatal de Suelo —norma 
registral temporalmente aplicable— la oportuna licencia o declaración de innece-
sariedad o, para el supuesto de parcelaciones de antigüedad acreditada fehacien-
temente, podrá estimarse suficiente, como título administrativo habilitante de la 
inscripción, la declaración administrativa municipal del transcurso de los plazos 
de restablecimiento de legalidad o su situación de fuera de ordenación o similar, 
conforme a la respectiva normativa de aplicación, por lo que así debe entenderse 
la aplicación analógica matizada del artículo 28.4 de la Ley de Suelo.

Debe concluirse que únicamente será preceptivo acreditar el oportuno título 
habilitante urbanístico para actos de división o segregación de fincas, incluida la 
división horizontal, cuando exista un incremento de sus elementos susceptibles de 
aprovechamiento independiente respecto a los que, en su caso, consten declarados 
en la correspondiente inscripción de obra nueva, ya se haya practicado ésta con la 
oportuna licencia, ya se practique al amparo del artículo 28.4 antes citado.

En resumen, según el esquema expuesto sobre la aplicación del artículo 28.4 
de la Ley de Suelo, en relación con el artículo 26: — cabe aplicar el citado artículo 
(con prueba basada en certificado técnico, catastral, municipal o acta notarial) 
para inscribir la declaración de la existencia de un edificio, su ampliación o com-
pletar su descripción (en caso de descripción antigua o genérica), con las corres-
pondientes viviendas o locales que lo integren debidamente descritos. – cabe tam-
bién la división horizontal, por antigüedad, de las viviendas o locales descritos en 
el edificio declarado por la vía del citado artículo 28.4. El fundamento legal se en-
cuentra en el propio artículo 26.6 de la Ley de Suelo, en la medida que el número 
y características de los elementos privativos resultantes resulten de la declaración 
de obra nueva inscrita al amparo del artículo 28.4.
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Resolución de 16-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Mérida, número 1. 

TRANSACCIÓN HOMOLOGADA JUDICALMENTE.

Se reitera la doctrina de la Dirección General sobre la necesidad de elevar a 
escritura la transacción homologada por un auto judicial.

El demandante no adquiere directamente del titular registral —Consejería de 
Infraestructuras, Transporte y Vivienda de la Junta de Extremadura— sino, por lo 
que se entiende (ya que no se aporta al expediente el convenio regulador homo-
logado), del excónyuge de doña M. G. R., como consecuencia de una liquidación 
en convenio regulador homologado judicialmente, sin que en el procedimiento 
judicial conste que haya sido demandada la citada doña M. G. R., ni consta que 
se le haya notificado la demanda al titular intermedio —el citado excónyuge de la 
misma— para evitar su indefensión conforme al principio de tutela judicial efecti-
va consagrada por el artículo 24 de la Constitución Española. En definitiva, hay un 
titular registral demandado, y un demandante que no corresponde con la que se 
pretende sea adjudicataria de la finca, siendo que en el título judicial presentado 
no aparece la causa de la adquisición de la que se pretende sea adjudicataria —ya 
que no consta el convenio regulador en el título ni en el expediente—; por otra 
parte, no consta que haya sido citado al procedimiento el otro sujeto otorgante 
del convenio regulador de divorcio. Todo esto ha de ser aclarado, por lo que debe 
confirmarse el defecto señalado.

El auto judicial que acuerda la homologación de la transacción extrajudicial 
(forma de terminación del proceso, no se olvide) derivada de un procedimiento or-
dinario, no es un documento privado; ahora bien, la homologación judicial no al-
tera el objeto, contenido y forma del acuerdo entre las partes, y —reiteramos— no 
tiene otro alcance que poner fin al procedimiento judicial existente. Precisamente, 
porque el juez ve finalizada su labor y no entra a valorar las pruebas ni a conocer 
de las pretensiones de las partes; tampoco contiene una declaración judicial sobre 
las mismas, y menos aún supone una resolución por la que se declare, modifique, 
constituya o extinga una relación jurídica determinada. Fuera de los supuestos en 
que hubiese habido oposición entre las partes y verdadera controversia, el acuerdo 
de los interesados que pone fin al procedimiento de división de un patrimonio no 
pierde su carácter de documento privado, que en atención al principio de titula-
ción formal previsto en el artículo 3 de la Ley Hipotecaria, exige el previo otorga-
miento de escritura pública notarial a los efectos de permitir su acceso al Registro 
de la Propiedad.

Resolución de 16-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Gandía, número 4. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

No cabe la concesión del NRUA si existe cláusula estatutaria que lo prohíbe.
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Para resolver el presente recurso debemos partir del obstáculo puesto de ma-
nifiesto en la calificación, esto es, el artículo 7, apartado d), de los estatutos comu-
nitarios que dispone: «los propietarios quedan especialmente obligados a destinar 
los apartamentos, única y exclusivamente, a vivienda, dada la finalidad esencial-
mente recreativa y de descanso a que está destinado el complejo residencia (…) 
y sus elementos comunes: por ende, no se podrán instalar en los apartamentos, 
industrias, comercios, oficinas, ni en suma, ejercer ninguna actividad o profesión, 
tanto su titular como cualquier ocupante no propietario». 

Es también criterio general que la interpretación de las limitaciones debe ser 
siempre de carácter restrictiva, algo igualmente predicable respecto del derecho 
de propiedad. En las precitadas Sentencias —en suma—, se consideró que las 
respectivas normas estatutarias prohibían el destino turístico de los distintos pi-
sos del edificio, al valorarse que la explotación de aquella actividad económica 
colisionaba con las disposiciones de tal clase por las que se regía la comunidad 
vecinal; lo que se argumentó debidamente en cada una de ellas para llegar a dicha 
conclusión.

Los recurrentes también alegan que ningún artículo de los estatutos prohíbe 
expresamente el alquiler turístico; y que asimismo ha de quedar amparado por la 
fe pública registral derivada del artículo 34 de la Ley Hipotecaria, por cuanto los 
citados estatutos, tal y como consta en el Registro y se recoge por la registradora 
en la calificación, fueron inscritos en el Registro en fecha 3 de julio de 2008. Razón 
(esta última fecha) por la que los recurrentes desconocían tal supuesta limitación; 
tanto al tiempo de adquisición del inmueble (27 de diciembre de 1985), como 
cuando se solicitó licencia de actividad para alquiler de corta duración para dicho 
inmueble (en fecha 10 de marzo de 1994). Pero lo alegado por los recurrentes, 
respecto del artículo 34 de la Ley Hipotecaria, para nada tiene que ver con el caso 
que analizamos, pues su propio relato de fechas pone de relieve que al adoptarse 
el acuerdo unitario ya era integrante de la comunidad. Parte y no tercero, por 
consiguiente.

Resolución de 16-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Barbate. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

No cabe la concesión del NRUA si existe cláusula estatutaria que lo prohíbe.
Según consta en el artículo 15 de los estatutos de la propiedad horizontal de 

la finca matriz, registral 14.807 de Barbate “las viviendas se destinarán al fin de 
hogar familiar para el que han sido construidas, prohibiéndose a todo propieta-
rio, dedicarla o cederla total o parcialmente a usos comerciales o mercantiles”, 
tal y como consta en la inscripción 4.ª de dicha finca, de fecha uno de agosto de 
dos mil. Cierto es que, en este caso, la prohibición contenida en los estatutos de 
la comunidad no alude literalmente a las viviendas de uso turístico; razón por la 
cual, para delimitar (respecto de la cuestión suscitada) el concepto y el alcance de 
la norma estatutaria alegada en la calificación, hemos de acudir tanto a decisiones 
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jurisprudenciales que puedan ser aplicables al caso, como a la normativa sectorial 
en la materia (creciente, en intensidad y extensión).

En resumen, pues, la posibilidad de asignación de número de número de re-
gistro de alquiler de corta duración, que establece la sujeción a su obtención a lo 
dispuesto en el citado Real Decreto 1312/2024, de 23 de diciembre, impone, para 
su obtención, que no resulte del Registro de la Propiedad o del de Bienes Muebles 
la existencia de resolución obstativa alguna; incluyendo, en su caso, la autoriza-
ción, prohibición o limitación para tal uso conforme a la Ley 49/1960, de 21 de 
julio, sobre propiedad horizontal, causa impeditiva que sí concurre en el presente 
caso.

Resolución de 16-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 2. 

PATRIA POTESTAD: CONFLICTO DE INTERESES. 

Para exceptuar el régimen general es imprescindible que entre representante 
y representado exista oposición de intereses, es decir un conflicto real de intereses 
que viene definido por la existencia de una situación de ventaja de los intereses del 
representante sobre los del representado.

En el procedimiento al que se refiere este recurso la registradora, al analizar 
si la documentación presentada para subsanar los defectos observados en su ca-
lificación es suficiente, ha emitido una nueva nota negativa en la que reproduce 
en su inciso final el conjunto de recursos que puede interponer el interesado así 
como el plazo para ello por lo que ha dado pie a un nuevo cómputo del plazo de 
un mes que no permite ahora apreciar la concurrencia de causa de inadmisión 
por extemporaneidad (vid., por todas, las Resoluciones de 8 de octubre de 2012 y 
19 de junio de 2017).

Cuando la calificación del registrador sea desfavorable es exigible, conforme a 
los principios básicos de todo procedimiento y a la normativa vigente, que al con-
signarse los defectos que, a su juicio, se oponen a la inscripción pretendida, aque-
lla exprese también una motivación suficiente de los mismos, con el desarrollo 
necesario para que el interesado pueda conocer con claridad los defectos aducidos 
y con suficiencia los fundamentos jurídicos en los que se basa dicha calificación. 

Los padres, como representantes legales de sus hijos y administradores de 
sus bienes, pueden, sin autorización judicial, realizar actos de aplicación de di-
nero o capitales de los sometidos a su patria potestad en la adquisición de bienes 
inmuebles (cfr. artículo 154, párrafo segundo, número 2, del Código Civil), aun 
cuando éstos se hallen gravados, se someta a determinada condición o limitación 
el ingreso del bien en el patrimonio del menos, o se constituya el gravamen simul-
táneamente para garantizar el precio aplazado de la adquisición. Desde el punto 
de vista del patrimonio a que afectan esos negocios, se ha entendido que sólo es 
posible la exclusión de la normativa protectora cuando el gravamen que se incar-
dina en el negocio complejo no constituye un acto independiente que comprometa 
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o arriesgue los patrimonios preexistentes de los menores, incapacitados o perso-
nas especialmente protegidas.

También debe ser revocado el segundo de los defectos expresados por la regis-
tradora en su calificación, relativo a la existencia de conflicto de intereses. En pri-
mer lugar, tiene razón el recurrente al afirmar que, de existir conflicto de intereses 
(circunstancia que niega), no sería necesaria la autorización judicial (vid. artículo 
1060 del Código Civil) sino el nombramiento de defensor judicial. De este modo, 
para exceptuar el régimen general es imprescindible que entre representante y 
representado exista oposición de intereses, es decir un conflicto real de intereses 
que viene definido por la existencia de una situación de ventaja de los intereses del 
representante sobre los del representado.

Concretamente, en cuanto interesa en este expediente, se ha entendido que 
no existe conflicto de intereses en casos —análogos al ahora analizado— de adju-
dicación pro indiviso de bienes de la herencia realizada por la viuda en su favor y 
en representación de sus hijos menores de edad si había estado casada en régimen 
de separación de bienes (vid. Resolución de 27 de enero de 1987); o cuando uno 
de los herederos interviene en su propio nombre y además como tutor de otro y se 
adjudica en nuda propiedad una cuota parte indivisa del único bien inventariado 
a los herederos (vid. Resolución de 14 de septiembre de 2004). En el presente caso, 
habida cuenta del régimen de separación de bienes que existía entre los cónyuges 
y las adjudicaciones realizadas, no puede confirmarse la objeción opuesta por la 
registradora.

Resolución de 16-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Algete. 

ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: CADUCIDAD. 

Se confirma la doctrina tradicional de la SG sobre la caducidad de las anota-
ciones, de acuerdo con lo señalado por el TS.

De lo establecido en el art. 86 LH se extrae la conclusión de que las anotacio-
nes preventivas tienen una vigencia determinada y su caducidad opera «ipso iure» 
una vez agotado el plazo de cuatro años, hayan sido canceladas o no, si no han 
sido prorrogadas previamente, careciendo desde entonces de todo efecto jurídico, 
entre ellos la posición de prioridad que las mismas conceden a su titular, y que 
permite la inscripción de un bien con cancelación de cargas posteriores a favor 
del adjudicatario, que ha adquirido en el procedimiento del que deriva la anota-
ción, de modo que los asientos posteriores mejoran su rango en cuanto dejan de 
estar sujetos a la limitación que para ellos implicaba aquel asiento y no podrán 
ser cancelados en virtud del mandamiento prevenido en el artículo 175.2.ª del 
Reglamento Hipotecario, si al tiempo de presentarse aquél en el Registro, se había 
operado ya la caducidad.

El Tribunal Supremo —acogiendo alguna de las preocupaciones manifestadas 
en la doctrina de este Centro Directivo— en su Sentencia número 237/2021, de 4 
de mayo, ha matizado su doctrina contenida en la Sentencia número 427/2017, 
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de 7 de julio, en cuanto que la emisión de la certificación de cargas y la extensión 
de la nota marginal más que «causar estado» definitivo, constituyen una prórroga 
temporal, de cuatro años, a la anotación preventiva de embargo, de forma que 
durante este periodo podrá hacerse valer el efecto de cancelación de cargas poste-
riores del eventual decreto de adjudicación dictado en esa ejecución. 

En el presente caso, dado que la anotación se practicó el día 18 de noviem-
bre de 2019, teniendo en cuenta los efectos la normativa Covid, la caducidad se 
hubiera producido 88 días después del 18 de noviembre de 2023. Sin embargo, 
considerando que el día 15 de julio de 2020 se practicó la nota marginal de ex-
pedición de certificación, el plazo de cuatro años previsto en el artículo 86 de la 
Ley Hipotecaria, conforme a la doctrina resultante de la Sentencia del Tribunal 
Supremo de 4 de mayo de 2021, debe contarse desde esa fecha, produciéndose la 
caducidad el día 15 de julio de 2024. Y el decreto de adjudicación y el mandamien-
to de cancelación se presentaron en el Registro después de esa fecha, en concreto, 
el día 20 de marzo de 2025.

Resolución de 16-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Málaga, número 12. 

SENTENCIA JUDICIAL DICTADA EN REBELDÍA: FIRMEZA. 

Se confirma la doctrina relativa a las sentencias dictadas en rebeldía.
En primer lugar, y con carácter previo, debe nuevamente este Centro Direc-

tivo advertir que, conforme al artículo 326, párrafo primero, de la Ley Hipoteca-
ria, el recurso debe recaer exclusivamente sobre las cuestiones que se relacionen 
directa e inmediatamente con la calificación del registrador, rechazándose cual-
quier otra pretensión basada en otros motivos o en documentos no presentados 
en tiempo y forma.

El respeto a la función jurisdiccional, que corresponde en exclusiva a los jue-
ces y tribunales, impone a todas las autoridades y funcionarios públicos, incluidos 
por ende los registradores de la propiedad, la obligación de cumplir las resolu-
ciones judiciales. Pero no es menos cierto que el registrador tiene, sobre tales 
resoluciones, la obligación de calificar determinados extremos, entre los cuales no 
está el fondo de la resolución, pero sí el de examinar si en el procedimiento han 
sido emplazados aquellos a quienes el Registro concede algún derecho que podría 
ser afectado por la sentencia, con objeto de evitar su indefensión, proscrita por el 
artículo 24 de la Constitución Española y su corolario registral del artículo 20 de 
la Ley Hipotecaria.

Los asientos del Registro están bajo la salvaguardia de los tribunales (ar-
tículo 1 de la Ley Hipotecaria) y cualquier modificación exige consentimiento 
del titular registral o resolución judicial firme en procedimiento seguido contra 
todos aquellos a quien el asiento registral conceda algún derecho (cfr. artículos 
38, 40 y 82 de la Ley Hipotecaria). En este sentido, el cónyuge que aparece 
como cotitular registral por haber adquirido con carácter ganancial, tiene de-
rechos sobre la finca que quedan amparados por los principios de legitimación 



230� Rev. Crítica de Derecho Inmobiliario,  N.º 813 págs. 197 a 296 Año 2026

Resumen de Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública

registral y tracto sucesivo. Todos los actos que afecten a la titularidad sobre la 
finca requieran su consentimiento (artículos 1377 del Código Civil y 93.2 del 
Reglamento Hipotecario).

En la sentencia presentada a inscripción, nada consta sobre el transcurso de 
los plazos para el ejercicio de la acción de rescisión a que se refieren los artícu-
los 501 y 502 de la Ley de Enjuiciamiento Civil ni sobre la forma ni efectividad 
de las notificaciones a partir de las cuales se cuentan dichos plazos, constando 
exclusivamente en su antecedente de hecho segundo que, admitida a trámite la 
demanda, se dio traslado de la misma a la parte demandada para que compare-
ciera y contestara, no verificándolo en el plazo de veinte días al efecto concedido, 
por lo que fue declarada en rebeldía. Debe recordarse la doctrina emanada de este 
Centro Directivo respecto de la falta de competencia del registrador para apreciar 
la posible concurrencia de la mencionada fuerza mayor y por tanto para la fijación 
del plazo para el ejercicio de la acción de rescisión, cuestión que deberá ser apre-
ciada por el letrado de la Administración de Justicia, correspondiendo por tanto 
al propio Juzgado la determinación del transcurso o no del oportuno plazo de la 
acción de rescisión.

Resolución de 16-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Sevilla, número 6. 

ANOTACIÓN PREVENTIVA DE EMBARGO: CADUCIDAD. 

En relación al cómputo de las anotaciones de embargo, el plazo de vigencia 
y la posibilidad de ser prorrogadas, se extienden hasta las 24:00:00 horas del día 
del vencimiento.

En la presentación telemática, lo relevante a efectos sustantivos es la fecha de 
entrada en el Registro, de ahí la determinación del sellado temporal. Lógicamente, 
al tratarse de documentos presentados fuera de horas de oficina, no cabe practi-
car en el momento el asiento de presentación por lo que este se practicará al día 
siguiente, por el orden y con los efectos sustantivos del sellado temporal determi-
nado en el libro de entrada. Aunque los plazos de calificación y despacho correrán 
a partir del momento del asiento de presentación, los efectos sustantivos en su 
caso, ya se habrán producido. La presentación telemática tiene así unas reglas de 
ingreso distintas de las de la presentación en papel u otros sistemas. 

En definitiva, en relación al cómputo de las anotaciones de embargo, el plazo 
de vigencia y la posibilidad de ser prorrogadas, se extienden hasta las 24:00:00 
horas del día del vencimiento. En el caso que nos ocupa, habiendo entrado el 
mandamiento de prórroga en el Registro, como resulta del Libro de Entrada, an-
tes de las 24 horas del día final de vencimiento, procede practicar la prórroga del 
asiento de anotación preventiva de embargo, aunque el mandamiento se asiente 
en el Libro Diario al día siguiente, según la fecha de entrada telemática, y aunque 
los plazos de calificación y despacho empiecen a correr desde entonces, esto es, 
desde el asiento de presentación.
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Resolución de 16-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Vélez-Málaga, número 1. 

SEGREGACIÓN: UNIDADES MÍNIMAS DE CULTIVO. 

El control sobre la concurrencia de alguna de las excepciones en materia de 
unidades mínimas de cultivo corresponde a la comunidad autónoma.

En el ámbito de la legislación andaluza, se regula un procedimiento específico 
para la obtención de la declaración de asimilado a fuera de ordenación, regulando 
el contenido y efectos de una particular situación urbanística reconocida en la 
práctica y jurisprudencia administrativa. Dicha situación urbanística tiene tam-
bién un específico tratamiento registral en la legislación estatal, en particular en 
el vigente artículo 28.4 de la Ley de Suelo. Sin embargo, como reconoce expresa-
mente la norma autonómica, en el caso de parcelaciones urbanísticas en cualquier 
clase de suelo, el asimilado a fuera de ordenación también puede extender sus 
efectos sobre la parcela en la que se ubica la edificación, posibilitando la autoriza-
ción e inscripción de escrituras de división o segregación de fincas amparadas en 
dicha declaración, siempre y cuando la parcela a la que se refiera conste debida-
mente identificada, siendo equiparable en tal caso a la «acreditación documental 
de la conformidad, aprobación o autorización administrativa» impuesta por el 
artículo 26.2 de la Ley de Suelo estatal para posibilitar su inscripción en el Regis-
tro de la Propiedad.

Como ha señalado esta Dirección General —cfr. Resolución de 10 de enero de 
2023—, desde el punto de vista civil sustantivo, puede decirse que según la doctri-
na y jurisprudencia mayoritarias la sanción establecida por el artículo 24 de la Ley 
19/1995 es la de la nulidad radical o absoluta (es decir, sin que produzcan efecto 
alguno) de los contratos en virtud de los cuales se dividan o segreguen fincas rús-
ticas dando lugar a parcelas de extensión inferior a la unidad mínima de cultivo. 
El hecho de que estemos ante una sanción civil de nulidad apreciable de oficio 
apoyaría la tesis de que la misma fuera calificable directamente por el registrador 
por afectar a la validez del acto dispositivo. En este caso, sin embargo, se trata de 
una invalidez que depende de circunstancias de hecho como la naturaleza rústica 
de la finca, su cualidad de secano o de regadío o los fines constructivos, cuya apre-
ciación el legislador ha previsto que corresponda al órgano competente en materia 
agraria. Desde el punto de vista registral, como ha reiterado la Dirección General 
de los Registros y del Notariado —vid. Resolución de 10 de enero de 2017—, co-
rresponde al órgano autonómico competente apreciar si concurre o no las excep-
ciones recogidas en el artículo 25 de la Ley 19/1995, de 4 de julio, de acuerdo con 
el procedimiento previsto en el artículo 80 del Real Decreto 1093/1997, de 4 de 
julio. Nada obsta a tal denegación, a que el interesado obtuviera del Ayuntamien-
to, como administración urbanística competente, la correspondiente licencia de 
segregación, pues como ya ha señalado este Centro Directivo. 

Pues si la Comunidad Autónoma, a través de sus órganos competentes, afir-
ma que las segregaciones documentadas son inválidas por no respetarse la pro-
hibición de divisiones y segregaciones inferiores a la unidad mínima de cultivo 
correspondiente, no puede procederse a la inscripción, siendo el procedimiento 
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administrativo, iniciado mediante la comunicación de la registradora, el cauce 
adecuado para hacer efectivos los derechos de defensa del interesado en dicho 
procedimiento. 

Por tanto, la escritura por la que una finca registral única de 13.552 metros 
cuadrados en suelo rustico y que no consta ser de regadío, y en la que existe una 
única edificación (vivienda con piscina) se pretende fraccionar en una porción 
segregada de 6.057 metros cuadrados incluyendo la edificación, y otra porción 
resto de 6.341 metros cuadrados, carece de licencia de segregación para fraccio-
nar tal finca registral, ni específica, ni contenida o implícita en la declaración de 
asimilado a fuera de ordenación ya vista, y además, siendo tal fraccionamiento 
inferior a la unidad mínima de cultivo, y no amparado por excepción legal algu-
na, resulta nulo de pleno derecho, como así resulta además del informe emitido 
por la Consejería de Agricultura, Pesca, Agua y Desarrollo Rural de la Junta de 
Andalucía.

Resolución de 16-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Mojácar. 

PROCEDIMIENTO ART. 199 LH: DUDAS SOBRE LA IDENTIDAD DE LA FINCA. 

Concurriendo una duda fundada sobre la finca, no cabe inscribir la base grá-
fica.

El registrador ha de calificar la existencia o no de dudas en la identidad de la 
finca, que pueden referirse: a que la representación gráfica aportada coincida en 
todo o en parte con otra base gráfica inscrita o con el dominio público, o a que se 
invadan fincas colindantes inmatriculadas, o a que se encubra un negocio trasla-
tivo u operación de modificación hipotecaria. El juicio de identidad de finca que 
en su caso formule el registrador habrá de ser motivado, y fundado en criterios 
objetivos y razonados.

La alegación del colindante no puede limitarse a oponerse a la inscripción, 
sino que, como declaró la Resolución de 9 de julio de 2024, es de suma importan-
cia que el colindante acompañe algún principio de prueba que sustente su alega-
ción, como puede ser un informe técnico, según la Resolución de 31 de octubre de 
2024. Pero, ello no es una obligación impuesta por la Ley por lo que, la ausencia de 
ese principio de prueba no debe conllevar automáticamente la desestimación de 
las alegaciones. Pero, ello no significa que no pueda el registrador tener en cuenta 
tales alegaciones para formar su juicio. 

Ciertamente, desde un punto de vista formal, la nota de calificación es de 
parca fundamentación, cuando existen diversas circunstancias con las que el 
registrador podría haber apuntalado su juicio de identidad sobre la finca. Pero, 
lo cierto es que el registrador estima las alegaciones del colindante, porque 
entiende acreditada su alegación, en vista del título, del contenido del Regis-
tro y del plano técnico, entendiendo que existe un indicio de posible conflicto 
judicial latente. Y es que la esencia del juicio registral de la identidad de la 
finca determinar si el colindante acredita la existencia de un indicio de posible 
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situación litigiosa, que será suficiente para impedir la inscripción de la georre-
ferenciación.

Por todo lo razonado, esta Dirección General ha acordado desestimar el re-
curso y confirmar la nota de calificación, por no haber concordancia entre la rea-
lidad física extrarregistral y la jurídica registral, al no ser indubitado el trazado de 
los linderos, lo que impide conocer el auténtico perímetro de las fincas implicadas 
y, por ende, su superficie, derivando de ello la existencia de un indicio de contro-
versia, que justifica las dudas de identidad del registrador.

Resolución de 16-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Vigo, número 1. 

RECTIFICACIÓN DEL REGISTRO: REQUISITOS. 

La rectificación de los asientos exige, bien el consentimiento del titular 
registral y de todos aquellos a los que el asiento atribuya algún derecho, bien 
la oportuna resolución judicial recaída en juicio declarativo entablado contra 
todos aquellos a quienes el asiento que se trate de rectificar conceda algún 
derecho.

En los sistemas registrales, como el español, en los que la inscripción por 
regla general no es constitutiva, es posible distinguir dos realidades: la tabular 
que resulta de los pronunciamientos registrales, amparada por los principios 
hipotecarios y salvaguardada por los tribunales, y la realidad jurídica extra re-
gistral; y cuando estas dos realidades no se encuentran en la misma situación 
jurídica respecto de una finca o derecho, se produce un supuesto de inexactitud 
registral.

Los asientos registrales están bajo la salvaguardia de los tribunales y produ-
cen todos sus efectos en tanto no se declare su inexactitud (artículo 1, párrafo 
tercero de la Ley Hipotecaria); y que la rectificación de los asientos exige, bien el 
consentimiento del titular registral y de todos aquellos a los que el asiento atribu-
ya algún derecho, bien la oportuna resolución judicial recaída en juicio declara-
tivo entablado contra todos aquellos a quienes el asiento que se trate de rectificar 
conceda algún derecho. Asimismo, esta Dirección General viene distinguiendo 
entre rectificación por inexactitud y rectificación por error; a esta última se refiere 
el artículo 40 de la Ley Hipotecaria en su letra c), diciendo que, en tal caso, se 
rectificará el Registro en la forma que determina el Título VII. 

En el presente caso, sin embargo, lo que ocurre es precisamente que el ne-
gocio jurídico consistente en la compra de la participación indivisa que daba de-
recho a la plaza de garaje número 3 no tuvo acceso al Registro. Y, dado que no 
se cumplen los requisitos para la tramitación del expediente de reanudación de 
tracto (artículo 208 de la Ley Hipotecaria), la rectificación sólo podrá tener lugar 
mediante la correspondiente resolución judicial que ordene la rectificación, dicta-
da en un procedimiento dirigido contra todos aquellos a quienes el asiento que se 
trate de rectificar conceda algún derecho.



234� Rev. Crítica de Derecho Inmobiliario,  N.º 813 págs. 197 a 296 Año 2026

Resumen de Resoluciones de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública

Resolución de 17-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Villajoyosa, número 1. 

HERENCIA: INSTITUCIÓN HEREDITARIA DEL CÓNYUGE CUANDO EXISTE 
DIVORCIO AL TIEMPO DEL FALLECIMIENTO DEL TESTADOR. 

En los casos de disposición testamentaria en favor del cónyuge que, después 
deja de serlo por divorcio, no podrá, sin la pertinente declaración judicial de in-
eficacia, prescindirse del testamento del que deriva la condición de heredero o 
legatario del excónyuge del causante.

En los casos de disposición testamentaria en favor del cónyuge que, después 
deja de serlo por divorcio, no podrá, sin la pertinente declaración judicial de in-
eficacia, prescindirse del testamento del que deriva la condición de heredero o 
legatario del excónyuge del causante. Y el mismo criterio se ha mantenido recien-
temente en Resolución de 27 de mayo de 2025 respecto del cese de la situación 
de unión de hecho. Como puso de relieve la primera de esas Resoluciones, la re-
vocación de los testamentos abiertos, en Derecho común, no puede tener lugar 
sino a través del otorgamiento de un nuevo testamento válido. No se produce la 
revocación de los testamentos mediante actos o negocios jurídicos que no adop-
ten las formas testamentarias, ni en virtud de causas no previstas legalmente (cfr. 
artículos 738, 739 y 743 del Código Civil).

Del hecho de que la disposición testamentaria ahora cuestionada se refiera 
a la «esposa» y añada su nombre y apellidos no puede concluirse que haya una 
clara expresión del motivo de la institución, pues bien pudiera interpretarse como 
un elemento más de identificación de la persona favorecida, por lo que no sería 
aplicable la norma del artículo 767 del Código Civil. Pero, además, si se aplicara 
dicho precepto, necesariamente debería llevar a concluir que aun entendiendo que 
esa forma de disposición comporta la expresión del motivo de la institución de he-
redera y ese motivo deviene posteriormente erróneo, debería considerarse dicha 
expresión como no escrita y, por ende, probarse que del propio testamento resulta 
que el testador no la habría ordenado si hubiese conocido dicho error.

Este Centro Directivo no puede desconocer el criterio del Tribunal Supremo 
en la Sentencia número 539/2018, de 28 de septiembre, mencionada por el regis-
trador y citada por los recurrentes, y en la Sentencia número 531/2018, de 26 de 
septiembre. Pero respecto del ámbito notarial y registral cabe recordar que la pri-
vación de eficacia del contenido patrimonial de un determinado testamento exige, 
a falta de conformidad de todos los afectados, una previa declaración judicial que, 
tras un procedimiento contencioso instado por quien esté legitimado para ello, 
provoque su pérdida de eficacia (total o parcial). 

En definitiva, en el supuesto concreto de este expediente, como resulta de los 
antecedentes de hecho antes referidos, no se ha producido una previa declaración 
judicial de nulidad de la institución de herederos, sino que, prescindiendo de la 
misma el notario, considerando que concurre en dicha institución falsedad de la 
causa, autoriza la escritura de adjudicación de la herencia a favor de los sustitutos 
vulgares sin intervención del designado heredero. Por tanto, el defecto ha de ser 
confirmado.
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Resolución de 17-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 23. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS ADMINISTRATIVOS. 

No cabe la concesión del NRUA si no se aporta la resolución administrativa 
exigida por la legislación autonómica.

En el presente caso, el número de registro único se solicita sobre la base de 
una declaración responsable presentada ante la Comunidad de Madrid, acompa-
ñada de su correspondiente inscripción en el registro autonómico. Y aunque la 
recurrente sostiene que «la actuación del registrador debe limitarse a constatar la 
existencia del documento, su autenticidad y su congruencia formal con el conteni-
do del asiento, no le corresponde emitir un juicio sobre la suficiencia material del 
título, ni puede condicionar la inscripción a una valoración de legalidad urbanís-
tica que no le compete», este criterio no se corresponde con la competencia que el 
citado Real Decreto 1312/2024 atribuye a los registradores —como anteriormente 
ha quedado expuesto— para comprobar el cumplimiento de determinados requi-
sitos urbanísticos, administrativos y aun civiles que deben cumplir los alojamien-
tos de corta duración.

En cuanto al Centro Directivo, a quien la recurrente insta a «corregir este 
desvío técnico y doctrinal», también se ha pronunciado a favor de la exigencia de 
conformidad administrativa en el ámbito de los cambios de uso en la Comunidad 
de Madrid con base en el artículo 159.5 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, 
de la Comunidad de Madrid, para el impulso y reactivación de la actividad urba-
nística. En consecuencia, para el ejercicio de la actividad de vivienda turística en 
la Comunidad de Madrid es necesario tanto la inscripción en el registro autonó-
mico (artículo 17 del Decreto 79/2014), como el otorgamiento de licencia muni-
cipal (artículo 151.1 de la Ley del Suelo de 2001 e inciso final del citado artículo 
17 del Decreto 79/2014), la cual es exigible desde la entrada en vigor del Decreto 
79/2014, de 10 de julio, de apartamentos turísticos y viviendas de uso turístico, que 
es cuando se las incluyó por la Comunidad dentro del uso terciario de hospedaje, 
determinándose con ello la aplicación de los artículos 151 y 159 de la Ley 9/2001, 
recién citada.

Resolución de 17-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 3. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS ADMINISTRATIVOS. 

No cabe la concesión del NRUA si no se aporta la resolución administrativa 
exigida por la legislación autonómica.

En el presente caso, el número de registro único se solicita sobre la base de 
una declaración responsable presentada ante la Comunidad de Madrid, acompa-
ñada de su correspondiente inscripción en el registro autonómico. Y aunque la 
recurrente sostiene que «la actuación del registrador debe limitarse a constatar la 
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existencia del documento, su autenticidad y su congruencia formal con el conteni-
do del asiento, no le corresponde emitir un juicio sobre la suficiencia material del 
título, ni puede condicionar la inscripción a una valoración de legalidad urbanís-
tica que no le compete», este criterio no se corresponde con la competencia que el 
citado Real Decreto 1312/2024 atribuye a los registradores —como anteriormente 
ha quedado expuesto— para comprobar el cumplimiento de determinados requi-
sitos urbanísticos, administrativos y aun civiles que deben cumplir los alojamien-
tos de corta duración.

En cuanto al Centro Directivo, a quien la recurrente insta a «corregir este 
desvío técnico y doctrinal», también se ha pronunciado a favor de la exigencia de 
conformidad administrativa en el ámbito de los cambios de uso en la Comunidad 
de Madrid con base en el artículo 159.5 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, 
de la Comunidad de Madrid, para el impulso y reactivación de la actividad urba-
nística. En consecuencia, para el ejercicio de la actividad de vivienda turística en 
la Comunidad de Madrid es necesario tanto la inscripción en el registro autonó-
mico (artículo 17 del Decreto 79/2014), como el otorgamiento de licencia muni-
cipal (artículo 151.1 de la Ley del Suelo de 2001 e inciso final del citado artículo 
17 del Decreto 79/2014), la cual es exigible desde la entrada en vigor del Decreto 
79/2014, de 10 de julio, de apartamentos turísticos y viviendas de uso turístico, que 
es cuando se las incluyó por la Comunidad dentro del uso terciario de hospedaje, 
determinándose con ello la aplicación de los artículos 151 y 159 de la Ley 9/2001, 
recién citada.

Resolución de 17-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 43. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS ADMINISTRATIVOS. 

No cabe la concesión del NRUA si no se aporta la resolución administrativa 
exigida por la legislación autonómica.

En el presente caso, el número de registro único se solicita sobre la base de 
una declaración responsable presentada ante la Comunidad de Madrid, acompa-
ñada de su correspondiente inscripción en el registro autonómico. Y aunque la 
recurrente sostiene que «la actuación del registrador debe limitarse a constatar la 
existencia del documento, su autenticidad y su congruencia formal con el conteni-
do del asiento, no le corresponde emitir un juicio sobre la suficiencia material del 
título, ni puede condicionar la inscripción a una valoración de legalidad urbanís-
tica que no le compete», este criterio no se corresponde con la competencia que el 
citado Real Decreto 1312/2024 atribuye a los registradores —como anteriormente 
ha quedado expuesto— para comprobar el cumplimiento de determinados requi-
sitos urbanísticos, administrativos y aun civiles que deben cumplir los alojamien-
tos de corta duración.

En cuanto al Centro Directivo, a quien la recurrente insta a «corregir este 
desvío técnico y doctrinal», también se ha pronunciado a favor de la exigencia de 
conformidad administrativa en el ámbito de los cambios de uso en la Comunidad 
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de Madrid con base en el artículo 159.5 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, 
de la Comunidad de Madrid, para el impulso y reactivación de la actividad urba-
nística. En consecuencia, para el ejercicio de la actividad de vivienda turística en 
la Comunidad de Madrid es necesario tanto la inscripción en el registro autonó-
mico (artículo 17 del Decreto 79/2014), como el otorgamiento de licencia muni-
cipal (artículo 151.1 de la Ley del Suelo de 2001 e inciso final del citado artículo 
17 del Decreto 79/2014), la cual es exigible desde la entrada en vigor del Decreto 
79/2014, de 10 de julio, de apartamentos turísticos y viviendas de uso turístico, que 
es cuando se las incluyó por la Comunidad dentro del uso terciario de hospedaje, 
determinándose con ello la aplicación de los artículos 151 y 159 de la Ley 9/2001, 
recién citada.

Resolución de 17-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 37. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS ADMINISTRATIVOS. 

No cabe la concesión del NRUA si no se aporta la resolución administrativa 
exigida por la legislación autonómica.

En el presente caso, el número de registro único se solicita sobre la base de 
una declaración responsable presentada ante la Comunidad de Madrid, acompa-
ñada de su correspondiente inscripción en el registro autonómico. Y aunque la 
recurrente sostiene que «la actuación del registrador debe limitarse a constatar la 
existencia del documento, su autenticidad y su congruencia formal con el conteni-
do del asiento, no le corresponde emitir un juicio sobre la suficiencia material del 
título, ni puede condicionar la inscripción a una valoración de legalidad urbanís-
tica que no le compete», este criterio no se corresponde con la competencia que el 
citado Real Decreto 1312/2024 atribuye a los registradores —como anteriormente 
ha quedado expuesto— para comprobar el cumplimiento de determinados requi-
sitos urbanísticos, administrativos y aun civiles que deben cumplir los alojamien-
tos de corta duración.

En cuanto al Centro Directivo, a quien la recurrente insta a «corregir este 
desvío técnico y doctrinal», también se ha pronunciado a favor de la exigencia de 
conformidad administrativa en el ámbito de los cambios de uso en la Comunidad 
de Madrid con base en el artículo 159.5 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, 
de la Comunidad de Madrid, para el impulso y reactivación de la actividad urba-
nística. En consecuencia, para el ejercicio de la actividad de vivienda turística en 
la Comunidad de Madrid es necesario tanto la inscripción en el registro autonó-
mico (artículo 17 del Decreto 79/2014), como el otorgamiento de licencia muni-
cipal (artículo 151.1 de la Ley del Suelo de 2001 e inciso final del citado artículo 
17 del Decreto 79/2014), la cual es exigible desde la entrada en vigor del Decreto 
79/2014, de 10 de julio, de apartamentos turísticos y viviendas de uso turístico, que 
es cuando se las incluyó por la Comunidad dentro del uso terciario de hospedaje, 
determinándose con ello la aplicación de los artículos 151 y 159 de la Ley 9/2001, 
recién citada.
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Resolución de 17-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 37. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS ADMINISTRATIVOS. 

No cabe la concesión del NRUA si no se aporta la resolución administrativa 
exigida por la legislación autonómica.

En el presente caso, el número de registro único se solicita sobre la base de 
una declaración responsable presentada ante la Comunidad de Madrid, acompa-
ñada de su correspondiente inscripción en el registro autonómico. Y aunque la 
recurrente sostiene que «la actuación del registrador debe limitarse a constatar la 
existencia del documento, su autenticidad y su congruencia formal con el conteni-
do del asiento, no le corresponde emitir un juicio sobre la suficiencia material del 
título, ni puede condicionar la inscripción a una valoración de legalidad urbanís-
tica que no le compete», este criterio no se corresponde con la competencia que el 
citado Real Decreto 1312/2024 atribuye a los registradores —como anteriormente 
ha quedado expuesto— para comprobar el cumplimiento de determinados requi-
sitos urbanísticos, administrativos y aun civiles que deben cumplir los alojamien-
tos de corta duración.

En cuanto al Centro Directivo, a quien la recurrente insta a «corregir este 
desvío técnico y doctrinal», también se ha pronunciado a favor de la exigencia de 
conformidad administrativa en el ámbito de los cambios de uso en la Comunidad 
de Madrid con base en el artículo 159.5 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, 
de la Comunidad de Madrid, para el impulso y reactivación de la actividad urba-
nística. En consecuencia, para el ejercicio de la actividad de vivienda turística en 
la Comunidad de Madrid es necesario tanto la inscripción en el registro autonó-
mico (artículo 17 del Decreto 79/2014), como el otorgamiento de licencia muni-
cipal (artículo 151.1 de la Ley del Suelo de 2001 e inciso final del citado artículo 
17 del Decreto 79/2014), la cual es exigible desde la entrada en vigor del Decreto 
79/2014, de 10 de julio, de apartamentos turísticos y viviendas de uso turístico, que 
es cuando se las incluyó por la Comunidad dentro del uso terciario de hospedaje, 
determinándose con ello la aplicación de los artículos 151 y 159 de la Ley 9/2001, 
recién citada.

Resolución de 17-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 4. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS ADMINISTRATIVOS. 

No cabe la concesión del NRUA si no se aporta la resolución administrativa 
exigida por la legislación autonómica.

En el presente caso, el número de registro único se solicita sobre la base de 
una declaración responsable presentada ante la Comunidad de Madrid, acompa-
ñada de su correspondiente inscripción en el registro autonómico. Y aunque la 
recurrente sostiene que «la actuación del registrador debe limitarse a constatar la 
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existencia del documento, su autenticidad y su congruencia formal con el conteni-
do del asiento, no le corresponde emitir un juicio sobre la suficiencia material del 
título, ni puede condicionar la inscripción a una valoración de legalidad urbanís-
tica que no le compete», este criterio no se corresponde con la competencia que el 
citado Real Decreto 1312/2024 atribuye a los registradores —como anteriormente 
ha quedado expuesto— para comprobar el cumplimiento de determinados requi-
sitos urbanísticos, administrativos y aun civiles que deben cumplir los alojamien-
tos de corta duración.

En cuanto al Centro Directivo, a quien la recurrente insta a «corregir este 
desvío técnico y doctrinal», también se ha pronunciado a favor de la exigencia de 
conformidad administrativa en el ámbito de los cambios de uso en la Comunidad 
de Madrid con base en el artículo 159.5 de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, 
de la Comunidad de Madrid, para el impulso y reactivación de la actividad urba-
nística. En consecuencia, para el ejercicio de la actividad de vivienda turística en 
la Comunidad de Madrid es necesario tanto la inscripción en el registro autonó-
mico (artículo 17 del Decreto 79/2014), como el otorgamiento de licencia muni-
cipal (artículo 151.1 de la Ley del Suelo de 2001 e inciso final del citado artículo 
17 del Decreto 79/2014), la cual es exigible desde la entrada en vigor del Decreto 
79/2014, de 10 de julio, de apartamentos turísticos y viviendas de uso turístico, que 
es cuando se las incluyó por la Comunidad dentro del uso terciario de hospedaje, 
determinándose con ello la aplicación de los artículos 151 y 159 de la Ley 9/2001, 
recién citada.

Resolución de 17-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 9. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

No cabe la concesión del NRUA para alquiler de temporada para estudiantes 
si existe una cláusula que obliga a destinar las viviendas «exclusivamente a domi-
cilio permanente».

En primer lugar, debemos partir de la clara diferenciación que la Ley 29/1994, 
de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, establece entre los arrenda-
mientos de vivienda y los destinados a cualquier otro uso distinto del de vivienda. 
En este sentido, el artículo 3.2 contrapone expresamente, dentro de los arrenda-
mientos para uso distinto del de vivienda, «los arrendamientos de fincas urbanas 
celebrados por temporada, sea ésta de verano o cualquier otra» frente a «los ce-
lebrados para ejercerse en la finca una actividad industrial, comercial, artesanal, 
profesional, recreativa, asistencial, cultural o docente, cualquiera que sean las per-
sonas que los celebren». De esta contraposición parece deducirse que el legislador 
nacional no considera el arrendamiento de temporada como una actividad comer-
cial, sino que se trata de dos categorías separadas. En particular, se advierte que 
el arrendamiento por temporada, como pudiera ser el de estudiantes universitario 
durante el periodo lectivo, que suele abarcar los meses de septiembre a junio (esto 
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es, menos de un año natural), no queda englobado dentro de la categoría de arren-
damiento de vivienda, no porque no pretenda satisfacer una necesidad de vivienda 
del arrendatario, sino porque no pretende satisfacer una necesidad «permanente». 

Se discute si la obligación estatutaria de destinar las viviendas «exclusiva-
mente a domicilio permanente» establecida en el artículo 5 de los estatutos de la 
propiedad horizontal excluye la posibilidad de celebrar arrendamientos de tem-
porada a estudiantes y, por lo tanto, limita la posibilidad de expedir el número de 
registro único para las habitaciones de la finca. En este punto, tal y como se ha 
analizado anteriormente, los arrendamientos de temporada a estudiantes, a pesar 
de estar destinados a satisfacer la necesidad de vivienda de los arrendatarios, no 
quedan englobados dentro de la categoría de arrendamiento de vivienda. En con-
secuencia, debe confirmarse el criterio del registrador.

Resolución de 17-7-2025
BOE 7-8-2025
Registro de la Propiedad de Santa Fe, número 2. 

CONDICIÓN RESOLUTORIA: CANCELACIÓN POR CADUCIDAD. 

Se analizan las diferentes opciones de cancelación por caducidad de una con-
dición resolutoria.

La debida resolución del objeto de este expediente exige, como primer paso, 
analizar el contenido del Registro y de las obligaciones que en su día quedaron 
sujetas a las condiciones resolutorias que ahora se solicita cancelar. De la cláusula 
quinta del contrato de compraventa que consta inscrita en el registro particular de 
las fincas resulta, en esencia, que el comprador de las parcelas se obliga a solicitar 
licencia en el plazo de un año desde el otorgamiento de la escritura y a construir 
en el plazo máximo de cinco años desde la misma fecha. También se obliga a 
reparar los desperfectos causados en la urbanización como consecuencia de las 
obras. Dicha obligación no está sujeta a un plazo especial, pero cabe entenderla 
subsumida en la de construcción y, por ende, en el plazo de cinco años a que se ha 
hecho referencia por referirse a los posibles daños causados en el proceso de urba-
nización y edificación. En la cláusula séptima la parte compradora se obliga a no 
transmitir las fincas sin autorización de la vendedora antes de la finalización de la 
edificación, y aunque no refiere plazo alguno, resulta con claridad que se refiere al 
de cinco años contemplado en la anterior clausula quinta al vincular la duración 
de la obligación de no transmitir con la de finalización del edificio.

En el caso de condiciones resolutorias pactadas para garantizar obligaciones 
distintas del pago del precio aplazado en las compraventas, en ningún caso es de 
aplicación el párrafo quinto del artículo 82 de la Ley Hipotecaria, referido a la 
condición resolutoria en garantía de precio aplazado, de estricta y restringida in-
terpretación según reiterada doctrina. El recurrente comparte esta apreciación y 
afirma que en realidad estamos ante derechos de configuración jurídica por lo que 
su cancelación procede de conformidad con el primer párrafo del citado artículo 
210.1.8.ª. 



Basilio Javier Aguirre Fernández

Rev. Crítica de Derecho Inmobiliario,  N.º 813 págs. 197 a 296 Año 2026� 241

Con independencia de si la condición resolutoria puede o no ser considerada 
como un auténtico derecho potestativo (vid. al respecto las Resoluciones de la Di-
rección General de los Registros y del Notariado y de la Dirección General de Se-
guridad Jurídica y Fe Pública de 29 de agosto de 2019 y de 19 de mayo de 2021), es 
patente que se trata de una facultad del vendedor cuyo ejercicio altera o configura 
un derecho inscrito por lo que se subsume en la previsión del artículo 210.1.8.ª 
párrafo primero (confróntese con el supuesto de hecho de la Resolución de la 
Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública de 19 de mayo de 2021).

Como la Ley 42/2015 entró en vigor el 7 de octubre de 2015, si conjugamos lo 
previsto en su Disposición transitoria quinta con el art. 1939 CC, al que se remite, 
tendríamos las siguientes posibles situaciones (sobre la base de que no hubiera 
actos interruptivos de la prescripción), teniendo en cuenta que la prescripción 
iniciada antes de la referida entrada en vigor se regirá por el plazo anteriormente 
fijado (quince años), si bien, si desde dicha entrada en vigor transcurriese todo 
el plazo requerido por la nueva norma (cinco años) surtirá efecto la prescripción 
incluso aunque anteriormente hubiera un plazo de quince años: (i) Relaciones ju-
rídicas nacidas antes del 7 de octubre de 2000: estarían prescritas a la entrada en 
vigor de nueva Ley. (ii) Relaciones jurídicas nacidas entre el 7 de octubre de 2000 
y el 7 de octubre de 2005: se les aplica el plazo de 15 años previsto en la redacción 
original del art. 1964 CC. (iii) Relaciones jurídicas nacidas entre el 7 de octubre de 
2005 y el 7 de octubre de 2015: en aplicación de la regla de transitoriedad del art. 
1939 CC, no prescriben hasta el 7 de octubre de 2020. (iv) Relaciones jurídicas na-
cidas después del 7 de octubre de 2015: se les aplica el nuevo plazo de cinco años, 
conforme a la vigente redacción del art. 1964 CC.»

En consecuencia, habiéndose iniciado el plazo de ejercicio de las acciones 
para reclamar el cumplimiento de las obligaciones pactadas en la escritura el día 
22 de noviembre de 2012, estando sujeto el plazo de prescripción al plazo de quin-
ce años previsto en la redacción anterior del artículo 1964.2 del Código Civil y 
cumpliéndose el plazo máximo de cinco años de prescripción tras la entrada en 
vigor de la Ley 42/2015, de 5 de octubre, el día 7 de octubre de 2020, esta última fe-
cha constituye el momento inicial en que se ha de computar el plazo de cinco años 
a que se refiere el artículo 201.1.8.ª, primer párrafo, plazo que en consecuencia 
vence el día 7 de octubre de 2025. En definitiva, no habiéndose cumplido el plazo 
a que se refiere el precepto, no procede la cancelación por caducidad solicitada.

Resolución de 23-7-2025
BOE 15-10-2025
Registro de la Propiedad de Altea. 

HERENCIA: DERECHO ALEMÁN. 

Desde la entrada en aplicación del Reglamento, lo determinante a la hora de 
pedir o no el certificado del Registro General de Actos de Última Voluntad distinto 
del español no viene condicionado por el lugar de residencia, por lo que la exigen-
cia puesta de manifiesto en la nota no puede sostenerse.
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El objeto del presente recurso es determinar si cabe la inscripción de la escri-
tura calificada (no del «Erbschein», que sería documento complementario de la 
escritura pública española), valorando si el certificado sucesorio alemán o «Erbs-
chein» a ella incorporado (y sin que se aporte documento del citado Registro Cen-
tral de Testamentos) es suficiente.

El «Erbschein» no es un certificado sucesorio europeo y, según la jurispruden-
cia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, puede ser considerado un acto 
de Tribunal en el sentido del artículo 3 del Reglamento (UE) n.º 650/2012, (id. Sen-
tencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 16 de junio 2020, asunto 
C-80/19) si así es notificado por la autoridad interna, en cuyo caso opera como un 
acto jurisdiccional lo que no es el certificado sucesorio europeo según la Sentencia 
del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 23 de enero de 2015 (Albausy). 
En consecuencia, solo cuando el Estado miembro reconozca como incluida en 
tribunal la resolución que expide el certificado nacional, puede tener el carácter de 
resolución judicial a los efectos del artículo 4 del Reglamento (UE) n.º 650/2012. 
Entre las pruebas que recaba la autoridad judicial a fin de emitir su decisión cabe 
entender que se encuentra la consulta del Registro Central de Testamentos de la 
Cámara Federal de Notarios alemán, como así se infiere también del artículo 352 
de la Ley de Procedimientos en Materia de Familia y en Materia de Jurisdicción 
Voluntaria (Gesetz über das Verfahren in Familiensachen und in den Angelegen-
heiten der freiwilligen Gerichtsbarkeit [FamFG]).

De lo anteriormente expuesto, ha de concluirse que, con los documentos 
aportados, y las pruebas practicadas, la autoridad judicial (alemana) competente 
ha resuelto declarar quienes son los herederos del causante (en el supuesto objeto 
de la presente, la hija, doña M. C. T.); por lo tanto, no cabe exigir el certificado del 
Registro de Testamentos de Alemania. En suma, desde la entrada en aplicación 
del Reglamento, lo determinante a la hora de pedir o no el certificado del Registro 
General de Actos de Última Voluntad distinto del español no viene condicionado 
por el lugar de residencia, por lo que la exigencia puesta de manifiesto en la nota 
no puede sostenerse.

Por último, y por lo que se refiere al primer defecto puesto de manifiesto en la 
calificación que se recurre (necesidad de acreditar la norma legal o cláusula tes-
tamentaria que conduce a declarar un único heredero cuando hay dos hijos) tam-
poco puede mantenerse. No es precisa dicha aportación pues el título sucesorio 
alegado y en el que basa su adquisición el compareciente no lo constituyen dichos 
documentos sino los certificados sucesorios emitidos por el tribunal competente 
de los que resulta la condición de heredero.

Resolución de 24-7-2025
BOE 15-10-2025
Registro de la Propiedad de Ávila, número 1. 

PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD: DELIMITACIÓN DE LA FINCA. 

En el presente caso se cumple con las exigencias del principio de especialidad 
a la hora de determinar las edificaciones existentes en las fincas.
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El recurso gubernativo no tiene por objeto cualquier otra pretensión de la 
parte recurrente, señaladamente, por lo que atañe al presente caso, la de reclamar 
responsabilidades por el trato recibido en la oficina o la aplicación del arancel a 
las operaciones registrales practicadas, cuestiones todas ellas extrañas al recurso 
contra la calificación registral y que quedan reservadas a sus oportunos procedi-
mientos. No obstante, el registrador manifiesta en su informe que no recuerda 
el incidente señalado por el recurrente pero que, en cualquier caso, lamenta lo 
ocurrido y le pide disculpas. 

El principio de legalidad debe prevalecer sobre el de unidad de calificación, 
lo que justifica la necesidad de poner de manifiesto los defectos que se aprecien, 
aun cuando su detección sea extemporánea. Además, debe tenerse en cuenta, que 
cuando el título se presenta nuevamente, después de haber caducado su asiento 
de presentación, conforme al artículo 108 del Reglamento Hipotecario, se inicia 
de nuevo el procedimiento registral, sin que el registrador pueda verse vinculado 
por las calificaciones anteriormente efectuadas, aun cuando sean propias, y con 
mayor razón si se incorporan nuevos documentos a la presentación. Ahora bien, 
en el presente caso, en tanto que la nueva documentación aportada no incide en el 
defecto ahora señalado, éste debió ser advertido en la primera calificación emitida 
por el registrador.

La conjunción de los referidos principios de especialidad y de tracto sucesivo 
—en su aspecto formal—, impone que, en supuestos de modificación de entidades 
hipotecarias, como es en este caso la segregación, todas las fincas afectadas que-
den inequívocamente delimitadas y debidamente descritas, con expresa constan-
cia de sus características físicas. En caso de existir edificaciones, el título inscri-
bible deberá precisar con claridad la finca en la que las mismas quedan ubicadas 
tras la operación, debiendo existir congruencia entre lo que resulte del título y lo 
ya inscrito, de modo que, si se pretende la alteración u omisión de alguna cons-
trucción, deberá justificarse y acreditarse el cumplimiento de los requisitos exigi-
dos por la normativa aplicable.

Puede concluirse que la situación física de las edificaciones queda suficien-
temente determinada en el título presentado y en el historial registral de la finca, 
sin que sea exigible una manifestación adicional sobre la inexistencia de otras 
construcciones. Como ha quedado expuesto, del propio contenido de los asientos 
previos se infiere que una de las naves gemelas ahora es la denominada vivienda 
unifamiliar.

Resolución de 24-7-2025
BOE 15-10-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 40. 

ANOTACIÓN PREVENTIVA DE CRÉDITO REFACCIONARIO: REQUISITOS.

Es requisito indispensable para la práctica de la anotación que las obras no se 
hallen terminadas. El hecho de que un crédito refaccionario sea participativo no 
impide la anotación preventiva
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En nuestro ordenamiento jurídico no existe norma alguna que defina el crédito 
refaccionario. Puede afirmarse que se considera crédito refaccionario el contraído 
en la construcción, conservación, reparación o mejora de una cosa, generalmente 
un inmueble. Tradicionalmente se ha exigido a la figura del acreedor refacciona-
rio una colaboración personal en las tareas vinculadas a la cosa refaccionada. Y 
según la evolución jurisprudencial, el crédito deriva de la anticipación de dinero, 
material o trabajo con dicha finalidad. En efecto, la más reciente jurisprudencia 
del Tribunal Supremo (cfr. la Sentencia de 21 de julio de 2000 y las demás cita-
das en los «Vistos» de la presente Resolución), a la hora de proporcionar rasgos 
definitorios de esta figura, ha puesto de manifiesto que el crédito refaccionario 
no nace necesariamente de un préstamo, en el sentido técnico jurídico que ha de 
darse a dicho contrato, sino también de aquellos otros negocios que contribuyan 
de forma directa al resultado de una construcción, reparación, conservación o 
mejora de un inmueble, refiriéndolo a toda relación jurídica que implique un ade-
lanto por el contratista al propietario. Ahora bien, aun manteniendo el concepto 
amplio de crédito refaccionario, el Tribunal Supremo entiende que el mismo «no 
autoriza, empero, su extensión indiscriminada a todo el que tenga su origen en el 
suministro de bienes o servicios que guarden cualquier tipo de relación con bienes 
inmuebles».

Respecto del concreto defecto expresado en la calificación impugnada, no 
cabe sino confirmar el criterio del registrador, toda vez que el reconocimiento del 
concepto amplio de crédito refaccionario que el Tribunal Supremo ha tomado en 
consideración, según ha quedado expuesto, no puede llegar al extremo de soslayar 
el requisito temporal que, a efectos de su protección registral, se exige inequívoca-
mente en la legislación hipotecaria (cfr. las Resoluciones de 19 de febrero de 1896 
y 9 de junio de 1911, según las cuales es requisito indispensable para la práctica 
de la anotación que las obras no se hallen terminadas). En consecuencia, constan-
do registralmente por nota marginal que las obras han concluido, y estando los 
asientos registrales bajo la salvaguardia de los tribunales en virtud del artículo 1, 
párrafo tercero, de la Ley Hipotecaria, no cabe sino confirmar la nota de califica-
ción del registrador.

En cuanto al segundo defecto que ha sido objeto de recurso, el hecho de que 
el crédito cuya anotación se pretende no puede tener la consideración de crédito 
refaccionario al haberse pactado como crédito participativo, y en consecuencia no 
puede ser anotado, este debe ser en cambio revocado. 

Considera el registrador que al haberse configurado el crédito como un prés-
tamo participativo, ello impide su anotación como crédito refaccionario, y ello por 
lo dispuesto en el artículo 20.1.c) del Real Decreto-ley 7/1996, de 7 de junio, según 
el cual los préstamos participativos en orden a la prelación de créditos, se situarán 
después de los acreedores comunes, y en el artículo 281.1.2.º del texto refundido 
de la Ley Concursal, que califica como créditos subordinados los créditos que por 
pacto contractual tengan el carácter de subordinados respecto de todos los demás 
créditos contra el concursado, incluidos los participativos, habiéndose pactado 
por las partes en este caso en el contrato, con mención expresa al artículo 20.1.c) 
del Real Decreto-ley 7/1996 citado, que los derechos de crédito del prestamista 
serán subordinados a los derechos de crédito de los acreedores comunes del pres-
tatario (cláusula 3.2.).
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Sin embargo, de lo expuesto con anterioridad se desprende que el crédito será 
refaccionario o no en función de su objeto, sin que parezca que el hecho de que 
se haya instrumentado como un préstamo participativo altere esta calificación. 
En cuanto a la naturaleza del préstamo participativo, esta especial característica 
no altera su naturaleza de préstamo. Así lo ha declarado el Tribunal Supremo, en 
Sentencia de la Sala de lo Civil de 13 de julio de 2011. Como préstamo que es, de-
bería poder ser objeto de garantía real, como la hipoteca, o si se trata de un crédito 
refaccionario, de anotación preventiva en el Registro. Ninguna norma lo impide.

Resolución de 24-7-2025
BOE 16-10-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 4. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que impone que las viviendas se destinen a viviendas familiares 
impide la concesión del NRUA.

En el supuesto de hecho que motiva este expediente, el registrador deniega la 
asignación de número de registro de alquiler de corta duración por habitaciones 
sobre una finca integrante de una propiedad horizontal por considerar que dicho 
arrendamiento de corta duración por habitaciones contraviene el artículo déci-
mo de los estatutos de la comunidad, conforme al cual «los pisos se dedicarán 
exclusivamente a viviendas familiares de personas de reputación intachable». El 
recurrente considera que esta interpretación es extensiva, y que la cláusula esta-
tutaria invocada no contiene una prohibición expresa ni específica del alquiler de 
corta duración, ni por habitaciones, ni del alquiler turístico. Este Centro Direc-
tivo no puede sino confirmar la calificación recurrida, a la vista de la definición 
contenida en el artículo 2 del Real Decreto 1312/2024, letra a. Concepto este de 
vivienda familiar que, interpretado en sus justos términos, excluye la posibilidad 
de destinar la vivienda para la que se solicita número de registro a un alquiler de 
corta duración.

Resolución de 24-7-2025
BOE 16-10-2025
Registro de la Propiedad de Marbella, número 4. 

HERENCIA: DERECHO DE LOS PAISES BAJOS. 

En aplicación del derecho neerlandés no se admite la no intervención de una 
legitimaria.

Hay que recordar que la normativa aplicable a la acreditación en sede regis-
tral del ordenamiento extranjero debe buscarse, en primer término, en el artículo 
36 del Reglamento Hipotecario, norma que regula los medios de prueba del de-
recho extranjero en relación con la observancia de las formas y solemnidades ex-
tranjeras y la aptitud y capacidad legal necesarias para el acto y que, como señala 
la Resolución de esta Dirección General de 1 de marzo de 2005, resulta también 
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extensible a la acreditación de la validez del acto realizado según la ley que resulte 
aplicable. Conforme a este precepto, los medios de prueba del Derecho extranjero 
son «la aseveración o informe de un notario o cónsul español o de diplomático, 
cónsul o funcionario competente del país de la legislación que sea aplicable». El 
precepto señala, además, que «por los mismos medios podrá acreditarse la capaci-
dad civil de los extranjeros que otorguen en territorio español documentos inscri-
bibles». La enumeración expuesta no contiene un «numerus clausus» de medios 
de prueba ya que el precepto permite que la acreditación del ordenamiento ex-
tranjero podrá hacerse «entre otros medios», por los enumerados. Por otro lado, al 
igual que en sede judicial, se mantiene la exigencia contenida en el artículo 281.2 
de la Ley de Enjuiciamiento Civil, según la cual no sólo es necesario acreditar el 
contenido del derecho extranjero sino también su vigencia. 

En el concreto supuesto de este expediente, la notario hace bajo su responsa-
bilidad una valoración respecto de la Ley extranjera que ha manifestado indagar 
y conocer; el registrador no señala como defecto que no conste aseveración del 
notario autorizante sobre el Derecho extranjero, sino que, sintéticamente, afirma 
que, a su juicio, de lo relatado por la notario en su indagación, no resulta que se 
pueda prescindir en el Derecho de Países Bajos de la intervención de un legitima-
rio o realizar la partición sin adjudicación alguna en su favor, en contra de las pre-
visiones del testador. Y añade que, más bien al contrario, el Derecho Neerlandés 
no permite al albacea partir en contra de lo ordenado por el causante en el testa-
mento y cabe el nombramiento de un ejecutor testamentario para administrar el 
patrimonio y garantizar su distribución según los deseos del difunto; pero lo que 
no cabe es ejecutar el testamento en contra de las previsiones del testador.

En definitiva, debe confirmarse el criterio del registrador, según el cual la 
aplicación directa de las normas mencionadas no permite tener por reunidos los 
requisitos precisos para practicar la inscripción, pues llega a conclusiones absolu-
tamente distintas de las expuestas por la notaria respecto de la intervención de la 
heredera no interviniente y es aquel criterio el que se ajusta a los preceptos legales 
aplicables.

Resolución de 24-7-2025
BOE 16-10-2025
Registro de la Propiedad de Molina de Segura, número 2. 

PROCEDIMIENTO ART. 199 LH: DUDAS SOBRE LA IDENTIDAD DE LA FINCA. 

No procede la práctica de la inscripción de una base gráfica alternativa si se 
formula oposición fundada apreciada por el registrador.

Cuando la suspensión se basa en la oposición de uno de los colindantes noti-
ficados, como dice el artículo 199 de la Ley Hipotecaria, el registrador «decidirá 
motivadamente según su prudente criterio, sin que la mera oposición de quien no 
haya acreditado ser titular registral de la finca o de cualquiera de las registrales 
colindantes determine necesariamente la denegación de la inscripción». El regis-
trador debe calificar en todo caso la existencia o no de dudas en la identidad de la 
finca, que pueden referirse a que la representación gráfica de la finca coincida en 
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todo o parte con otra base gráfica inscrita o con el dominio público, a la posible 
invasión de fincas colindantes inmatriculadas o a que se encubriese un negocio 
traslativo u operaciones de modificación de entidad hipotecaria (cfr. artículos 9, 
199 y 201 de la Ley Hipotecaria). El juicio de identidad de la finca por parte del 
registrador debe estar motivado y fundado en criterios objetivos y razonados, sin 
que basten expresiones genéricas o remitirse a la mera oposición no documentada 
de un colindante.

Cualquier interesado y en particular el recurrente (cfr. Resolución de 3 de 
octubre de 2024) podrán solicitar certificación registral de las alegaciones de los 
colindantes, como documento del que el registrador es archivero natural, confor-
me a lo dispuesto en el artículo 342 del Reglamento Hipotecario. 

Resulta evidente la existencia de una controversia latente respecto de la línea 
de separación entre fincas colindantes, que por pequeña que sea, provoca la oposi-
ción del colindante, sin que puede calificarse de temeraria la calificación registral 
negativa que se apoya en el artículo 199 de la Ley Hipotecaria: notificación a colin-
dantes y valoración de la oposición planteada por uno de estos, como declararon 
las Resoluciones de 3 de julio de 2023 y 24 de febrero de 2025. Y ello porque en 
el expediente del artículo 199 de la Ley Hipotecaria no existe trámite de prueba, 
dada su sencillez procedimental del expediente, pues su finalidad no es resolver 
una controversia. Una vez inmatriculada una finca de modo coordinado con el 
Catastro, y, por tanto, con una determinada ubicación, delimitación y superficie, 
ya no es procedente iniciar un procedimiento del artículo 199 de la Ley Hipote-
caria para alterar esa ubicación, delimitación y superficie ya inscritas y pretender 
sustituirla por otra, pues claramente no se estaría manteniendo la identidad de la 
finca inmatriculada.

La posibilidad de someter a arbitraje o conciliación la controversia suscita-
da determina, además, la consecuencia de que lo procedente en casos como el 
presente es la suspensión de la práctica de la inscripción solicitada y no la dene-
gación, la cual debe reservarse a aquellos casos en que con la inscripción de la 
representación gráfica propuesta se produzca una invasión de otra base gráfica 
previamente inscrita o invasión de domino público.

Resolución de 24-7-2025
BOE 16-10-2025
Registro de la Propiedad de La Seu D’Urgell. 

HERENCIA: INTERVENCIÓN DE UN GUARDADOR DE HECHO. 

Extinguida la patria potestad prorrogada, interviene en una aceptación de 
herencia de heredero único el guardador de hecho de forma asistencial, no siendo 
necesaria en este caso la autorización judicial porque la herencia se somete al 
derecho catalán y a beneficio de inventario ex lege.

Procede analizar dos cuestiones: a) si fallecido el único progenitor que ostenta 
la patria potestad rehabilitada, en su día decretada judicialmente, es necesario 
solicitar de la autoridad judicial la revisión de la medida, para adaptarla a la Ley 
8/2021 de 2 de junio; o cabría solventar la situación directamente, acudiendo a 
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las medidas de apoyo establecidas por la Ley 8/2021 citada; concretamente, en el 
supuesto contemplado, acudiendo a la figura del guardador de hecho. b) la rela-
tiva a si el heredero asistido de un guardador de hecho en funciones asistenciales 
necesita autorización judicial para aceptar la herencia sin beneficio de inventario.

A la vista de esta normativa, extinguida la patria potestad rehabilitada judi-
cialmente por fallecimiento de su titular— cabe adoptar no sólo medidas de apoyo 
que se limiten a complementar la actuación del afectado por discapacidad sino 
también aquellas medidas que tengan consideración de representación legal. Ha 
de hacerse, no obstante, hincapié en las especialidades que presenta el supuesto 
de hecho de este expediente, pues se trata de una herencia con heredero único y 
regida por una legislación distinta de la que se aplicaría a las medidas de apoyo. 
Heredero que, en aplicación de la ley sucesoria, goza por ley del beneficio de in-
ventario, de lo que se sigue que no se derivarían consecuencias lesivas para él caso 
de tratarse, hipotéticamente, de una herencia damnosa, pero que, sin embargo, en 
la escritura la herencia ha sido aceptada pura y simplemente.

Fallecidos los progenitores titulares de la patria potestad prorrogada o rehabi-
litada la guarda de hecho es una circunstancia sobrevenida por el fallecimiento de 
los progenitores que no responde a una revisión judicial de la medida adoptada an-
teriormente; que mientras no se modifique seguirá vigente aun cuando esté vacante 
la figura del representante legal y será ejercida provisionalmente por el guardador, 
correspondiendo a la autoridad judicial su suficiencia, idoneidad y permanencia.

En el supuesto contemplado en la Resolución de 19 de enero de 2024 se consi-
deró por este Centro Directivo, confirmado por la Audiencia Provincial de Badajoz, 
que el guardador de hecho ejercía facultades representativas, puesto que no concu-
rría el discapacitado presentando su consentimiento y el negocio jurídico formaliza-
do excedía del meramente asistencial, en los términos antes expuestos. Sin embar-
go, en el presente supuesto concurren circunstancias diferentes. Nos encontramos 
ante un heredero único, por lo que la herencia no precisa partición, siendo el bien 
de titularidad del causante, por lo que no precisa liquidación de bienes comunes. 
Dado que la herencia está sujeta al Derecho Civil de Cataluña, conforme al artículo 
461-16 del Libro IV del Código Civil de Cataluña, el heredero puede estar sujeto a 
una situación de discapacidad susceptible de estar sujeto a curatela.

Por todo ello, en el concreto supuesto de este expediente si el discapacitado es 
la única persona interesada en la sucesión, que goza del beneficio legal de inventa-
rio, pero teniendo en cuenta lo que se dice en los siguientes fundamentos de Dere-
cho, que comparece en la escritura asistido por un guardador de hecho acreditado 
por acta notarial, y que el negocio jurídico realizado es meramente asistencial y no 
representativo, no se considera necesario revisar las medidas de apoyo, por lo que 
este defecto debe ser revocado, en los términos que, a su vez, resultan del siguiente 
fundamento de Derecho.

Pero como ya hemos indicado, en la escritura se ha omitido toda referencia al 
citado precepto del Código Civil catalán, de modo que a pesar de que el beneficio 
de inventario (más bien limitación ex lege de responsabilidad) es claramente apli-
cable al caso, se ha de rectificar la escritura (se está ante un defecto claramente 
subsanable), consignando que la aceptación bien se realiza a beneficio de inventa-
rio; bien en los términos del artículo 416-16 del Código civil catalán (que sería en 
realidad lo correcto).
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Resolución de 24-7-2025
BOE 16-10-2025
Registro de la Propiedad de Gérgal. 

PROCEDIMIENTO ART. 199 LH: DUDAS SOBRE LA IDENTIDAD DE LA FINCA. 

No procede la práctica de la inscripción de una base gráfica alternativa si se 
formula oposición fundada apreciada por el registrador.

Cuando la suspensión se basa en la oposición de uno de los colindantes noti-
ficados, como dice el artículo 199 de la Ley Hipotecaria, el registrador «decidirá 
motivadamente según su prudente criterio, sin que la mera oposición de quien no 
haya acreditado ser titular registral de la finca o de cualquiera de las registrales 
colindantes determine necesariamente la denegación de la inscripción». El regis-
trador debe calificar en todo caso la existencia o no de dudas en la identidad de la 
finca, que pueden referirse a que la representación gráfica de la finca coincida en 
todo o parte con otra base gráfica inscrita o con el dominio público, a la posible 
invasión de fincas colindantes inmatriculadas o a que se encubriese un negocio 
traslativo u operaciones de modificación de entidad hipotecaria (cfr. artículos 9, 
199 y 201 de la Ley Hipotecaria). El juicio de identidad de la finca por parte del 
registrador debe estar motivado y fundado en criterios objetivos y razonados, sin 
que basten expresiones genéricas o remitirse a la mera oposición no documentada 
de un colindante.

Del contraste de las coordenadas georreferenciadas que resultan tanto de la 
representación gráfica alternativa cuya inscripción se pretende como de las coor-
denadas incorporadas al informe técnico que acompaña al escrito de alegacio-
nes, se evidencia que no se produce la invasión de la finca del colindante con la 
inscripción solicitada de la base gráfica que se ha aportado, pareciendo resul-
tar la controversia no ya tanto en una posible invasión de la parcela catastral 
7152512WG3075S, sino de aquélla con referencia catastral 7252205WG3075S-
0001QA. En este sentido, lo procedente habría sido requerir al colindante para que 
completara el sentido de sus alegaciones. N o fue correcto iniciar el procedimiento 
del artículo 199 de la Ley Hipotecaria para alterar después la georreferenciación 
catastral inscrita y sustituirla por otra sensiblemente diferente y con mayor super-
ficie que incluye porciones de terreno adicionales que no estaban en la georrefe-
renciación catastral que constituyó el objeto del título inmatriculador.

Resolución de 24-7-2025
BOE 16-10-2025
Registro de la Propiedad de El Vendrell, número 1. 

ANOTACIÓN PREVENTIVA DE DEMANDA: REQUISITOS. 

No procede la práctica de anotación preventiva o nota marginal en virtud de 
una instancia privada que solicita la práctica de dicho asiento, en el que se hagan 
constar los posibles derechos posesorios y la interposición de acciones legales por 
el demandante
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Se debate en este recurso la posibilidad de practicar anotación preventiva o 
nota marginal en virtud de una instancia privada que solicita la práctica de dicho 
asiento, en el que se hagan constar los posibles derechos posesorios y la interposi-
ción de acciones legales por el demandante.

Sobre lo que deba entenderse por procedimiento que pueda afectar al conte-
nido del Registro de la Propiedad, esta Dirección General se ha pronunciado en 
distintas ocasiones en una doctrina que ha ido considerando, frente a una inter-
pretación estricta del precepto que entiende que solo las acciones reales pueden 
provocar tal asiento, que la anotación de demanda debe practicarse en otros su-
puestos en los que la acción ejercitada, sin ser estrictamente de naturaleza real, 
puede producir directa o indirectamente, efectos reales. Una pretensión mera-
mente posesoria, como la que ejercita el demandante no es susceptible de alterar 
el contenido del Registro y, por ende, no es susceptible de provocar una anotación 
preventiva de demanda. En este sentido, el artículo 5 de la Ley Hipotecaria es cla-
ro cuando establece que «los títulos referentes al mero o simple hecho de poseer 
no serán inscribibles». 

De lo expuesto se deduce la imposibilidad de practicar la anotación preventi-
va de demanda pretendida por un defecto de carácter material: la mera protección 
de los derechos posesorios no puede acceder al Registro. A ello se añade un defec-
to formal, cual es la naturaleza del documento en cuya virtud se solicita la práctica 
de dicho asiento. En este sentido, debe recordarse el principio de titulación autén-
tica consagrado en los artículos 3 de la Ley Hipotecaria y 33 de su Reglamento. 
En el supuesto específico de la anotación preventiva de demanda, este principio 
implica que la misma debe ordenarse en virtud de documento judicial, y no por 
una mera instancia del demandante.

Resolución de 24-7-2025
BOE 16-10-2025
Registro de la Propiedad de Roses, número 2. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: OBRA NUEVA PREVIA. 

No es posible asignar dicho número a la finca en tanto no conste inscrita la 
obra nueva de la edificación que será objeto de comercialización.

Aclarada la naturaleza jurídica del procedimiento de asignación del código de 
registro, es preciso enfatizar la finalidad que persigue dicha asignación: la identi-
ficación exacta de la unidad que pretende ser objeto de alquiler de corta duración. 
Evidentemente en el presente supuesto el objeto de oferta y comercialización no 
es el solar (situación que consta en el Registro de la Propiedad) sino el alojamien-
to amueblado que va a ser objeto de alquiler de corta duración y que no consta 
inscrito. Por este motivo, dado que el número de registro único ha de permitir la 
identificación exacta de la unidad objeto de arrendamiento, no es posible asignar 
dicho número a la finca en tanto no conste inscrita la obra nueva de la edificación 
que será objeto de comercialización.
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Resolución de 24-7-2025
BOE 16-10-2025
Registro de la Propiedad de Jerez de la Frontera, número 2. 

INMATRICULACIÓN POR TÍTULO PÚBLICO: TÍTULO PREVIO. 

No es admisible como título previo un documento privado que, aunque tenga 
fecha fehaciente, no acredita la previa adquisición de la finca.

En el presente caso, el título público de adquisición previa, consistente en 
escritura otorgada en el año 2024 de elevación a público de un documento privado 
del año 2002, consta otorgado el mismo día que el título inmatriculador. Por lo 
tanto, no se cumple el requisito legal de «haber adquirido la propiedad de la finca 
al menos un año antes (…) también mediante título público». La presentación de 
un documento para su liquidación tributaria dota de fehaciencia, desde esa fecha, 
a la existencia del documento privado liquidado, pero no dota de autenticidad a 
las firmas de quienes lo suscriben, ni dota de fehaciencia a la supuesta transmi-
sión dominical que se pretendiera con tal documento privado, la cual, además, no 
se produce por la simple firma de un documento privado de compraventa, si no 
va seguida de la tradición o entrega, como exige el artículo 609 del Código Civil, la 
cual no se presume ni opera por el simple otorgamiento de un documento privado. 
(artículo 1462 del Código Civil, «a sensu contrario») En consecuencia, no puede 
decirse que el transmitente haya acreditado mediante título público haber adqui-
rido la propiedad al menos un año antes de la transmisión.

Cuando un particular formula oposición en términos confusos o sin que cons-
te la autenticidad de su identidad, o validez y vigencia de la representación que 
alegue, o la identificación de cuál es la finca supuestamente invadida y en qué 
medida concreta, o cualquier otro extremo esencial, el registrador, como trámite 
para mejor proveer, puede requerirle para que subsane o complete tal escrito de 
oposición a fin de que el registrador pueda formarse un juicio cabal sobre la efec-
tividad y fundamento de tal oposición y tomar la decisión que corresponda.

Resolución de 24-7-2025
BOE 16-10-2025
Registro de la Propiedad de Roses, número 2. 

PUBLICIDAD FORMAL: CANAL TELEMÁTICO ADECUADO. 

No es atendible la solicitud electrónica de publicidad hecha a través del canal 
previsto para la presentación de documentos privados y no por el trámite específi-
co habilitado en la sede electrónica para solicitudes de publicidad formal.

El objeto del recurso se reduce a determinar si es procedente denegar la ex-
pedición de la publicidad registral solicitada cuando la petición, aun formalizada 
electrónicamente, se realiza a través del canal previsto para la presentación de do-
cumentos privados y no por el trámite específico habilitado en la sede electrónica 
para solicitudes de publicidad formal.

La doctrina consolidada de este Centro Directivo —vid. Resoluciones citadas 
y, especialmente, la de 28 de marzo de 2023— destaca que, si bien la presentación 
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electrónica de documentos es obligatoria para determinados solicitantes, la digi-
talización no implica que puedan obviarse los procedimientos y canales específi-
cos previstos. Cada modalidad de trámite exige utilizar el canal oportuno y seguir 
los cauces tasados, de modo que solo son admisibles las solicitudes formuladas 
por la vía habilitada en la sede electrónica para la finalidad concreta de publicidad 
registral. El uso de canales inadecuados vicia el procedimiento y justifica la dene-
gación de la publicidad solicitada.

Resolución de 24-7-2025
BOE 17-10-2025
Registro de la Propiedad de Murcia, número 2. 

PRINCIPIO DE TRACTO SUCESIVO: IDENTIDAD DEL TRANSMITENTE. 

El juicio de identidad del vendedor, que alude además a que es quien adquirió 
en el título que consta inscrito, prevalece sobre las dudas expresadas por la regis-
tradora por no constar el DNI del actual titular registral en la inscripción.

Cuando la calificación del registrador sea desfavorable es exigible, conforme 
a los principios básicos de todo procedimiento y a la normativa vigente, que al 
consignarse los defectos que, a su juicio, se oponen a la inscripción pretendida, 
aquella exprese también una motivación suficiente de los mismos, con el desa-
rrollo necesario para que el interesado pueda conocer con claridad los defectos 
aducidos y con suficiencia los fundamentos jurídicos en los que se basa dicha cali-
ficación. Aun cuando la argumentación en que se fundamente la calificación haya 
sido expresada de modo escueto, cabe la tramitación del expediente y entrar en el 
fondo del asunto si expresa suficientemente la razón que justifica dicha negativa 
de modo que el interesado ha podido alegar cuanto le ha convenido para su defen-
sa, según el contenido del escrito de interposición del recurso. En el presente caso 
la registradora ha expresado que «no existe la certeza de la identidad del vendedor 
con el titular registral», de acuerdo con el principio de tracto sucesivo, motiván-
dolo en que en el folio registral no consta el documento nacional de identidad del 
transmitente. El único precepto que lo fundamenta, es, de forma lacónica, el artí-
culo 20 de la Ley Hipotecaria. El defecto parece señalado de forma clara, pero una 
motivación así, que afecta de forma directa a la función del notario autorizante 
como identificador del compareciente, en la que se cuestiona su actuación, precisa 
de mayor fundamentación. La motivación no ha sido suficientemente expresiva 
de la razón que justifica la suspensión de la calificación en base a esa «falta de 
certeza», pero la notaria recurrente ha podido alegar cuanto le ha convenido para 
su defensa.

En nuestra legislación la identificación de los comparecientes en los instru-
mentos públicos se encomienda al notario, que habrá de realizarla por los medios 
establecidos en las leyes y reglamentos (cfr. artículo 23 de la Ley del Notariado). 
El registrador, por su parte, debe comprobar que la identidad del otorgante así 
determinada coincida con la del titular registral por lo que resulte de los asientos 
del Registro. No es que en cualquier caso de discordancia, por ligera que ésta sea, 
deba acreditarse al registrador la identidad del otorgante, sino que, por el contra-
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rio, habida cuenta de la especial eficacia que la Ley atribuye a ese juicio notarial 
sobre dicha identidad y de los limitados medios que el registrador puede tomar en 
cuenta al realizar su calificación, conforme al artículo 18 de la Ley Hipotecaria, 
sólo podrán oponerse a la inscripción del título aquellas discrepancias que, res-
pecto de los asientos registrales, tengan suficiente consistencia.

En el presente caso, la notaria autorizante no sólo ha dado fe de identificar 
al otorgante como vendedor, sino que le identifica —bajo su responsabilidad— 
como la misma persona que formalizó en el año 1978 la compraventa mediante 
la escritura que se reseña, coincidente con la que figura en los asientos registrales 
(teniendo en cuenta, al hacerlo, circunstancias determinantes de su debida identi-
ficación) y ha emitido no sólo un juicio de identidad de dicho señor sino también 
un juicio sobre su legitimación como vendedor para formalizar la venta de que se 
trata. Y sobre tales juicios no puede prevalecer la afirmación de la registradora 
basada únicamente en que no consta el documento nacional de identidad del ven-
dedor en el folio registral de la finca ni ha expresado la notaria que haya tenido a 
la vista el título de adquisición.

Resolución de 24-7-2025
BOE 17-10-2025
Registro de la Propiedad de Marbella, número 3. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: OBRA NUEVA PREVIA. 

No es posible asignar dicho número a la finca si en el Registro no constan las 
mismas habitaciones objeto del alquiler y mientras exista la cláusula estatutaria 
prohibitiva.

En el supuesto que motiva el presente expediente, debe por tanto calificarse, 
como efectivamente ha hecho el registrador, la correspondencia entre el número 
habitaciones que consta en la descripción registral de la finca y el número de ha-
bitaciones para que se solicita el número de registro único de alquiler, así como si 
tal arrendamiento vulnera la prohibición prevista en los estatutos de la propiedad 
horizontal.

En relación con el primero de los defectos, esto es, la existencia de discrepan-
cias entre el número habitaciones que constan en la descripción registral de la fin-
ca (dos) y el número de habitaciones para que se solicita la asignación del número 
de registro único de alquiler (tres), hemos de partir de la finalidad que persigue 
dicha asignación: la identificación exacta de la unidad que pretende ser objeto de 
alquiler de corta duración. 

En relación con el segundo de los defectos, para resolver el presente recurso 
debemos partir la prohibición contenida en las normas estatutarias inscritas en el 
folio de la finca matriz el día 4 de octubre del año 1975, con anterioridad la obten-
ción del título habilitante o licencia, la cual reza que: «Los apartamentos se des-
tinarán necesariamente a vivienda, no pudiéndose dar uso distinto, ni ejercer por 
tanto en ellos, industria o comercio o profesión liberal u oficio alguno, así como 
les queda prohibido a los propietarios y ocupantes actividades dañosas para la 
finca, inmorales o insalubres y además se prohíbe: 1.º— Instalar círculos académi-
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cos, pensiones o asociaciones». No es posible asignar el número de registro único 
de alquiler y practicar la correspondiente nota marginal en tanto no se modifique 
dicha prohibición estatutaria de conformidad con el régimen de mayorías previsto 
en el artículo 17.12 de la Ley sobre propiedad horizontal, sin que sea bastante la 
autorización expresa de la comunidad de propietarios prevista en el artículo 7 de 
la misma norma, al ser la inscripción de la prohibición estatutaria (4 de octubre 
de 1975) previa a la obtención de la correspondiente licencia o título habilitante.

Resolución de 24-7-2025
BOE 17-10-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 40. 

ANOTACIÓN PREVENTIVA DE CRÉDITO REFACCIONARIO: CANCELACIÓN.

Se analizan los requisitos y plazos para cancelar por caducidad una anotación 
de crédito refaccionario.

Con carácter previo, respecto de las alegaciones que hacen los recurrentes en 
su escrito acerca de si procedía o no la práctica de las anotaciones preventivas de 
crédito refaccionario cuya cancelación ahora se ha solicitado, debe reiterarse la 
doctrina emanada por este Centro Directivo en relación con el objeto del recurso 
y si, en su caso, podría extenderse a asientos ya practicados.

Al contrario de lo que interpretan los recurrentes, esta Dirección General con-
sideró en Resolución de 27 de abril de 2010, que al cómputo del plazo de las ano-
taciones preventivas establecido en el artículo 86 de la Ley Hipotecaria no se rige 
por lo dispuesto en el artículo 5 del Código Civil sino por lo dispuesto en el artículo 
109 del Reglamento Hipotecario, que establece que los plazos señalados por días 
se computan por días hábiles excepto los establecidos para concursar registros 
o tomar posesión de los mismos, que se cuentan por días naturales. Este mismo 
criterio ha de aplicarse por tanto al plazo del artículo 92 de la Ley Hipotecaria, que 
en consecuencia debe computarse por días hábiles.

La calificación de un documento deberá realizarse en función de lo que resulte 
del título que se califica y de la situación tabular existente en el momento mismo de 
su presentación en el Registro. Este conflicto de prioridad no debe confundirse con 
el supuesto en que presentado un título determinado es presentado con posteriori-
dad otro distinto del que resulta la falta de validez del primero. Aquí ya no existe 
conflicto entre títulos o derechos incompatibles, no estamos ante un problema de 
prioridad sino de validez y en consecuencia y por aplicación del principio de lega-
lidad consagrado en el artículo 18 de la Ley Hipotecaria, procede la exclusión del 
título inválido sin que pueda apelarse al principio de prioridad para evitarlo.

En el supuesto de este expediente, debe tenerse en cuenta, como antes se ha 
expuesto, que del artículo 93 de la Ley Hipotecaria resulta que el acreedor refac-
cionario podrá pedir la conversión de su anotación preventiva en inscripción de 
hipoteca «si al expirar el término señalado en el artículo anterior [esto es, el plazo 
de sesenta días de concluida la obra objeto de la refacción del artículo 92] no estu-
viere aún pagado por completo de su crédito» y que de acuerdo con el artículo 95 
de la Ley Hipotecaria, las cuestiones que se susciten entre el acreedor y el deudor 
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sobre la liquidación del crédito refaccionario o sobre la constitución de la hipo-
teca se decidirán en juicio ordinario y que mientras éste se sustancie y termine, 
subsistirá la anotación preventiva y producirá todos sus efectos. De los asientos 
del Registro, del Libro Diario, resulta que se están tramitando estas cuestiones 
en procedimiento ordinario en el que por decreto de fecha 9 de abril de 2025 se 
admitió a trámite la demanda del acreedor contra el deudor. De ello resulta por 
tanto que ha de subsistir la anotación preventiva y que no es posible cancelarla.

Todo ello sin perjuicio de que, como se ha expuesto al examinar el primer defecto, 
no ha transcurrido aún el plazo previsto en el artículo 92 de la Ley Hipotecaria y de 
que, aun cuando no se ha indicado por el registrador en su nota, a pesar de que a la 
solicitud de cancelación se acompañe un certificado de fin de obra, en el Registro las 
obras a las que se refiere el crédito refaccionario continúan todavía en construcción.

Resolución de 24-7-2025
BOE 17-10-2025
Registro de la Propiedad de Montoro. 

PROCEDIMIENTO ART. 199 LH: DUDAS SOBRE LA IDENTIDAD DE LA FINCA. 

No procede denegar la inscripción de una base gráfica sin consignar en la 
calificación la motivación suficiente.

El registrador ha de calificar la existencia o no de dudas en la identidad de la 
finca, que pueden referirse: a que la representación gráfica aportada coincida en 
todo o en parte con otra base gráfica inscrita o con el dominio público, o a que se 
invadan fincas colindantes inmatriculadas, o a que se encubra un negocio trasla-
tivo u operación de modificación hipotecaria. El juicio de identidad de finca que 
en su caso formule el registrador habrá de ser motivado, y fundado en criterios 
objetivos y razonados. La mera existencia de la alegación no es por si suficiente 
para emitir una calificación negativa. 

Desde un punto de vista formal, la nota de calificación es de parca fundamen-
tación, pues no indica cual es la causa de la denegación, más allá que la mera opo-
sición, pues siquiera se alude a la posible invasión de finca colindante, existiendo 
además otras circunstancias con las que el registrador podría haber apuntalado 
su juicio de identidad sobre la finca. Pero, el registrador estima las alegaciones 
del colindante, porque entiende acreditada su alegación, sin expresar por qué. El 
registrador tiene base suficiente para justificar sus dudas de identidad de modo 
objetivo, lo que no hace en la nota de calificación, declarando si, a su juicio, hay o 
no controversia, como ha declarado reiteradamente esta Dirección General.

No cumpliendo la nota de calificación recurrida con los requisitos exigidos por 
la doctrina de esta Dirección General en cuanto a la inexistencia del juicio sobre las 
dudas de identidad de la finca, tanto desde el punto de vista jurídico, como objetivo, 
siendo dicha motivación necesaria, por aplicación del principio de prohibición de 
la indefensión, que resulta del artículo 24 de la Constitución, para que el recurrente 
pueda conocer el defecto alegado por la calificación en toda su extensión y preparar 
debidamente el recurso contra el defecto alegado, que ha de poder conocer en toda 
su extensión, la calificación recurrida no puede ser admitida.
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Resolución de 24-7-2025
BOE 17-10-2025
Registro de la Propiedad de Estepa. 

PROCEDIMIENTO ART. 199 LH: DUDAS SOBRE LA IDENTIDAD DE LA FINCA. 

No cabe alegar que los colindantes que ahora se oponen antes estaban de 
acuerdo sin acreditarlo.

Se constata que la escritura calificada, que incluye la representación gráfica 
en papel de las porciones segregadas y del resto, está otorgada por sí solo por el 
ahora recurrente, en su concepto de albacea contador-partidor de un causante y 
de apoderado del albacea contador-partidor de otro. Por tanto, no consta acredi-
tada la afirmación que efectúa de que los ahora opositores hubieran consentido 
previamente, y menos consta aun que lo hubieran consentido en documento au-
téntico, las representaciones gráficas a cuya inscripción ahora se oponen. Por lo 
que esta alegación del recurrente ha de ser también desestimada, y todo ello sin 
prejuzgar ni analizar aquí, pues no resulta pertinente, cuál sea el alcance que hu-
biera hipotéticamente hubiera que reconocerse en el seno del procedimiento del 
artículo 199 de la Ley Hipotecaria a la doctrina de los actos propios alegada por el 
recurrente, ya que no concurre el presupuesto de hecho que se invoca.

Resolución de 28-7-2025
BOE 20-10-2025
Registro de la Propiedad de El Puerto de Santa María, número 1. 

HIPOTECA: ESCRITURA SUBSANATORIA. 

Se considera suficiente la escritura subsanatoria aportada.
El hecho de que haya sido resuelto el recurso interpuesto contra la primera 

calificación y la circunstancia de haber sido inscrita la escritura pendientes dicho 
recurso y el presente como consecuencia de dichas escrituras complementarias, 
no exime de la obligación de resolver la cuestión planteada en este expediente. 
Conforme al artículo 325 de la Ley Hipotecaria, según la redacción resultante de 
la modificación efectuada por la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, la subsanación 
de los defectos indicados por el registrador en la calificación no impedirá a cual-
quiera de los legitimados, incluido el que subsanó, la interposición del recurso.

Hecha la anterior precisión, para resolver la cuestión de fondo planteada, 
debe tenerse en cuenta que la escritura complementaria objeto de la calificación 
impugnada no es, en puridad y frente a lo que expresa el registrador, de rectifica-
ción de la anterior, sino de mera aclaración de su contenido en el sentido de que la 
manifestación sobre el carácter habitual de la vivienda se realizó por la prestataria 
a los efectos de lo establecido en los artículos 21 y 129.2 de la Ley Hipotecaria, y 
no para cumplir con lo dispuesto en el artículo 1320 del Código Civil, algo que, por 
lo demás y como puso de manifiesto este Centro Directivo en la citada Resolución 
de 6 de junio de 2025, se infería ya claramente de la redacción de la escritura de 
préstamo hipotecario que se pretendía complementar.
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Resolución de 28-7-2025
BOE 20-10-2025
Registro de la Propiedad de Sevilla, número 16. 

PROCEDIMIENTO DE. EJECUCIÓN HIPOTECRIA: NOTA MARGINAL DE EX-
PEDICIÓN DE CERTIFICACIÓN. 

La no existencia de la nota marginal provoca una situación de indefensión a 
los titulares de cargas. posteriores.

El artículo 688, números 1 y 2, de la Ley de Enjuiciamiento Civil exige, como 
trámite esencial del procedimiento de ejecución hipotecaria, la expedición de cer-
tificación de dominio y cargas. Siendo el registrador de propiedad quien emite la 
certificación el funcionario que debe realizar las notificaciones a los citados titulares 
de inscripciones y anotaciones posteriores a la hipoteca que se ejecuta, y existiendo 
la obligación de conservar los justificantes de su realización; el registrador de la pro-
piedad que califique la inscripción de la adjudicación judicial, sea el mismo o sea un 
sucesor en la oficina, deberá fundamentar la misma en los asientos (nota marginal) 
y acuses de recibo que obren en el expediente registral, sin que pueda prevalecer la 
expresión de haberse verificado las notificaciones que conste en el mandamiento de 
cancelación de cargas, ya derive ésta, bien de una redacción formularia del manda-
miento o bien de una errónea información suministrada por el Registro.

Se incorpora al expediente acuerdo de letrado de la Administración de Jus-
ticia del Juzgado ante el que se siguió el procedimiento aclarando que, en efecto, 
consta en el expediente certificación registral en la que se advertía que no se había 
practicado la nota marginal prevista en el artículo 688 de la Ley de Enjuiciamien-
to Civil y que «no se encuentra incorporada a las actuaciones la certificación de 
dominio y cargas ex artículo 688.2 LEC». Como muy acertadamente apunta la 
registradora en su informe, en el presente caso, existen terceros poseedores de la 
finca, cuyo derecho consta inscrito en el Registro con posterioridad a la hipoteca 
y que no han sido parte en la ejecución, pues no se le ha practicado notificación 
alguna, ni pudieron conocer que la hipoteca se encontraba en ejecución ya que 
no se extendió la nota marginal del artículo 688. Estos terceros no han tenido la 
oportunidad de participar en la ejecución, lo que es un obstáculo calificable en 
base al artículo 100 del Reglamento Hipotecario.

Resolución de 28-7-2025
BOE 20-10-2025
Registro de la Propiedad de Torrox. 

DOCUMENTOS JUDICIALES EXTRANJEROS: APLICACIÓN DEL REGLAMEN-
TO CE 2201/2003. 

Se reitera la doctrina sobre la calificación de documentos judiciales autoriza-
dos en países de la UE.

Es principio básico de nuestro derecho hipotecario, íntimamente relacionado 
con los de salvaguardia judicial de los asientos registrales y el de legitimación, 
según los artículos 1, 38, 40 y 82 de la Ley Hipotecaria, el de tracto sucesivo; en 
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virtud del cual, para inscribir un título en el Registro de la Propiedad se exige que 
esté previamente inscrito el derecho del transmitente. Así lo establece el artículo 
20 de la Ley Hipotecaria, según el cual, para inscribir actos declarativos, constitu-
tivos, modificativos o extintivos del dominio o de los derechos reales sobre inmue-
bles, dichos actos deberán estar otorgados por los titulares registrales, ya sea por 
su participación voluntaria en ellos, ya por decidirse en una resolución judicial 
dictada contra los mencionados titulares registrales, lo cual no es sino aplicación 
del principio de legitimación registral (vid. el citado artículo 38.1.º de la Ley Hipo-
tecaria). En consecuencia, estando una mitad de la finca transmitida inscrita en 
el Registro de la Propiedad —y bajo la salvaguardia de los tribunales— a favor de 
persona distinta, no podrá accederse a la inscripción del título calificado sin con-
sentimiento del titular registral (cfr. artículos 2 y 17 de la Ley Hipotecaria); o sin 
reflejarse tabularmente la cadena de transmisiones. La presunción iuris tantum 
de exactitud de los pronunciamientos del Registro, así como el reconocimiento de 
legitimación dispositiva del titular registral llevan consigo el cierre del Registro a 
los títulos otorgados por persona distinta de dicho titular, o derivados de procedi-
mientos judiciales o administrativos en que el mismo no haya tenido intervención.

El recurrente, centra su argumentación en la no inscripción de unas resolu-
ciones judiciales que en modo alguno consta se hayan presentado al Registro; pre-
sentación que daría inicio al procedimiento registral y subsiguiente calificación. 
Así las cosas, con todo, las resoluciones judiciales que se citan en el recurso son 
claramente anteriores al vigente Reglamento (UE) de 2019, por lo que no cabría 
dudar de la aplicación al caso del citado Reglamento (UE) de 2003. El recurrente 
entiende que, por aplicación directa del Reglamento en cuestión no es exigible 
ninguna otra formalidad, de modo que la resolución judicial puede acceder direc-
tamente a los libros registrales; no obstante hay que reiterar de nuevo que no cons-
ta presentación directa alguna de las resoluciones judiciales y solo su mención en 
la escritura calificada. Es decir, que pretende que la propia escritura calificada 
actué de vehículo o mecanismo para la inscripción de las citadas resoluciones. 

Este Centro Directivo ya tuvo ocasión de pronunciarse, en sus Resoluciones 
de 27 de julio de 2012 y 20 de junio de 2023, sobre la interpretación del citado 
Reglamento (CE) número 2201/2003 en relación con el acceso al Registro de la 
Propiedad de una resolución judicial de origen comunitario sobre declaración de 
divorcio de dos ciudadanos comunitarios, y que contiene disposiciones relativas 
el destino de su patrimonio en España, fijando un cuerpo de doctrina que resulta 
plenamente aplicable al presente caso. Ese reconocimiento directo, en el sentido 
expresado, no opera de forma automática o «ex lege» (de ahí lo impropio de la 
denominación «reconocimiento automático»), en la medida en que lo que se dis-
pensa es la exigencia de un procedimiento específicamente dirigido a la obtención 
de la declaración formal de reconocimiento de carácter autónomo, pero sin que 
ello se traduzca en una ausencia de control de la resolución judicial extranjera, 
sino en una articulación de los mecanismos de fiscalización más simplificados y 
sujetos a un régimen de causas tasadas de denegación.

Por lo tanto, el sistema de reconocimiento directo implantado por los instru-
mentos comunitarios permiten invocar directamente la resolución judicial extran-
jera ante el registrador español, sin necesidad de un procedimiento previo de reco-
nocimiento a título principal, que es sustituido por el control incidental por parte 
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del mismo registrador, en virtud del cual deberá determinar con carácter previo 
a autorizar el acceso al Registro español de la resolución extranjera si ésta reúne 
los requisitos necesarios para ser reconocida en España (requisitos externos, for-
males o de autenticidad, y requisitos internos relativos a la no concurrencia de los 
motivos de denegación antes señalados).

En definitiva, como se ha afirmado por la doctrina científica y por este Centro 
Directivo (cfr. Resolución de 20 de junio de 2013), la integración del control inci-
dental de la resolución extranjera dentro de la calificación o juicio de legalidad que 
realiza el registrador, supone que éste deberá realizar tres operaciones sucesivas: 
primero, verificar que la resolución extranjera pueda ser subsumida en el ámbito 
de aplicación temporal, material y territorial del correspondiente instrumento co-
munitario, en este caso en el Reglamento 2201/2003, relativo a la competencia, el 
reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y 
de responsabilidad parental, como condición lógicamente necesaria para acogerse 
a su régimen privilegiado de eficacia transfronteriza; segunda, verificar que con 
arreglo a la normativa comunitaria la resolución extranjera puede ser reconocida 
y desplegar efectos en España como tal resolución judicial; y, tercero, determinar 
si, con arreglo a la legislación registral española, aquella resolución extranjera 
puede acceder a los libros del Registro. Ahora bien, la aplicación de la legislación 
interna en este punto deberá hacerse, como antes se ha indicado, sin anular el 
«efecto útil» del Reglamento comunitario.

Resolución de 28-7-2025
BOE 20-10-2025
Registro de la Propiedad de Dos Hermanas, número 3. 

PROCEDIMIENTO ART. 199 LH: DUDAS SOBRE LA IDENTIDAD DE LA FINCA. 

No procede. La inscripción de una base gráfica si se. Acreditan. Dudas justifi-
cadas sobre la posible invasión de otra.

La interrupción generalizada del suministro eléctrico en todo el territorio 
peninsular acaecida el 28 de abril de 2025, que ha afectado al normal funcio-
namiento de infraestructuras y comunicaciones entre otros, ha dado lugar a la 
declaración de emergencia de interés nacional en el territorio de diversas comu-
nidades autónomas a través de sendas órdenes del Ministro del Interior (Órdenes 
INT/399/2025 e INT/400/2025, de 28 de abril). Consecuencia, además, de las cir-
cunstancias sobrevenidas por la interrupción generalizada del suministro eléc-
trico, por resolución de esta Dirección General se dispuso el cierre de todos los 
registros de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes Muebles, a todos los efectos 
(debiendo quedar incluido, en consecuencia, el de la presentación en la oficina 
del escrito de interposición de recurso) los días 28, desde las 12 de mañana, y 29 
de abril. Por lo tanto, debe concluirse que el recurso ha sido presentado dentro de 
plazo, por lo que procede entrar en el fondo de la cuestión debatida.

El registrador debe calificar en todo caso la existencia o no de dudas en la 
identidad de la finca, que pueden referirse a que la representación gráfica de la 
finca coincida en todo o parte con otra base gráfica inscrita o con el dominio pú-
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blico, a la posible invasión de fincas colindantes inmatriculadas o a que se encu-
briese un negocio traslativo u operaciones de modificación de entidad hipotecaria 
(cfr. artículos 9, 199 y 201 de la Ley Hipotecaria. El registrador, a la vista de las 
alegaciones efectuadas en el procedimiento, debe decidir motivadamente según 
su prudente criterio.

En el concreto caso de este expediente, el registrador funda sus dudas en la 
alegación de los titulares registrales de la finca colindante por el sur, que muestran 
su total oposición a la inscripción pretendida por entender que se produce una in-
vasión de su finca, identificando las concretas parcelas con las que se corresponde 
la finca de su propiedad, las cuáles quedan afectadas por la base gráfica propuesta, 
de tal modo que la superficie y delimitación gráfica atribuida a la registral 11.538 
se hace a costa de la finca de su titularidad, de tal suerte que a través del informe 
de validación aportado lo que se pretende, en realidad, es crear una parcela catas-
tral ficticia que se coordine con la citada finca, la cual carece de referencia catas-
tral, no siendo siquiera coincidente la cabida inscrita en el Registro con aquélla 
que se atribuye a la finca a resultad de la base gráfica alternativa propuesta.

En el presente expediente tal afectación a parcelas catastrales colindantes no 
se produce porque la representación alternativa es aportada en un procedimiento 
de mejora de la precisión métrica o porque se considere que la cartografía catas-
tral de una determinada parcela que se corresponde con una concreta finca, no 
se adecúa a la realidad, sino que, en principio, no existe parcela catastral que se 
corresponda con la registral 11.538, por lo que, tal como afirma en registrador en 
su calificación, en el presente caso la representación gráfica aportada implica una 
verdadera reordenación de terrenos y no un mero ajuste de delimitación respecto 
de la organización de la propiedad que resulta del parcelario catastral, el cual, 
goza, además, de una presunción de exactitud en cuanto a los datos físicos, de-
rivada del artículo 3 del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario. Por 
tanto, resulta evidente la existencia de una controversia latente respecto de la línea 
de separación entre fincas colindantes, que por pequeña que sea, provoca la oposi-
ción del colindante, sin que puede calificarse de temeraria la calificación registral.

Resolución de 28-7-2025
BOE 20-10-2025
Registro de la Propiedad de Gandía, número 4. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que establece que los pisos se destinarán a vivienda y no podrán 
instalarse en ellos servicios o industrias de ninguna clase impide la concesión del 
NRUA.

Se ha de partir de la letra e del artículo 5 de la Ley de Arrendamientos Ur-
banos, modificado por el artículo 1.2 del Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de marzo, 
según el cual se excluye del ámbito de su aplicación a «la cesión temporal de 
uso de la totalidad de una vivienda amueblada y equipada en condiciones de uso 
inmediato, comercializada o promocionada en canales de oferta turística o por 
cualquier otro modo de comercialización o promoción, y realizada con finalidad 
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lucrativa, cuando esté sometida a un régimen específico, derivado de su normativa 
sectorial turística». Por ello, si bien el arrendamiento de vivienda puede consi-
derarse como una actividad económica o comercial, no puede ser prohibido por 
los estatutos de la comunidad de propietarios, a diferencia del arrendamiento de 
vivienda para uso turístico. Y ello porque la legislación turística expresamente 
excluye de la consideración de viviendas para uso turístico el arrendamiento de vi-
vienda, dada la exclusión de aplicación [artículo 5.e) de la Ley de Arrendamientos 
Urbanos] a los alquileres turísticos.

Por lo expuesto, para resolver el presente recurso, debemos partir del obstá-
culo puesto de manifiesto en la calificación, el artículo 13 de las normas estatuta-
rias, que dispone: «Los pisos se destinarán a vivienda y no podrán instalarse en 
ellos servicios o industrias de ninguna clase». Constando inscrita una prohibición 
estatutaria como la analizada en el presente expediente, el otorgamiento de un 
número de registro único de alquiler de corta duración precisa la previa inscrip-
ción de la correspondiente modificación de los estatutos referidos, en virtud de 
escritura pública o resolución judicial, sin que sea suficiente la mera aportación 
del acta referido. 

Resolución de 28-7-2025
BOE 20-10-2025
Registro de la Propiedad de Gandía, número 4. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que establece que los pisos se destinarán a vivienda y no podrán 
instalarse en ellos servicios o industrias de ninguna clase impide la concesión del 
NRUA.

Se ha de partir de la letra e del artículo 5 de la Ley de Arrendamientos Ur-
banos, modificado por el artículo 1.2 del Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de marzo, 
según el cual se excluye del ámbito de su aplicación a «la cesión temporal de 
uso de la totalidad de una vivienda amueblada y equipada en condiciones de uso 
inmediato, comercializada o promocionada en canales de oferta turística o por 
cualquier otro modo de comercialización o promoción, y realizada con finalidad 
lucrativa, cuando esté sometida a un régimen específico, derivado de su normativa 
sectorial turística». Por ello, si bien el arrendamiento de vivienda puede consi-
derarse como una actividad económica o comercial, no puede ser prohibido por 
los estatutos de la comunidad de propietarios, a diferencia del arrendamiento de 
vivienda para uso turístico. Y ello porque la legislación turística expresamente 
excluye de la consideración de viviendas para uso turístico el arrendamiento de vi-
vienda, dada la exclusión de aplicación [artículo 5.e) de la Ley de Arrendamientos 
Urbanos] a los alquileres turísticos.

Por lo expuesto, para resolver el presente recurso, debemos partir del obstáculo 
puesto de manifiesto en la calificación, el artículo 13 de las normas estatutarias, 
que dispone: «Los pisos se destinarán a vivienda y no podrán instalarse en ellos 
servicios o industrias de ninguna clase». Constando inscrita una prohibición esta-
tutaria como la analizada en el presente expediente, el otorgamiento de un número 
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de registro único de alquiler de corta duración precisa la previa inscripción de la co-
rrespondiente modificación de los estatutos referidos, en virtud de escritura pública 
o resolución judicial, sin que sea suficiente la mera aportación del acta referido.

Resolución de 28-7-2025
BOE 20-10-2025
Registro de la Propiedad de Gandía, número 4. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que establece que los pisos se destinarán a vivienda y no podrán 
instalarse en ellos servicios o industrias de ninguna clase impide la concesión del 
NRUA.

Se ha de partir de la letra e del artículo 5 de la Ley de Arrendamientos Ur-
banos, modificado por el artículo 1.2 del Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de marzo, 
según el cual se excluye del ámbito de su aplicación a «la cesión temporal de 
uso de la totalidad de una vivienda amueblada y equipada en condiciones de uso 
inmediato, comercializada o promocionada en canales de oferta turística o por 
cualquier otro modo de comercialización o promoción, y realizada con finalidad 
lucrativa, cuando esté sometida a un régimen específico, derivado de su normativa 
sectorial turística». Por ello, si bien el arrendamiento de vivienda puede consi-
derarse como una actividad económica o comercial, no puede ser prohibido por 
los estatutos de la comunidad de propietarios, a diferencia del arrendamiento de 
vivienda para uso turístico. Y ello porque la legislación turística expresamente 
excluye de la consideración de viviendas para uso turístico el arrendamiento de vi-
vienda, dada la exclusión de aplicación [artículo 5.e) de la Ley de Arrendamientos 
Urbanos] a los alquileres turísticos.

Por lo expuesto, para resolver el presente recurso, debemos partir del obstá-
culo puesto de manifiesto en la calificación, el artículo 13 de las normas estatuta-
rias, que dispone: «Los pisos se destinarán a vivienda y no podrán instalarse en 
ellos servicios o industrias de ninguna clase». Constando inscrita una prohibición 
estatutaria como la analizada en el presente expediente, el otorgamiento de un 
número de registro único de alquiler de corta duración precisa la previa inscrip-
ción de la correspondiente modificación de los estatutos referidos, en virtud de 
escritura pública o resolución judicial, sin que sea suficiente la mera aportación 
del acta referido.

Resolución de 28-7-2025
BOE 21-10-2025
Registro de la Propiedad de Gandía, número 4. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que establece que los pisos se destinarán a vivienda y no podrán 
instalarse en ellos servicios o industrias de ninguna clase impide la concesión del 
NRUA.
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Se ha de partir de la letra e del artículo 5 de la Ley de Arrendamientos Ur-
banos, modificado por el artículo 1.2 del Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de marzo, 
según el cual se excluye del ámbito de su aplicación a «la cesión temporal de 
uso de la totalidad de una vivienda amueblada y equipada en condiciones de uso 
inmediato, comercializada o promocionada en canales de oferta turística o por 
cualquier otro modo de comercialización o promoción, y realizada con finalidad 
lucrativa, cuando esté sometida a un régimen específico, derivado de su normativa 
sectorial turística». Por ello, si bien el arrendamiento de vivienda puede consi-
derarse como una actividad económica o comercial, no puede ser prohibido por 
los estatutos de la comunidad de propietarios, a diferencia del arrendamiento de 
vivienda para uso turístico. Y ello porque la legislación turística expresamente 
excluye de la consideración de viviendas para uso turístico el arrendamiento de vi-
vienda, dada la exclusión de aplicación [artículo 5.e) de la Ley de Arrendamientos 
Urbanos] a los alquileres turísticos.

Por lo expuesto, para resolver el presente recurso, debemos partir del obstá-
culo puesto de manifiesto en la calificación, el artículo 13 de las normas estatuta-
rias, que dispone: «Los pisos se destinarán a vivienda y no podrán instalarse en 
ellos servicios o industrias de ninguna clase». Constando inscrita una prohibición 
estatutaria como la analizada en el presente expediente, el otorgamiento de un 
número de registro único de alquiler de corta duración precisa la previa inscrip-
ción de la correspondiente modificación de los estatutos referidos, en virtud de 
escritura pública o resolución judicial, sin que sea suficiente la mera aportación 
del acta referido.

Resolución de 28-7-2025
BOE 21-10-2025
Registro de la Propiedad de Gandía, número 4. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que establece que los pisos se destinarán a vivienda y no podrán 
instalarse en ellos servicios o industrias de ninguna clase impide la concesión del 
NRUA.

Se ha de partir de la letra e del artículo 5 de la Ley de Arrendamientos Ur-
banos, modificado por el artículo 1.2 del Real Decreto-ley 7/2019, de 1 de marzo, 
según el cual se excluye del ámbito de su aplicación a «la cesión temporal de 
uso de la totalidad de una vivienda amueblada y equipada en condiciones de uso 
inmediato, comercializada o promocionada en canales de oferta turística o por 
cualquier otro modo de comercialización o promoción, y realizada con finalidad 
lucrativa, cuando esté sometida a un régimen específico, derivado de su normativa 
sectorial turística». Por ello, si bien el arrendamiento de vivienda puede consi-
derarse como una actividad económica o comercial, no puede ser prohibido por 
los estatutos de la comunidad de propietarios, a diferencia del arrendamiento de 
vivienda para uso turístico. Y ello porque la legislación turística expresamente 
excluye de la consideración de viviendas para uso turístico el arrendamiento de vi-
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vienda, dada la exclusión de aplicación [artículo 5.e) de la Ley de Arrendamientos 
Urbanos] a los alquileres turísticos.

Por lo expuesto, para resolver el presente recurso, debemos partir del obstá-
culo puesto de manifiesto en la calificación, el artículo 13 de las normas estatuta-
rias, que dispone: «Los pisos se destinarán a vivienda y no podrán instalarse en 
ellos servicios o industrias de ninguna clase». Constando inscrita una prohibición 
estatutaria como la analizada en el presente expediente, el otorgamiento de un 
número de registro único de alquiler de corta duración precisa la previa inscrip-
ción de la correspondiente modificación de los estatutos referidos, en virtud de 
escritura pública o resolución judicial, sin que sea suficiente la mera aportación 
del acta referido.

Resolución de 28-7-2025
BOE 21-10-2025
Registro de la Propiedad de Ribadeo-A Fonsagrada. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: TERMINACIÓN DE OBRA. 

Impide la concesión del NRUA el hecho de que no conste la previa termina-
ción de obra.

Dado que el número de registro único de alquiler ha de permitir la identifi-
cación exacta del alojamiento amueblado que pretende ser objeto de alquiler de 
corta duración, no es posible asignar dicho número a la finca en tanto no conste 
inscrita la terminación de la obra de —al menos— la unidad que pretende ser 
arrendada. En este sentido, debemos recordar la Resolución de este Centro Direc-
tivo de 29 de noviembre de 2017, entre otras, en la que se concretan los requisitos 
para declarar la terminación de obra de un elemento privativo integrado en una 
propiedad horizontal.

Resolución de 28-7-2025
BOE 21-10-2025
Registro de la Propiedad de Málaga, número 12. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que establece prohíbe la actividad de hospedaje impide la conce-
sión del NRUA.

Respecto al primero de los defectos impugnados, la resolución del presente 
recurso pasa por precisar el sentido y extensión del término «huéspedes» o «pen-
sión». En especial, la actividad de «hospedaje», cuya prohibición se refleja en los 
estatutos de la comunidad. Cierto es que, en este caso, la regulación contenida 
en los estatutos de la comunidad no alude, literalmente, a las viviendas de uso 
turístico, dado que tales estatutos son anteriores al auge de aquellas. Por ello, para 
delimitar (respecto de la cuestión suscitada) el concepto y el alcance de la norma 
estatutaria alegada en la calificación, hemos de acudir tanto a decisiones juris-
prudenciales que puedan ser aplicables al caso, como a la normativa sectorial en 
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la materia (creciente, cabría apostillar, en intensidad y extensión). La conclusión 
que se sigue de lo expuesto es que el concepto de hospedaje y las obligaciones que 
determina e impone la legislación sectorial abarca también a las viviendas de uso 
turístico, por lo que la norma estatutaria alegada en la calificación sería aplicable 
a las mismas. En consecuencia, debe confirmarse el primero de los defectos im-
pugnados.

En cuanto al segundo defecto, notamos que tanto la instancia de solicitud 
de número de registro único de alquiler como la resolución de inscripción de su 
vivienda con fines turísticos en el Registro de Turismo de Andalucía aparecen so-
licitadas por «(…)», que parece ser una comunidad de bienes integrada por los 
titulares de la finca objeto de este expediente, figura esta carente de personalidad 
jurídica y en principio no apta para ser titular registral de derechos inscritos. La 
resolución administrativa referida también aparece concedida a don E. J. R. A. 
Debe recordarse que el principio de tracto sucesivo establecido en el artículo 20 
de la Ley Hipotecaria. Ahora bien, debe notarse que el recurso objeto del presente 
expediente, firmado por el referido don E. J. R. A. fue objeto de subsanación me-
diante autorización concedida a dicha persona por el titular registral, don J. M. E. 
R., mediante escrito con firma legitimada ante el registrador el día 30 de mayo de 
2025. En dicho escrito, se autoriza a don E. J. R. A. a «realizar las gestiones nece-
sarias para la inscripción de la citada vivienda en el registro único de alquileres de 
corta duración, así como para poder prestar conformidad o recurrir gubernativa-
mente contra las notificaciones relacionadas con dicha solicitud de número de re-
gistro de alquileres de corta duración». Por lo tanto, si bien dicha documentación 
no pudo tenerse en cuenta por el registrador en su nota de calificación, por ser de 
fecha posterior a la misma, la amplitud de sus términos resultaría suficiente para 
considerar acreditada la representación, por parte de don E. J. R. A., de los titu-
lares registrales, a los exclusivos efectos de la asignación del número de registro 
de alquiler ahora debatido, en caso de que se logre subsanar el primero defecto 
señalado mediante la correspondiente inscripción de modificación estatutaria.

Resolución de 28-7-2025
BOE 21-10-2025
Registro de la Propiedad de San Vicente de La Barquera-Potes. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS ADMINISTRATIVOS. 

Para el ejercicio de la actividad de vivienda turística en el presente caso, y 
asignar el correspondiente número de registro único de alquiler, es necesario tan-
to el documento acreditativo de presentación de la declaración responsable (artí-
culo 5 del Decreto 225/2019), como el cumplimiento de los requisitos establecidos 
por la regulación urbanística municipal.

No puede sino reafirmarse la competencia del registrador para calificar si el 
arrendamiento de corta duración turístico cumple con los requisitos exigidos por 
la legislación urbanística y sectorial aplicable para la asignación del número de re-
gistro único de alquiler que habilitará su comercialización mediante plataformas 
en línea. En el presente caso, en cuanto a la calificación de los requisitos estableci-
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dos por la legislación urbanística y sectorial, hemos de partir de los dispuesto por 
el artículo 5.1 del Decreto 225/2019, de 28 de noviembre, por el que se regulan las 
viviendas de uso turístico en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 

En relación con la segundo de los defectos, la recurrente sostiene que el re-
cibo de presentación de la declaración responsable ante la Dirección General de 
Turismo de Cantabria es título válido y apto para su subsanación a pesar de que 
ésta adolezca de defectos que el propio organismo autonómico pone de manifiesto 
en su comunicación. Sin embargo, esta afirmación no puede sostenerse.

La enumeración contenida en el artículo 4.2.27 del Plan General de Ordena-
ción Urbana de Comillas en relación con los usos de hostelería tiene un carácter 
meramente ejemplificativo, sin ánimo de agotar todos los supuestos en los que 
puede concretarse tal uso. Prueba de ello es que la enumeración va precedida 
del término «como». Deben distinguirse los requisitos de establecidos por la nor-
mativa sectorial turística, como la presentación de declaración responsable (no 
urbanística) para la inscripción en el Registro General de Empresas Turísticas de 
Cantabria, frente a la necesidad de cumplir las limitaciones establecidas por la 
regulación urbanística municipal para el ejercicio de tal actividad turística. Am-
bas son cuestiones diferentes y compatibles entre sí, ya que tanto la legislación 
autonómica como la municipal así lo indican.

En consecuencia, para el ejercicio de la actividad de vivienda turística en el 
presente caso, y asignar el correspondiente número de registro único de alquiler, 
es necesario tanto el documento acreditativo de presentación de la declaración 
responsable (artículo 5 del Decreto 225/2019), como el cumplimiento de los requi-
sitos establecidos por la regulación urbanística municipal para los usos de hoste-
lería (artículo 4.2.28 del Plan General de Ordenación Urbana de Comillas).

Resolución de 28-7-2025
BOE 21-10-2025
Registro de la Propiedad de Calafell. 

REPACERLACIÓN URBANÍSTICA: REQUISITOS. 

Aportada la georrefrenciación de las fincas iniciales y resultantes y del resto 
no afectado, no cabe oponerse a la inscripción.

La técnica utilizada de remisión en. Una nota de calificación a otra anterior 
resulta del todo incorrecta por cuanto, presentado de nuevo un documento, debe 
realizarse una calificación íntegra del mismo sin remisiones a notas de calificación 
de asiento de presentación caducados conforme a lo dispuesto en el artículo 19 
bis.2 de la Ley Hipotecaria.

Los defectos que alega el registrador de la Propiedad para suspender la ins-
cripción de la reparcelación voluntaria y su subsanación son, en síntesis, que no 
se ha procedido a la determinación gráfica georreferenciada de la finca resto tras 
la segregación y que no cabe la modificación de superficie de dicha finca resto tras 
la aprobación firme en vía administrativa del proyecto de reparcelación. La califi-
cación registral no puede ser mantenida en ninguno de sus extremos. En cuanto 
al primer defecto, porque constan incorporados al expediente en formato GML las 
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coordenadas de la finca resto y constan identificadas las parcelas catastrales que 
la integran, tal y como exigen los artículos 9, 10 y 199 de la Ley Hipotecaria y la 
Resolución conjunta de la Dirección General de Catastro y de la Dirección General 
de Seguridad Jurídica y Fe Pública de 23 de septiembre de 2020.

En cuanto al segundo de los defectos, tiene razón el notario cuando en su in-
forme alega la inexactitud de la nota de calificación que se refiere a la aportación 
de la finca 3.439 al proyecto de reparcelación por cuanto que no se aporta dicha 
finca, sino una porción de la misma, 10.050,51 metros cuadrados, que en ningún 
momento ha sido objeto de modificación. La modificación de superficie que ahora 
se pretende no altera en modo alguno el perímetro de la unidad de actuación que 
fue objeto de aprobación administrativa, por lo que dicha rectificación de super-
ficie no debe ser objeto de nueva aprobación administrativa por el Ayuntamiento 
de Calafell.

Resolución 28-7-2025
BOE 21-10-2025
Registro de la Propiedad de Chiclana de la Frontera, número 2. 

PACERLACIÓN URBANÍSTICA: VENTA DE CUOTAS INDIVISAS. 

De acuerdo con la legislación autonómica puede haber casos de venta de cuo-
tas indivisas en los que sea exigible directamente licencia de parcelación.

En el caso de Andalucía, la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de impulso para 
la sostenibilidad del territorio de Andalucía, entró en vigor el 23 de diciembre 
de 2021. No obstante, puede decirse que la nueva ley, con alguna excepción, no 
altera sustancialmente el régimen de las parcelaciones urbanísticas en Andalucía, 
considerando como tal según su artículo 91.1: «a) En terrenos que tengan el ré-
gimen propio del suelo urbano, toda división simultánea o sucesiva de terrenos, 
fincas, parcelas o solares. b) En terrenos que tengan el régimen del suelo rústico, 
la división simultánea o sucesiva de terrenos, fincas o parcelas en dos o más lotes 
que, con independencia de lo establecido en esta Ley y en la legislación agraria, 
forestal o similar, pueda inducir a la formación de nuevos asentamientos.» La ley 
mantiene la norma prohibitiva de toda parcelación urbanística en suelo rústico, 
estableciendo, de modo idéntico al texto anterior, que se consideran actos revela-
dores de una posible parcelación urbanística aquellos en los que, mediante la in-
terposición de sociedades, divisiones horizontales o asignaciones de uso o cuotas 
en pro indiviso de un terreno, finca o parcela, o de una acción, participación u otro 
derecho societario, puedan existir diversos titulares a los que corresponde el uso 
individualizado de una parte del inmueble equivalente o asimilable a los supues-
tos anteriores, sin que la voluntad manifestada de no realizar pactos sobre el uso 
pueda excluir tal aplicación. No obstante, el apartado quinto señala ahora que la 
asignación de cuotas en proindiviso resultantes de transmisiones «mortis causa» 
o entre cónyuges o pareja de hecho no requerirán licencia, salvo que se demuestre 
que existe fraude de Ley.

A la hora de analizar el tratamiento de actos o negocios jurídicos que, sin 
constituir formalmente división o segregación, pueden presentar indicios de par-
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celación urbanística o formación de núcleo poblacional al margen del planea-
miento, este Centro Directivo ha entendido que dichos actos se someterán al pre-
vio requisito registral de acreditación de licencia o declaración de innecesariedad 
—artículo 78 del Real Decreto 1093/1997 en relación al artículo 26 de la Ley de 
Suelo— cuando la legislación sustantiva aplicable equipare expresamente el acto 
en cuestión a la parcelación en sentido estricto sometida a dichos títulos admi-
nistrativos. En otro caso, su tratamiento, desde el punto de vista registral, debe 
articularse a través del procedimiento previsto en el artículo 79 del citado Real 
Decreto de 4 de julio de 1997, siempre y cuando el registrador de forma motivada 
en su nota de calificación exponga los indicios que, de acuerdo también con la 
normativa aplicable, puedan justificar la aplicación de tal precepto.

Por su parte, el artículo 139.2 del Decreto 550/2022, de 29 de noviembre, desa-
rrolla esta regulación contemplando un supuesto objetivo de negocio equiparado 
a la parcelación en el que la asignación de cuotas en proindiviso de una finca pue-
de derivar en la existencia de diversos titulares a los que corresponde el uso indivi-
dualizado de una parte del inmueble. En concreto, se equipara a la parcelación la 
transmisión «inter vivos» de cuotas proindiviso de fincas clasificadas como suelo 
rústico, cuando a cada uno de los titulares corresponda teóricamente una parte 
de superficie inferior a la mayor de las fijadas en el reglamento y en la ordenación 
territorial y urbanística vigente, como parcela mínima edificable o divisible, según 
el resultado de aplicar a la total superficie del inmueble objeto de alteración, el 
porcentaje que represente cada cuota indivisa enajenada, tal y como acaece en el 
presente supuesto fáctico.

Al tratarse de un acto «revelador» de una «posible» parcelación urbanística, la 
Ley de impulso para la sostenibilidad del territorio de Andalucía y su Reglamento 
someten estos actos a licencia urbanística municipal, que tendrá por finalidad, 
precisamente, comprobar la existencia o inexistencia de peligro de formación de 
nuevos asentamientos. La acreditación de la existencia de estos riesgos implicará 
la denegación de la licencia y, en su caso, el ejercicio de potestades en materia de 
disciplina urbanística. En caso contrario, la operación podrá ser autorizada en el 
correspondiente acto de licencia, que habrá de exigirse en todo caso por los nota-
rios en garantía del principio de legalidad como presupuesto imprescindible para 
el otorgamiento de la escritura pública. No pueden compartirse las alegaciones 
del recurrente relativa a una vulneración de los principios de legalidad y tipicidad 
pues, como se ha expuesto, es la Ley autonómica aplicable, desarrollada regla-
mentariamente, la que, con fundamento en la legislación básica estatal, somete a 
control administrativo previo determinados negocios jurídicos en los que concu-
rren concretos supuestos objetivos definidos por la propia norma.

Como ya se ha expuesto anteriormente, este Centro Directivo ha sostenido 
que pueden existir actos o negocios que presenten elementos indiciarios de par-
celación que no se traten por la vía procedimental del artículo 79 citado, sino que 
dichos actos pueden someterse al previo requisito registral de acreditación de li-
cencia o declaración de innecesariedad —artículo 78 del Real Decreto 1093/1997, 
en relación al artículo 26 de la Ley de Suelo— cuando la legislación sustantiva 
aplicable equipare expresamente el acto en cuestión a la parcelación en sentido 
estricto sometida a dichos títulos administrativos. Es lo ocurre en el caso de la 
legislación andaluza con el citado artículo 91 de la Ley 7/2021, de 1 de diciembre, 
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respecto a la transmisión de cuotas en proindiviso atendidas las circunstancias 
concurrentes y, para el suelo no urbanizable, el vigente Decreto 550/2022, de 29 de 
noviembre, en su artículo 139.2.

Resolución de 29-7-2025
BOE 24-10-2025
Registro de la Propiedad de Pineda de Mar. 

RECTIFICACIÓN DE SUPERFICIE: DE FINCAS RESULTANTES DE REPARCE-
LACIÓN URBANÍSTICA. 

El hecho de que una finca proceda de reparcelación no impide que se pueda 
inscribir su representación gráfica y rectificar así su superficie.

Como ha declarado la Resolución de la Dirección General de los Registros 
y del Notariado de 19 de diciembre de 2019, aunque la finca proceda de una re-
parcelación, debe admitirse la rectificación, sin cumplir las exigencias procedi-
mentales de este procedimiento administrativo, cuando no exista duda alguna de 
correspondencia de la finca inscrita con la que figura en la certificación catastral 
aportada para acreditar tal rectificación. En los historiales registrales de las fincas 
en cuestión, no consta, como debería, alusión alguna al archivo registral del plano 
de dicha finca de resultado.

En consecuencia, sentado lo anterior, no puede afirmarse otra cosa que la 
plena correspondencia entre la finca resultante de la operación de agrupación y la 
representación gráfica propuesta que, por tratarse de un supuesto de inscripción 
obligatoria de la base gráfica de la finca, se aporta junto con el título inscribible, 
determinando que una vez incorporada la representación gráfica a la inscripción, 
su consecuencia será que su cabida será la resultante de dicha representación, 
rectificándose, si fuera preciso, la que previamente constare en la descripción li-
teraria.

Resolución de 29-7-2025
BOE 24-10-2025
Registro de la Propiedad de San Javier, número 1. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que establece prohíbe la actividad comercial de alojamiento de 
personas impide la concesión del NRUA.

Para resolver el presente recurso, debemos partir del obstáculo puesto de ma-
nifiesto en la calificación, el artículo 15.5 de las normas estatutarias inscritas el 24 
de enero de 2007, que dispone: «queda prohibido el uso total o parcial de cualquie-
ra de las unidades o porciones de las que integran la Comunidad, para el ejercicio 
de cualquier actividad comercial de alojamiento de personas, timesharing».

Cabe concluir que, a la luz de la reciente jurisprudencia, la prohibición que 
se contiene en los estatutos de la comunidad, comprende expresamente la del 
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alquiler turístico o vacacional, en cuanto se considera una actividad comercial de 
alojamiento de personas y la misma está expresamente prohibida.

Resolución 29-7-2025
BOE 24-10-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 9. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

El alquiler de corta duración no turístico resulta incompatible con la cláusula 
estatutaria que obliga a destinar las viviendas «exclusivamente a domicilio perma-
nente» e impide la concesión del NRUA.

Se discute si la obligación estatutaria de destinar las viviendas «exclusivamen-
te a domicilio permanente» establecida en el artículo 5 de los estatutos de la pro-
piedad horizontal excluye la posibilidad de celebrar arrendamientos de temporada 
a estudiantes y, por lo tanto, limita la posibilidad de expedir el número de registro 
único de alquiler para las habitaciones de la finca. En este punto, tal y como se ha 
analizado anteriormente, los arrendamientos de temporada a estudiantes, a pesar 
de estar destinados a satisfacer la necesidad de vivienda de los arrendatarios, no 
quedan englobados dentro de la categoría de arrendamiento de vivienda, porque 
no pretenden satisfacer una necesidad «permanente», como exige el artículo 2.

En consecuencia, debe confirmarse el criterio del registrador, considerando 
que el alquiler de corta duración no turístico resulta incompatible con la cláusula 
estatutaria que obliga a destinar las viviendas «exclusivamente a domicilio perma-
nente». La asignación del número de registro único de alquiler exige la previa mo-
dificación de los estatutos, con todos los requisitos establecidos por la normativa 
hipotecaria y sectorial aplicable.

Resolución de 29-7-2025
BOE 24-10-2025
Registro de Marbella, número 3. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que establece prohíbe ejercer en ninguna actividad comercial, 
industrial o profesional impide la concesión del NRUA.

En el supuesto que motiva el presente expediente, debe por tanto calificarse, 
como efectivamente ha hecho el registrador, la correspondencia entre el número 
habitaciones que consta en la descripción registral de la finca y el número de ha-
bitaciones para que se solicita el número de registro único de alquiler, así como si 
tal arrendamiento vulnera la prohibición prevista en el artículo 27 de los estatutos 
de la propiedad horizontal. La identificación de cada unidad de alojamiento con 
un número de registro no sólo pretende llevar a cabo una contabilización de las 
habitaciones turísticas ofertadas, sino también, como indica la Exposición de Mo-
tivos, «evitar que puedan ser ofertadas viviendas en unas condiciones contrarias 
a las dispuestas por la normativa de las diferentes administraciones territoriales, 
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permitiendo a todas ellas llevar a cabo sus labores de inspección y control de for-
ma más eficaz».

En relación con el segundo de los defectos, para resolver el presente recurso, 
debemos partir del obstáculo puesto de manifiesto en la calificación, el artículo 27 
de las normas estatutarias, que dispone: «Las viviendas de los edificios objeto del 
condominio podrán ser usadas por los propietarios, teniendo presente la configu-
ración de Unidad residencial, siendo, exclusivamente su uso para viviendas.—No 
podrán ser utilizadas para ejercer en ellas ninguna actividad comercial, industrial 
o profesional», por lo que concluir que está vedada la posibilidad de utilizarlos 
con destino turístico.

Resolución de 29-7-2025
BOE 24-10-2025
Registro de la Propiedad de Castellón de la Plana, número 3. 

PARCELACIÓN URBANÍSTICA: DIVISIÓN HORIZONTAL EN SUELO NO UR-
BANIZABLE. 

En suelo no urbanizable, la constitución de propiedad horizontal y la división 
de fincas, incluyendo la división horizontal tumbada, están sujetas a las limitacio-
nes de las unidades mínimas de cultivo y a la normativa urbanística específica de 
cada Comunidad Autónoma.

Podemos concluir que, en suelo no urbanizable, la constitución de propie-
dad horizontal y la división de fincas, incluyendo la división horizontal tumbada, 
están sujetas a las limitaciones de las unidades mínimas de cultivo y a la nor-
mativa urbanística específica de cada Comunidad Autónoma. En la Comunidad 
Valenciana, se establecen unidades mínimas de cultivo de 2,5 hectáreas para se-
cano y 0,5 hectáreas para regadío, según el Decreto 217/1999.La venta de cuotas 
indivisas con adscripción del uso y disfrute exclusivo de una porción de terreno 
puede constituir un acto de parcelación, por la posibilidad de la formación de un 
núcleo de población. Y ello por la concepción amplia y finalista del término par-
celación urbanística, que admite la Sentencia del Tribunal Supremo de 9 de mayo 
de 2013, que alude junto a la división o segregación de una finca, a los supuestos 
de «enajenación, sin división ni segregación, de participaciones indivisas a las que 
se atribuya el derecho de utilización exclusiva de porción o porciones concretas 
de la finca, así como a la constitución de asociaciones o sociedades en las que la 
cualidad de socio incorpore dicho derecho de utilización exclusiva». Por tanto, no 
es solo que el acto que se inscribió en el año 1998 estaba sujeto a licencia sino que, 
además, pudiera resultar nulo de pleno derecho, por haberse realizado contravi-
niendo la prohibición legal del artículo 24 de la Ley 19/1995, por aplicación del 
artículo 6.3 del Código Civil. En cualquier caso, excede del ámbito del recurso el 
enjuiciar la validez de un asiento practicado correspondiendo su conocimiento a 
los Tribunales —artículo 1, párrafo tercero, de la Ley Hipotecaria—.

Debe distinguirse en el análisis el cumplimiento de la legislación urbanística 
en materia de obra nueva y el de la de ordenación territorial en materia de parce-
lación. Respecto a la urbanística el registrador en ningún momento pone en duda 
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en su nota de calificación la posible inscripción de la obra nueva toda vez que 
la declaración de obra nueva se realiza por el procedimiento de antigüedad tras 
la prescripción de la acción para el restablecimiento de la legalidad urbanística 
infringida, pues el certificado del técnico acredita que su antigüedad es de entre 
unos 20 o 25 años. Respecto al cumplimiento de la legislación de ordenación terri-
torial, debe determinarse si la constitución del régimen de propiedad horizontal 
que se pacta en la escritura está sujeto a licencia. En este caso es de aplicación la 
legislación vigente conforme a la fecha del otorgamiento de la escritura.

Tiene razón el registrador en que lo que hacen los otorgantes es cambiar la 
configuración jurídica de la finca que, de una cuota en condominio con adscrip-
ción del uso y disfrute exclusivo de una porción de terreno que se describe, se pasa 
a la configuración de 4 elementos privativos destinados a vivienda, susceptibles 
de aprovechamiento independiente y tráfico jurídico individualizado, cuyos titu-
lares participan por iguales partes indivisas sobre el elemento común, que es el 
camino, que se describe de forma individualizada y se aporta una georreferencia-
ción del mismo. Por ello, como dice el registrador en su nota de calificación: «se 
configuran parcelas de suelo como verdaderos elementos privativos, exclusivos y 
excluyentes, que implican de facto un fraccionamiento jurídico y funcional de la 
finca matriz. En definitiva, se crean nuevos espacios del suelo objeto de propiedad 
separada y se dota a los elementos independientes de tal autonomía que ha de 
entenderse que, no obstante, la denominación y configuración jurídica empleadas 
por las partes (división horizontal). nos encontramos, al menos a los efectos de 
la aplicación de la legislación urbanística, ante una verdadera división de terre-
nos constitutiva de un fraccionamiento que es una de las notas características de 
los conjuntos inmobiliarios privados, por lo que está justificada la exigencia de 
licencia como instrumento de control de la legalidad urbanística por parte de la 
Administración».Lo que realmente titula la escritura de 17 de febrero de 2025, in-
dependientemente del nombre que le den las partes, es constituir un complejo in-
mobiliario, como se ha dicho anteriormente, describiendo 4 elementos privativos 
a los que se abriría un folio registral electrónico independiente, con su cuota de 
participación, atribuyendo una cuota de participación distinta respecto de la finca 
elemento común destinado a camino. En conclusión, las partes han constituido 
un complejo inmobiliario, que requiere de licencia administrativa por aplicación 
de la legislación vigente actualmente.

En el presente caso, existen unos indicios que han de llevarnos a considerar 
que estamos ante un auténtico acto de parcelación sometido a licencia y no a la 
simple adecuación del contenido del Registro a la realidad jurídica extrarregistral. 
En primer lugar, la finca rústica, en suelo no urbanizable e indivisible, se divide 
horizontalmente en 4 elementos privativos. En segundo lugar, se hace una descrip-
ción de los elementos privativos que no se corresponde con las superficies de uso 
y disfrute exclusivo atribuidas a cada cuota. En tercer lugar, los estatutos de la co-
munidad de propietarios en el artículo 1 describe genéricamente, como elementos 
comunes, todos aquellos que ni por naturaleza o destino ni por su afectación estén 
puestos al servicio o en subordinación de alguna de las viviendas, remitiéndose 
genéricamente al artículo 396 del Código Civil y enumerándose como comunes 
el suelo y el vuelo y en especial la zona de paso común de acceso a los cuatro ele-
mentos privativos. En el resto de los artículos estatutarios no se hace sino reforzar 
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la autonomía de cada elemento privativo. En cuarto lugar, la georreferenciación 
alternativa incorporada a la escritura se compone de cinco georreferenciaciones, 
cuatro correspondientes a cada uno de los elementos privativos y una quinta re-
ferida al camino, con atribución de cuota distinta a la que resulta del régimen de 
propiedad horizontal.

Resolución de 29-7-2025
BOE 27-10-2025
Registro de la Propiedad de El Puerto de Santa María, número 2. 

HIPOTECA EN FAVOR DE LA AEAT: NOVACIÓN UNILATERAL. 

La ampliación de la cantidad garantizada por una hipoteca unilateral de ca-
rácter tributario ya aceptada, sustitutiva de medidas cautelares, puede constituir-
se con carácter unilateral ya se configure como una ampliación novatoria de la 
hipoteca inscrita, cuando sea posible, ya se instrumentalice a través de una segun-
da hipoteca.

Respecto de la naturaleza de las hipotecas unilaterales y los requisitos de su 
novación, cuando su aceptación conste reflejada en el Registro de la Propiedad, 
ya ha tenido ocasión de pronunciarse este Centro Directivo en las Resoluciones 
de 16 de mayo de 2005 y 19 de octubre de 2022. Se impone el análisis de las cir-
cunstancias concurrentes en el presente expediente, especialmente la naturaleza 
jurídica de la novación de la hipoteca por ampliación del capital del préstamo o 
de la cantidad máxima garantizada, para determinar si en este caso es posible la 
inscripción solicitada.

En un principio, el criterio de esta Dirección General en el caso de ampliación 
del capital de una hipoteca inscrita, con fijación de nuevos tipos para los intereses 
ordinarios y los moratorios, era que tal ampliación no puede perjudicar a terce-
ros, por lo que frente a éstos es como si existieran dos hipotecas: una, la inicial 
(que como preferente le perjudica), y otra, la resultante de la ampliación (que, 
como posterior que es a su derecho, no puede perjudicarle); y por exigencias del 
principio de especialidad, se exigía fijar con precisión las responsabilidades hipo-
tecarias resultantes de la ampliación. Ahora bien, entre las partes se mantiene la 
obligación inicial (eso sí, ampliando su contenido u objeto), al no existir voluntad 
novatoria de la hipoteca primitiva. Posteriormente se matizó esta doctrina al se-
ñalar que no es posible pretender que, tras la ampliación del capital, la hipoteca 
funcione como una sola, incluso entre las partes, si no se establece un régimen 
uniforme y único para toda ella (singularmente, en relación con los intereses y la 
responsabilidad hipotecaria).

En el supuesto objeto de este expediente, concurren las circunstancias de no 
existir terceros posteriores a la inscripción de la primitiva hipoteca unilateral, de 
no haber tenido lugar amortización alguna, al tratarse de una hipoteca de máximo 
en garantía del resultado de un procedimiento penal por delito fiscal, y de existir 
un régimen uniforme para todo el capital asegurado; lo que cuadraría con la in-
terpretación de la existencia de una voluntad novatoria de la hipoteca, que es la 
que refleja la escritura presentada a inscripción. En tal caso, y según la doctrina 
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de este Centro Directivo anteriormente expuesta, y, como modificación de una 
hipoteca unilateral inscrita, la novación escriturada requeriría el consentimiento 
simultáneo del acreedor. Ahora bien, el carácter ambivalente de la ampliación del 
capital, según las circunstancias concurrentes en cada caso, unida, por un lado, 
a la regulación tributaria de la materia de los medios de garantía sustitutivos de 
las medidas cautelares, que viene a configurarlo como otra garantía —hipoteca— 
suficiente (artículo 81.7.c) de la Ley General Tributaria), y, por otro lado, a que 
en la certificación administrativa de la concesión de la sustitución de las medidas 
cautelares se usan indistintamente los términos de «incremento de la actual hi-
poteca» e «hipoteca adicional», así como el carácter imperativo de la normativa 
fiscal para deudor; permite concluir que la ampliación de la cantidad garantizada 
por una hipoteca unilateral de carácter tributario ya aceptada, sustitutiva de me-
didas cautelares, puede constituirse con carácter unilateral ya se configure como 
una ampliación novatoria de la hipoteca inscrita, cuando sea posible, ya se instru-
mentalice a través de una segunda hipoteca.

Resolución de 29-7-2025
BOE 27-10-2025
Registro de la Propiedad de Torrox. 

PRINCIPIO DE TRACTO SUCESIVO: INSCRIPCIÓN DEL TÍTULO PREVIO. 

Estando una mitad de la finca transmitida inscrita (y bajo la salvaguardia de 
los tribunales) en el Registro de la Propiedad a favor de una persona distinta del 
transmitente y como principio básico registral, no podrá accederse a la inscrip-
ción del título calificado, sin que previamente se inscrita la transmisión pendiente 
de reflejar tabularmente.

Reducido el recurso a la negativa a la inscripción de una mitad indivisa de la 
finca transmitida, necesariamente ha de ser desestimado; sin que proceda analizar 
las alegaciones que en él se formulan en torno a la inscripción de determinadas 
resoluciones judiciales dictadas en el Reino Único, pues la argumentación de la cali-
ficación para nada tiene que ver con ellas. Y sí lo ineludible que es que la titularidad 
del transmitente conste debidamente reflejada en los libros del Registro en su totali-
dad (recuérdese que solo se ha denegado el acceso respecto de una mitad indivisa de 
la finca vendida y se ha inscrito en favor de la parte compradora la otra mitad). Para 
ello, sin duda e imperativamente, deberá acceder al Registro, con carácter previo, el 
título del vendedor pendiente de despacho (objeto también de recurso).

Resolución de 29-7-2025
BOE 27-10-2025
Registro de la Propiedad de Vélez-Málaga, número 3. 

PROCEDIMIENTO ART. 199 LH: SOLAPE CON UNA BASE GRÁFICA YA INSCRITA. 

No cabe inscribir una base gráfica si se comprueba que invade otra previa-
mente inscrita.
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Como señala el propio artículo 18, la calificación registral ha de atender, entre 
otros extremos, «a lo que resulte de los asientos del Registro», y mientras no cadu-
que el asiento de presentación anterior no se puede conocer cuál sea la situación 
registral vigente resultante para cada finca. En el ámbito de la georreferenciación 
de fincas, tal principio de prioridad se traduce en la exigencia de comprobar si la 
georreferenciación pretendida por el segundo asiento de presentación se ve o no 
afectada, aunque sea en parte, por la pretendida por el primer asiento.

Será necesario culminar la tramitación del procedimiento regulado en el artí-
culo 199 de la Ley Hipotecaria en cuanto a la registral 11.504, en el cual los colin-
dantes interesados podrán formular las alegaciones que consideren procedentes; 
bien, proceder a la aportación de nueva base gráfica para la registral 41.688 que 
se ajuste a la georreferenciación propuesta para la registral 11.504, evitando así 
la existencia del solape advertido; o, incluso, que por los promotores de ambas 
inscripciones se llegue a un acuerdo sobre sus respectivas representaciones grá-
ficas, fijando la línea de delimitación de ambas propiedades, bien a través del 
procedimiento de deslinde regulado en el artículo 200 de la Ley Hipotecaria, la 
posibilidad de acudir a un juicio declarativo (cfr. artículo 198 de la Ley Hipoteca-
ria) o incluso a través de la conciliación registral regulada en el artículo 103.bis 
de la citada norma.

Resolución de 29-7-2025
BOE 27-10-2025
Registro de la Propiedad de Huelva, número 1. 

PACERLACIÓN URBANÍSTICA: VENTA DE CUOTAS INDIVISAS. 

De acuerdo con la legislación autonómica puede haber casos de venta de cuo-
tas indivisas en los que sea exigible directamente licencia de parcelación.

Sobre el tratamiento registral de aquellos negocios que, sin aparecer formal-
mente como división o segregación, pueden presentar indicios de posible parcela-
ción urbanística este Centro Directivo ha tenido ocasión de analizar diversos su-
puestos en el ámbito de la legislación andaluza, nos remitimos a los fundamentos 
de la Resoluciones de 22 de julio de 2021 y de 20 de noviembre de 2024. En dichas 
Resoluciones, después de analizar la legislación estatal y autonómica aplicable, se 
concluyó que, a la hora de analizar el tratamiento de actos o negocios jurídicos 
que, sin constituir formalmente división o segregación, pueden presentar indi-
cios de parcelación urbanística o formación de núcleo poblacional al margen del 
planeamiento, este Centro Directivo ha entendido que dichos actos se someterán 
al previo requisito registral de acreditación de licencia o declaración de innecesa-
riedad artículo 78 del Real Decreto 1093/1997, en relación al artículo 26 de la Ley 
de Suelo— cuando la legislación sustantiva aplicable equipare expresamente el 
acto en cuestión a la parcelación en sentido estricto sometida a dichos títulos ad-
ministrativos. En otro caso, su tratamiento, desde el punto de vista registral, debe 
articularse a través del procedimiento previsto en el artículo 79 del citado Real 
Decreto de 4 de julio de 1997, siempre y cuando el registrador de forma motivada 
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en su nota de calificación exponga los indicios que, de acuerdo también con la 
normativa aplicable, puedan justificar la aplicación de tal precepto.

En el caso de la legislación andaluza, el artículo 91 de la Ley 7/2021, de 1 de 
diciembre, de impulso para la sostenibilidad del territorio de Andalucía, establece 
que «se consideran actos reveladores de una posible parcelación urbanística aque-
llos en los que, mediante (…) asignaciones de uso o cuotas en pro indiviso de un 
terreno, finca o parcela (…) puedan existir diversos titulares a los que corresponde 
el uso individualizado de una parte del inmueble equivalente o asimilable» a los 
supuestos de parcelación urbanística, pero «sin que la voluntad manifestada de no 
realizar pactos sobre el uso pueda excluir tal aplicación». Por su parte, el artículo 
139.2 del Decreto 550/2022, de 29 de noviembre, desarrolla esta regulación con-
templando un supuesto objetivo de negocio equiparado a la parcelación en el que 
la asignación de cuotas en proindiviso de una finca puede derivar en la existencia 
de diversos titulares a los que corresponde el uso individualizado de una parte del 
inmueble.

En el caso del presente expediente, se analiza el caso de la compraventa otor-
gada por los titulares de dos fincas rústicas sitas en el término municipal de Gi-
braleón (Huelva) a tres compradores que las adquieren en la proporción de una 
tercera parte indivisa cada uno de ellos. Las fincas son de secano, colindantes, 
y cuentan con una superficie de 36 áreas y 89 centiáreas según título, según Ca-
tastro, 49 áreas y 46 centiáreas, la descrita en primer lugar, y con 1 hectárea, 74 
áreas y 90 centiáreas, la segunda. En dicho municipio la unidad mínima de cultivo 
que se fija por resolución de 4 de noviembre de 1996, de la Dirección General de 
Desarrollo Rural y Actuaciones Estructurales es, en secano, de 2,50 hectáreas y en 
regadío de 0,25 hectáreas.

Se observa que, en el presente caso, el resultado de dividir idealmente la su-
perficie total de cada finca entre los distintos compradores en su respectiva pro-
porción determina superficies teóricas inferiores a la unidad mínima de cultivo 
vigente. Por tanto, puede sostenerse que concurre el supuesto objetivo definido en 
la ley sustantiva aplicable para justificar la exigencia de previa intervención ad-
ministrativa en los términos que se han expuesto en los fundamentos anteriores.

Resolución de 29-7-2025
BOE 27-10-2025
Registro de la Propiedad de Alcalá de Guadaíra, número 2. 

PRINCIPIO DE PRIORIDAD REGISTRAL: RATIFICACIÓN. 

No debe confundirse la ratificación, que no puede perjudicar a tercero, con la 
aportación al Registro de la ratificación ya otorgada antes de la fecha del asiento 
de presentación.

De acuerdo a la Resolución de la Dirección General de los Registros y del No-
tariado de 7 de mayo de 2013 que, como se verá a continuación, no hace sino rei-
terar otras anteriores, la ratificación posterior con entrada retrasada en el Registro 
de la Propiedad no puede perjudicar a los actos presentados con anterioridad de 
conformidad con el artículo 17 de la Ley Hipotecaria. La resolución de este Centro 
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Directivo de 20 de septiembre de 2012 ya afirmó que incluso en los casos en que 
nuestro ordenamiento admite la ratificación de un negocio con eficacia retroacti-
va (v.gr. artículos 1259.2 y 1727.2 del Código Civil) tal eficacia se limita al ámbito 
de las partes contratantes, dejando fuera de la misma todo efecto perjudicial res-
pecto de terceros. Así lo ha declarado nuestro Tribunal Supremo, entre otras, en 
su Sentencia de 12 de diciembre de 1989. 

Supuesto distinto es aquél en que el documento primeramente presentado no 
puede inscribirse por adolecer de alguna deficiencia que lo impide como pueda 
ser la falta de tracto sucesivo en el supuesto del artículo 105 del Reglamento Hi-
potecario o la falta de acreditación de presentación al pago de impuestos. Como 
afirma la Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado 
de 13 de abril de 2016, los interesados podrán subsanar dicha deficiencia duran-
te el periodo de vigencia del asiento de presentación conservando la preferencia 
alcanzada por este aun cuando con posterioridad se haya presentado otro título 
distinto compatible o no (artículos 18 y 19 de la Ley Hipotecaria y 97, 111 y 432 
del Reglamento Hipotecario).

En el supuesto que da lugar a la presente, esta es la situación que se ha produ-
cido. Autorizada la escritura de extinción del condominio el día 28 de septiembre 
de 2023 y ratificada la representación verbal por escritura de fecha 11 de octubre 
de 2023, produce todos los efectos propios del negocio realizado desde esta última 
fecha (artículos 1218 y 1261 del Código Civil). Desde ese momento no se trata de 
un negocio incompleto, sino de un negocio cuya documentación se integra por las 
dos escrituras públicas. Presentada la primera de ellas en el Registro de la Propie-
dad y ganada la prioridad registral en ese momento, la subsanación posterior del 
defecto observado de falta de consentimiento de una de las personas otorgantes 
se subsana mediante la aportación de la segunda. Y no puede hablarse ahora de 
ratificación en perjuicio de tercero, porque la ratificación se produjo con anterio-
ridad a la presentación. 

Resolución 29-7-2025
BOE 27-10-2025
Registro de la Propiedad de San Javier, número 2. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: PROHIBICIONES DE DISPONER. 

La prohibición de disponer anotada no obsta a la asignación de un número 
registro de alquiler de corta duración a la finca.

El registrador emite nota de calificación negativa por constar anotada sobre la 
mitad indivisa de la finca una prohibición de disponer del Juzgado Central de Ins-
trucción número 5 de Madrid. Sostiene el registrador que «toda vez que el Núme-
ro de Registro de Alquiler se asigna por tiempo indefinido, y que una vez asignado 
se considera vigente en tanto no sea revocado, debe entenderse que el alquiler 
para el que se solicita dicho número de registro constituye un acto de disposición 
—y no un acto de mera administración—; por lo que tal acto resultaría afectado 
por la prohibición de disponer, que impediría el alquiler y, consiguientemente, la 
asignación del número de registro correspondiente».
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Como señala la Resolución de 9 de enero de 2020, para determinar cuándo 
el arrendamiento es un acto de administración o de administración extraordina-
ria o de disposición, el Código Civil fija como criterio especialmente relevante el 
que atiende a su plazo de duración. Salvo que el arrendamiento, por su duración, 
o por sus concretas estipulaciones, exceda de la mera administración y pueda ser 
considerado acto de disposición o gravamen, algo que esa jurisprudencia había 
resuelto con base en el criterio del plazo de duración de seis años. Relacionan-
do ahora la naturaleza del arrendamiento con la de la prohibición de disponer, 
destacamos, según la mejor doctrina, que tales prohibiciones no excluyen «los 
actos de mera administración (percepción de frutos —incluso civiles mediante 
el arrendamiento del bien— y demás actos ordinarios de utilización y aprove-
chamiento)».

Es claro en todo caso que no debe confundirse la naturaleza jurídica del pro-
pio arrendamiento con la del número de registro de alquiler de corta duración, 
que no supone, per se, arrendamiento alguno, sino que implica que la finca o 
unidad alojativa ha superado un control íntegro de los requisitos urbanísticos, ad-
ministrativos y aun civiles que deben cumplir los alojamientos de corta duración 
para su comercialización.

Por tanto, la asignación de número de registro único de alquiler simple-
mente garantiza que la unidad alojativa en cuestión reúne los requisitos para 
ser objeto de un arrendamiento de corta duración, pero no determina que dicho 
arrendamiento de corta duración vaya efectivamente a realizarse. En consecuen-
cia, el criterio sostenido por el registrador no puede mantenerse: la prohibición 
de disponer anotada no obsta a la asignación de un número registro de alquiler 
de corta duración a la finca, que figurará como un dato descriptivo más de la 
misma.

Resolución de 29-7-2025
BOE 27-10-2025
Registro de la Propiedad de Don Benito. 

PARCELACIÓN URBANÍSTICA: DIVISIÓN HORIZONTAL. 

Si la división horizontal se configura de tal modo que puede resultar equipa-
rada a la división material de la finca hasta tal punto que sea incompatible con 
la unidad jurídica de la misma, a pesar de las estipulaciones de las partes, debe 
exigirse a efectos registrales la oportuna licencia urbanística.

Es la propia legislación sustantiva urbanística que resulte aplicable la que ha 
de establecer qué actos están sometidos a licencia y qué actos pueden estimarse 
como reveladores de una posible parcelación urbanística ilegal, o ser asimilados 
a ésta, así como determinar qué otros actos de uso del suelo o de las edifica-
ciones quedan sujetas a la intervención y control municipal que el otorgamiento 
de la licencia comporta, determinación que constituye un presupuesto previo o 
«prius» respecto de su exigencia en sede registral. La norma sustantiva aplicable, 
en este caso, el artículo 148 de la Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación 
territorial y urbanística sostenible de Extremadura. Del precepto citados puede 
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deducirse sin dificultad que, en general, la preceptiva licencia urbanística será exi-
gible, en su caso, a efectos de inscripción, para los actos de parcelación, división 
o segregación. 

La figura de la propiedad horizontal «tumbada» ha sido objeto de análisis en 
numerosas ocasiones por este Centro Directivo. Ciertamente, como ha señalado 
en otras ocasiones este Centro Directivo, la división horizontal de un inmueble no 
implica por sí misma un acto de parcelación que suponga la división de terrenos 
en dos o más lotes a fin de su edificación, ni tampoco de segregación u otros actos 
de división de terrenos, pues el régimen de propiedad horizontal que se configura 
en el artículo 396 del Código Civil parte de la comunidad de los propietarios sobre 
el suelo como primero de los elementos esenciales para que el propio régimen 
exista. 

Sin embargo, en línea con las resoluciones judiciales antes citadas, si la di-
visión horizontal se configura de tal modo que puede resultar equiparada a la 
división material de la finca hasta tal punto que sea incompatible con la unidad 
jurídica de la misma, a pesar de las estipulaciones de las partes, debe exigirse a 
efectos registrales la oportuna licencia urbanística. En el caso particular de este 
expediente cabe afirmar que la configuración jurídica adoptada supone constituir 
realmente dos entidades con autonomía tal que les permite ser consideradas como 
objetos jurídicos nuevos y absolutamente independientes entre sí. 

En conclusión, no cabe admitir el acceso al Registro bajo el régimen del 
artículo 28.4 de la Ley de Suelo estatal de la división horizontal tumbada que 
se formaliza en la escritura calificada, pues no se puede admitir en este caso la 
configuración registral independiente de los elementos privativos de la división 
horizontal sin la oportuna licencia por suponer una división de suelo y no re-
sultar aplicable tal régimen de acceso registral a los actos afectantes al suelo, 
particularmente en el ámbito de la legislación urbanística extremeña, donde se 
requiere que se aporte dicha licencia o en todo caso la declaración municipal de 
su innecesariedad.

Resolución de 29-7-2025
BOE 27-10-2025
Registro de la Propiedad de Málaga, número 12. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que establece prohíbe destinar los pisos a casas de huéspedes o 
pensión impide la concesión del NRUA.

El registrador señala que la finca para la que se solicita dicha asignación pro-
cede por división horizontal de la finca matriz 22.047, en cuyos estatutos inscritos 
consta que «se prohíbe especialmente a los propietarios de viviendas: destinar los 
pisos a casas de huéspedes o pensión». El concepto de hospedaje y las obligacio-
nes que determina e impone la legislación sectorial abarca también a las viviendas 
de uso turístico, por lo que la norma estatutaria alegada en la calificación sería 
aplicable a las mismas.
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Resolución de 29-7-2025
BOE 27-10-2025
Registro de la Propiedad de Málaga, número 12. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA. 

La cláusula que establece prohíbe destinar los pisos a casas de huéspedes o 
pensión impide la concesión del NRUA.

El registrador señala que la finca para la que se solicita dicha asignación pro-
cede por división horizontal de la finca matriz 22.047, en cuyos estatutos inscritos 
consta que «se prohíbe especialmente a los propietarios de viviendas: destinar los 
pisos a casas de huéspedes o pensión». El concepto de hospedaje y las obligacio-
nes que determina e impone la legislación sectorial abarca también a las viviendas 
de uso turístico, por lo que la norma estatutaria alegada en la calificación sería 
aplicable a las mismas.

Resolución de 29-7-2025
BOE 27-10-2025
Registro de Guadarrama-Alpedrete. 

PROPIEDAD HORIZONTAL: LIBRO DE ACTAS. 

La existencia de una nota marginal sobre la posible situación de irregularidad 
urbanística de la división horizontal no impide que se diligencie el libro de actas.

Es objeto de este expediente determinar si puede diligenciarse el libro de ac-
tas de una comunidad de propietarios cuando en los folios de los elementos inde-
pendientes resultantes de la división horizontal figura practicada nota marginal en 
la que consta, en virtud de certificación librada por el secretario del Ayuntamiento 
de Guadarrama, con el visto bueno de la concejala delegada, que la Junta de Go-
bierno Local de dicha Corporación Municipal, acordó la apertura de expediente 
para la restauración de la legalidad urbanística en la vivienda sita en calle (…), 
debido a que el único uso admisible es el de vivienda unifamiliar, por lo que no 
se puede llevar a cabo una división horizontal en una vivienda unifamiliar que 
aumente el número de viviendas. La finca 2.704 del Registro de la Propiedad de 
Guadarrama-Alpedrete fue dividida horizontalmente en virtud de su inscripción 
15.ª, de fecha 16 de febrero de 2006, pasando a constituir cuatro elementos inde-
pendientes, fincas número 16.242 a 16.245.

Resulta con claridad la distinción que la Ley de Suelo hace entre los actos que 
han de hacerse constar en el Registro mediante anotación preventiva, y aquellos 
otros que pueden hacerse constar por nota marginal, con requisitos, efectos y 
plazos diversos. En este caso, sin embargo, no consta practicada anotación pre-
ventiva alguna, sino una nota marginal, lo cual es lógico, pues de la certificación 
en cuya virtud se practicó no resultaban las menciones exigidas por la normativa 
citada para practicar la anotación preventiva de incoación de expediente de dis-
ciplina urbanística. Las notas marginales en materia de urbanismo carecen de 
efectos jurídicos, y cumplen una función de mera publicidad noticia, para dar a 
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conocer la concreta situación urbanística de la finca o derecho al que se refieren 
y en una fecha concreta.

La mera indicación del acuerdo adoptado, por nota marginal de las fincas, 
tiene un efecto informativo, pero en ningún caso puede paralizar ni suspender el 
tráfico jurídico ni la práctica de asientos posteriores sobre las fincas afectadas. Y si 
no cierra el Registro a actos posteriores, mucho menos debe impedir la diligencia 
de un libro.

Resolución de 29-7-2025
BOE 27-10-2025
Registro de la Propiedad de Málaga, número 10. 

INMATRICULACIÓN POR TÍTULO PÚBLICO: REQUISITOS. 

Las simples sospechas acerca de la realidad del negocio jurídico incorporado 
al documento fehaciente que acredita la adquisición anterior del ahora transmi-
tente no pueden ni deben bastar para suspender la inscripción.

No supone una extralimitación competencial que el registrador califique si los 
títulos presentados para inmatricular una finca cumplen los requisitos legales o 
han sido elaborados «ad hoc» de manera artificiosa para eludir el cumplimiento 
de la finalidad y razón de ser esencial de tales preceptos. Pero este Centro Direc-
tivo, en Resolución de 11 de marzo de 2006, ya señaló que las simples sospechas 
acerca de la realidad del negocio jurídico incorporado al documento fehaciente 
que acredita la adquisición anterior del ahora transmitente no pueden ni deben 
bastar para suspender la inscripción. 

Por la disolución de comunidad se causa en el Registro un asiento de inscrip-
ción sobre la totalidad del pleno dominio de la cosa adjudicada. Asumido lo an-
terior, y a fin de garantizar la objetividad del procedimiento inmatriculador, debe 
entenderse que lo relevante en estos supuestos es que el título inmatriculable no 
sea meramente declarativo, que el procedimiento cuente con la concordancia ca-
tastral y que de las circunstancias concurrentes no resulte que la documentación 
se haya creado artificialmente para producir la inmatriculación. Por esta razón se 
consideró también como título apto a efectos del artículo 205 de la Ley Hipote-
caria la aportación a la sociedad de gananciales (cfr. Resolución de 19 octubre de 
2010), demostrando que caben títulos inmatriculadores en los que no se exige que 
la finca sea totalmente ajena.

Por otro lado, no hay duda del carácter de título público y adquisitivo de la 
escritura de aceptación de herencia, complementado con el título sucesorio, el 
testamento (cfr. artículo 14 de la Ley Hipotecaria) y demás documentación com-
plementaria. En cuanto al momento temporal en que debía haberse producido 
la previa adquisición por el ahora aportante, tras la reforma operada por la Ley 
13/2015, de 24 de junio, con la finalidad, entre otras cosas, de evitar la creación de 
títulos instrumentales para la inmatriculación, se exige que la adquisición previa 
se haya producido al menos un año antes del otorgamiento del título público tras-
lativo que va a operar como título inmatriculador.
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De los documentos presentados a calificación no puede deducirse que se haya 
realizado en fraude de Ley. El hecho de que el título previo haya sido otorgado el 
mismo día que el título inmatriculador no es suficiente para destruir la presunción 
de veracidad que se deriva del mismo conforme al artículo 17 bis de la Ley del 
Notariado, máxime si se tiene presente la necesidad de que medie un año entre los 
respectivos títulos materiales de adquisición, tras la reforma operada por la Ley 
13/2025, de 24 de junio, a la que se ha hecho referencia en anteriores fundamentos.

Resolución de 30-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Salamanca, número 1. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS ADMINISTRATIVOS.

Para la asignación del número de registro de alquiler es necesario acreditar el 
cumplimiento de los requisitos administrativos exigidos, tanto por la legislación 
autonómica, como por la municipal.

No puede sino reafirmarse la competencia del registrador para calificar si el 
arrendamiento de corta duración turístico cumple con los requisitos exigidos por 
la legislación urbanística y sectorial aplicable para la asignación del número de 
registro único de alquiler que habilitará su comercialización mediante platafor-
mas en línea.

Es por ello que, tal y como ha reconocido el Centro Directivo en sus Reso-
luciones de 11 de julio de 2025, debe distinguirse entre los requisitos de estable-
cidos por la normativa sectorial turística, como es la inscripción en el Registro 
de Turismo de Castilla y León, frente a la necesidad de obtener la declaración de 
conformidad del Ayuntamiento derivada de la comprobación del cumplimiento de 
los requisitos exigibles por la normativa aplicable (artículo 15 de la Ordenanza). 
Ambas son cuestiones diferentes y compatibles entre sí, ya que tanto la legislación 
autonómica como la municipal así lo indican.

En consecuencia, para el ejercicio de la actividad de vivienda turística en el 
presente caso es necesaria tanto la inscripción en el registro autonómico (artículo 
35.1 de Decreto 3/2017), como la obtención de la declaración de conformidad 
del Ayuntamiento de Salamanca derivada la correspondiente comunicación am-
biental (artículos 15 de la Ordenanza Municipal y 42 y 43 del Decreto Legislativo 
1/2015).

Resolución de 30-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Málaga, número 4. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: TITULARIDAD DE LA LICENCIA AD-
MINISTRATIVA.

El hecho de que la vivienda respecto de la que se solicita la asignación del 
número de registro único de alquiler esté inscrita a nombre de persona distinta de 
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quien figura como titular en el Registro de Turismo de Andalucía no impide dicha 
asignación.

Para resolver el presente expediente, debe determinarse si la asignación re-
gistral del número de registro único de alquiler requiere ineludiblemente que la 
licencia esté concedida a favor del actual titular registral de la finca y esta conste 
inscrita a su favor en el correspondiente Registro Turístico. Sin embargo, el aná-
lisis conjunto de la legislación autonómica, de la normativa de bases de régimen 
local y de la jurisprudencia del Tribunal Supremo revelan que tal licencia no tiene 
naturaleza personal, sino real, y, por ello, su validez y eficacia no están vinculadas 
a las circunstancias personales del titular de la misma, sino a las características 
objetivas de la vivienda sobre la que recae.

En consecuencia, debe considerarse que la circunstancia de que la vivienda 
respecto de la que se solicita la asignación del número de registro único de alqui-
ler esté inscrita a nombre de persona distinta de quien figura como titular en el 
Registro de Turismo de Andalucía no impide dicha asignación.

Resolución de 30-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 27. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: REQUISITOS ADMINISTRATIVOS.

La actividad de pisos turísticos en Madrid requiere licencia municipal, que no 
puede ser sustituida por una declaración responsable.

Se debate en este recurso la posibilidad de asignar, en la Comunidad Autó-
noma de Madrid, un número de registro de alquiler de corta duración turístico, 
aunque no se aporte licencia de uso turístico, sino solo declaración responsable. 
Entiende también la recurrente que el criterio restrictivo esgrimido en la califica-
ción registral supone una alteración material del sistema de fuentes, al subordinar 
la eficacia de la normativa autonómica sectorial a una supuesta prevalencia del 
planeamiento urbanístico municipal, que no puede, ni siquiera a través de sus 
determinaciones sobre usos compatibles, vaciar de contenido una norma sectorial 
autonómica vigente y plenamente aplicable, salvo que la propia norma turística 
así lo disponga expresamente. Sin embargo, tal postura no resulta compatible 
con el criterio de esta Dirección General, ni tampoco con el sostenido por el Tri-
bunal Superior de Justicia de Madrid. En cuanto al Centro Directivo, a quien la 
recurrente insta a «corregir este desvío técnico y doctrinal», también se ha pro-
nunciado a favor de la exigencia de conformidad administrativa en el ámbito de 
los cambios de uso en la Comunidad de Madrid con base en el artículo 159.5 de la 
Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, de la Comunidad de Madrid, para el impulso 
y reactivación de la actividad urbanística.

Es por ello que debe distinguirse entre la presentación de la declaración res-
ponsable (no urbanística), como requisito para la inscripción en el Registro de 
Viviendas de Uso Turístico de la Comunidad de Madrid, frente a la necesidad de 
obtener licencia municipal para el ejercicio de esta actividad, como modalidad de 
uso terciario hospedaje. Ambas son cuestiones diferentes y compatibles entre sí, 
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ya que tanto la legislación autonómica como la municipal así lo indican. En con-
secuencia, para el ejercicio de la actividad de vivienda turística en la Comunidad 
de Madrid es necesario tanto la inscripción en el registro autonómico (artículo 
17 del Decreto 79/2014), como el otorgamiento de licencia municipal (artículo 
151.1 de la Ley del Suelo de 2001 e inciso final del citado artículo 17 del Decreto 
79/2014), la cual es exigible desde la entrada en vigor del Decreto 79/2014 de 10 de 
julio de apartamentos turísticos y viviendas de uso turístico, que es cuando se las 
incluyó por la Comunidad dentro del uso terciario de hospedaje, determinándose 
con ello la aplicación de los artículo 151 y 159 de la Ley 9/2001, recién citada.

La licencia de uso turístico para el municipio de Madrid consiste en un docu-
mento, emitido por un técnico competente tras una inspección en la finca, quien 
certifica que la vivienda cumple con los parámetros del artículo 17 bis del Decreto 
79/2014 («a los efectos de lo dispuesto en este Decreto se entiende por CIVUT el 
documento emitido por técnico competente en el que, tras efectuar una compro-
bación in situ, se acredita que una vivienda de uso turístico cumple los requisi-
tos establecidos en el artículo 17 bis de este Decreto»). En consecuencia, resulta 
aplicable el artículo 9.2.a.5) del Real Decreto 1312/2024, en su primer inciso, por 
hallarse la unidad sujeta a un régimen de título habilitante como la autorización, 
licencia, visado o equivalente de acuerdo con la normativa aplicable, lo cual con-
duce a la necesidad de aportar al Registro el documento que acredite el título 
habilitante necesario para su destino al uso previsto conforme a la ordenación 
autonómica o local aplicable.

Resolución de 30-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 28. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA.

No puede denegarse la asignación de NRUA a quien obtuvo la autorización 
administrativa días antes de que la junta de propietarios aprobase la cláusula es-
tatutaria que prohíbe la actividad.

En el presente caso consta inscrita la prohibición de que «ningún inmueble 
del edificio podrá destinarse al uso o explotación de viviendas o apartamentos 
turísticos».

La licencia de uso turístico para el municipio de Madrid consiste en un docu-
mento, emitido por un técnico competente tras una inspección en la finca, quien 
certifica que la vivienda cumple con los parámetros del artículo 17 bis del Decreto 
79/2014, de 10 de julio, por el que se regulan los Apartamentos Turísticos y las 
Viviendas de Uso Turístico de la Comunidad de Madrid («a los efectos de lo dis-
puesto en este Decreto se entiende por CIVUT el documento emitido por técnico 
competente en el que, tras efectuar una comprobación in situ, se acredita que una 
vivienda de uso turístico cumple los requisitos establecidos en el artículo 17 bis 
de este Decreto»).

En consecuencia, debe considerarse que la prohibición estatutaria adoptada 
por la comunidad de propietarios no puede perjudicar derechos adquiridos con 
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anterioridad, y, por lo tanto, no es obstáculo para la asignación del número de 
registro solicitado por la recurrente, quien obtuvo la correspondiente licencia y 
conformidad administrativa para el ejercicio de la actividad turística en la finca 
objeto de este expediente el día 23 de junio de 2022, esto es, cuatro días antes a la 
celebración de la junta extraordinaria de propietarios en la que se adoptó el acuer-
do de prohibición de uso turístico.

Resolución de 30-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 28. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA.

No puede denegarse la asignación de NRUA a quien obtuvo la autorización 
administrativa días antes de que la junta de propietarios aprobase la cláusula es-
tatutaria que prohíbe la actividad.

En el presente caso consta inscrita la prohibición de que «ningún inmueble 
del edificio podrá destinarse al uso o explotación de viviendas o apartamentos 
turísticos».

La licencia de uso turístico para el municipio de Madrid consiste en un docu-
mento, emitido por un técnico competente tras una inspección en la finca, quien 
certifica que la vivienda cumple con los parámetros del artículo 17 bis del Decreto 
79/2014, de 10 de julio, por el que se regulan los Apartamentos Turísticos y las 
Viviendas de Uso Turístico de la Comunidad de Madrid («a los efectos de lo dis-
puesto en este Decreto se entiende por CIVUT el documento emitido por técnico 
competente en el que, tras efectuar una comprobación in situ, se acredita que una 
vivienda de uso turístico cumple los requisitos establecidos en el artículo 17 bis 
de este Decreto»).

En consecuencia, debe considerarse que la prohibición estatutaria adoptada 
por la comunidad de propietarios no puede perjudicar derechos adquiridos con 
anterioridad, y, por lo tanto, no es obstáculo para la asignación del número de 
registro solicitado por la recurrente, quien obtuvo la correspondiente licencia y 
conformidad administrativa para el ejercicio de la actividad turística en la finca 
objeto de este expediente el día 23 de junio de 2022, esto es, cuatro días antes a la 
celebración de la junta extraordinaria de propietarios en la que se adoptó el acuer-
do de prohibición de uso turístico.

Resolución de 30-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 28. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA.

No puede denegarse la asignación de NRUA a quien obtuvo la autorización 
administrativa días antes de que la junta de propietarios aprobase la cláusula es-
tatutaria que prohíbe la actividad.
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En el presente caso consta inscrita la prohibición de que «ningún inmueble 
del edificio podrá destinarse al uso o explotación de viviendas o apartamentos 
turísticos».

La licencia de uso turístico para el municipio de Madrid consiste en un docu-
mento, emitido por un técnico competente tras una inspección en la finca, quien 
certifica que la vivienda cumple con los parámetros del artículo 17 bis del Decreto 
79/2014, de 10 de julio, por el que se regulan los Apartamentos Turísticos y las 
Viviendas de Uso Turístico de la Comunidad de Madrid («a los efectos de lo dis-
puesto en este Decreto se entiende por CIVUT el documento emitido por técnico 
competente en el que, tras efectuar una comprobación in situ, se acredita que una 
vivienda de uso turístico cumple los requisitos establecidos en el artículo 17 bis 
de este Decreto»).

En consecuencia, debe considerarse que la prohibición estatutaria adoptada 
por la comunidad de propietarios no puede perjudicar derechos adquiridos con 
anterioridad, y, por lo tanto, no es obstáculo para la asignación del número de 
registro solicitado por la recurrente, quien obtuvo la correspondiente licencia y 
conformidad administrativa para el ejercicio de la actividad turística en la finca 
objeto de este expediente el día 23 de junio de 2022, esto es, cuatro días antes a la 
celebración de la junta extraordinaria de propietarios en la que se adoptó el acuer-
do de prohibición de uso turístico.

Resolución de 30-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Calp. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: AUTORIZACIÓN EX ART. 7.3 LPH.

Para eludir la exigencia de aprobación expresa de la comunidad de propieta-
rios, en defecto de previsión estatutaria al respecto, no basta con haber adquirido 
la vivienda con anterioridad al 3 de abril de 2025, sino que también se requiere 
cumplir los dos requisitos adicionales establecidos en la recién citada disposición 
adicional segunda, esto es, el uso turístico debe estar vigente en el momento de 
entrada en vigor de la Ley 1/2025.

Vista la normativa aplicable al presente recurso, su resolución exige precisar 
el ámbito temporal de aplicación del nuevo artículo 7.3 de la Ley sobre propiedad 
horizontal. Este artículo determina que el propietario de cada vivienda que quiera 
realizar el ejercicio de la actividad a que se refiere la letra e) del artículo 5 de la 
Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, en los términos 
establecidos en la normativa sectorial turística, deberá obtener previamente la 
aprobación expresa de la comunidad de propietarios, en los términos establecidos 
en el artículo 17.12 y resulta aplicable en defecto de previsión estatutaria prohi-
bitiva del ejercicio de la actividad turística, pues, en este último caso no bastaría 
la referida aprobación expresa, sino que sería precisa la correspondiente modifi-
cación estatutaria que eliminase dicha prohibición. Ahora bien, aunque el citado 
artículo 7.3 entró en vigor, como ya se ha dicho, el 3 de abril de 2025, su aplicación 
retroactiva queda limitada, no por el último inciso del artículo 17.12 («estos acuer-
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dos no tendrán efectos retroactivos»), al que alude el recurrente en su escrito, sino 
por la disposición adicional segunda de la Ley sobre propiedad horizontal. En 
efecto, esta disposición permite que «aquel propietario de una vivienda que esté 
ejerciendo la actividad a que se refiere la letra e) del artículo 5 de la Ley 29/1994, 
de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos, con anterioridad a la entrada en 
vigor de la Ley Orgánica de medidas en materia de eficiencia del Servicio Público 
de Justicia, que se haya acogido previamente a la normativa sectorial turística, 
podrá seguir ejerciendo la actividad con las condiciones y plazos establecidos en 
la misma».

En consecuencia, la interpretación que realiza el recurrente debe descartarse, 
de modo que para eludir la exigencia de aprobación expresa de la comunidad de 
propietarios, en defecto de previsión estatutaria al respecto, no basta con haber 
adquirido la vivienda con anterioridad al 3 de abril de 2025, sino que también se 
requiere cumplir los dos requisitos adicionales establecidos en la recién citada 
disposición adicional segunda, esto es, el uso turístico debe estar vigente en el 
momento de entrada en vigor de la Ley 1/2025. No nos encontramos ante una 
modificación estatutaria, sino legal: la exigencia de aprobación expresa de la co-
munidad deriva del nuevo régimen establecido en el artículo 7.3 de la Ley sobre 
propiedad horizontal y no de los estatutos. Su publicidad, por lo tanto, es legal, y 
esta prevalece sobre la registral. 

Resolución de 30-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 27. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA.

No cabe asignar en NRUA a una finca identificada como local y constando 
una prohibición estatutaria.

El arrendamiento de corta duración, turístico o no turístico, no queda englo-
bado dentro de la categoría de arrendamiento de vivienda, no porque no preten-
da satisfacer una necesidad de vivienda del arrendatario, sino porque no se trata 
de una necesidad «permanente» de vivienda, como expresamente exige el citado 
artículo 2. Ahora bien, ambos tipos de arrendamiento de corta duración, a pesar 
de quedar excluidos de la categoría de arrendamiento de vivienda a los efectos de 
dicho artículo 2, deben ejercerse en todo caso en una unidad alojativa destinada 
registralmente a vivienda, pues pretenden satisfacer una necesidad de residencia 
y por ello requieren que dicha unidad alojativa reúna las características de habita-
bilidad exigibles a una vivienda. Por este motivo, no es posible asignar un número 
de registro único de alquiler a una unidad de alojamiento cuyo uso inscrito no sea 
el de vivienda sino el de local comercial.

Existiendo una cláusula estatutaria inscrita en el Registro de la Propiedad 
que prohíbe el destino a alquiler de uso turístico, y siendo la fecha de adopción de 
tal acuerdo anterior a la titulación administrativa [la resolución de la concesión 
de licencia por el Ayuntamiento de Madrid es de fecha 9 de octubre de 2024 y las 
comunicaciones de la Comunidad de Madrid acreditativas de la inscripción de la 
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finca en el Registro de Empresas Turísticas son de fecha 6 de febrero de 2025], no 
es posible la asignación del Número de Registro de alquiler de Corta Duración, 
siendo necesario conforme a lo dispuesto en la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre 
propiedad horizontal, la pertinente modificación de Estatutos». Si bien el recu-
rrente sostiene que el acta que recoge el acuerdo de la comunidad de 30 de no-
viembre de 2023 no es válida para acreditar ninguna prohibición y nunca debería 
haberse elevado a escritura pública lo reflejado en ella ni mucho menos haberse 
aceptado su inscripción en el registro de la propiedad, esa posible nulidad, del 
acuerdo o de su inscripción, queda fuera del ámbito de este recurso.

Cuando se obtuvo la licencia administrativa por el recurrente (9 de octubre 
de 2024) resulta evidente que, en dicha fecha, el propietario ya tuvo o pudo te-
ner conocimiento del contenido de la prohibición, pues esta se adoptó mediante 
acuerdo de fecha 30 de noviembre de 2023, elevado a público mediante escritura 
de fecha 27 de febrero de 2024, e inscrito con fecha 5 de abril de 2024, sin que en 
ningún caso pueda considerarse que el recurrente era entonces un tercero, pues 
la mención contenida en el citado artículo 5 de la Ley sobre propiedad horizontal 
respecto a los terceros solo es referible a los terceros hipotecarios, es decir pro-
pietarios que hubieran adquirido la titularidad de las fincas de dicha propiedad 
horizontal con posterioridad a la fecha de la adopción del acuerdo.

Resolución de 30-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Eivissa, número 2. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: SOLAR.

No cabe asignar en NRUA a una finca identificada como solar.
En el presente supuesto el objeto de oferta y comercialización no es el solar 

(situación que consta en el Registro de la Propiedad) sino el alojamiento amuebla-
do que va a ser objeto de alquiler de corta duración y que no consta inscrito. Por 
este motivo, dado que el número de registro único de alquiler ha de permitir la 
identificación exacta de la unidad objeto de arrendamiento, no es posible asignar 
dicho número a la finca en tanto no conste inscrita la obra nueva de la edificación 
que será objeto de comercialización.

Resolución de 30-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Jaca. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA.

No cabe asignar en NRUA si existe una cláusula estatutaria obstativa.
En el supuesto que motiva este recurso, la denegación tiene su base en una 

prohibición estatutaria respecto del ejercicio de la actividad de vivienda turística. 
Prohibición derivada de un acuerdo de junta adoptado con anterioridad a la con-
cesión de la titulación administrativa alegada y aportada; razón por la cual la nota 
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indica que se precisaría, conforme a lo dispuesto en la Ley 49/1960, de 21 de julio, 
sobre propiedad horizontal, la pertinente modificación de estatutos.

Respecto de la eficacia del acuerdo adoptado por la comunidad (de la que el 
recurrente ya era partícipe, pues su escritura pública de adquisición data del año 
2013, y continúa siéndolo), es evidente que surte plenos efectos para él; bien desde 
la fecha (8 de julio de 2020) de adopción del mismo, de haber asistido, bien desde 
la notificación posterior del acta de dicho acuerdo.

Con base a lo expuesto, cuando se obtuvo la licencia administrativa por el re-
currente (15 de enero de 2021) resulta evidente que, en dicha fecha, el propietario 
ya tuvo o pudo tener conocimiento del contenido de la prohibición (adoptada en 
acuerdo de 8 de agosto de 2020), sin que en ningún caso pueda considerarse que 
el recurrente era entonces un tercero, dado que adquirió su finca independiente 
en el año 2013 y desde entonces forma parte de la comunidad de propietarios, tal 
y como analizamos a continuación. Por último, hay que reiterar —de nuevo— que 
una determinada calificación administrativa no prejuzga, ni condiciona, la asigna-
ción de número independiente, ni tampoco la calificación registral (conforme las 
previsiones del Real Decreto 1312/2024).

Resolución de 30-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Marbella, número 3. 

NÚMERO DE REGISTRO DE ALQUILER: CLÁUSULA ESTATUTARIA.

No cabe asignar en NRUA si existe una cláusula estatutaria obstativa.
El artículo 8 de las normas estatutarias, que dispone: «Asimismo las fincas 

procedentes de esta división horizontal no podrán dedicarse a almacén de sustan-
cias explosivas, corrosivas o inflamables, ni ejercer en ellos industrias, comercios, 
escuelas, academias, ni en modo alguno cambiar su destino de vivienda a locales 
comerciales». Las respectivas normas estatutarias prohibían el destino turístico 
de los distintos pisos del edificio, al valorarse que la explotación de aquella activi-
dad económica colisionaba con las disposiciones de tal clase por las que se regía 
la comunidad vecinal; lo que se argumentó debidamente en cada una de ellas para 
obtener dicha conclusión.

Resolución de 31-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 23. 

NÚMERO DE IDENTIFICACIÓN FISCAL REVOCADO: CIERRE REGISTRAL.

Queda así vedado el acceso registral a cualquier transmisión que realice una 
entidad con el número de identificación fiscal revocado.

El único defecto señalado por la registradora es que, constando el número 
de identificación fiscal de uno de los otorgantes como revocado, no procede la 
inscripción. El titular de un número de identificación fiscal revocado podrá soli-
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citar la rehabilitación de su número de identificación fiscal a la Administración 
Tributaria conforme a lo dispuesto en el artículo 147.8. En particular, deberá acre-
ditar que han desaparecido las causas que motivaron la revocación y deberá co-
municar, además, quienes ostentan la titularidad del capital de la sociedad, con 
identificación completa de sus representantes legales, el domicilio fiscal, así como 
documentación que acredite cuál es la actividad económica que la sociedad va a 
desarrollar. 

En el ámbito del Registro de la Propiedad, el artículo 254.2 de la Ley Hipote-
caria dispone que: «No se practicará ninguna inscripción en el Registro de la Pro-
piedad de títulos relativos a actos o contratos por los que se adquieran, declaren, 
constituyan, transmitan, graven, modifiquen o extingan el dominio y los demás 
derechos reales sobre bienes inmuebles, o a cualesquiera otros con trascendencia 
tributaria, cuando no consten en aquellos todos los números de identificación 
fiscal de los comparecientes y, en su caso, de las personas o entidades en cuya 
representación actúen».

Queda así vedado el acceso registral a cualquier transmisión que realice una 
entidad con el número de identificación fiscal revocado (vid., respecto de una ven-
ta extrajudicial derivada del ejercicio de la acción hipotecaria, la Resolución de 
este Centro Directivo de 29 de julio de 2022). Y, precisamente, habida cuenta de 
los términos en que se establece la prohibición, es aplicable, aunque en el momen-
to del otorgamiento de la escritura estuviera vigente el número de identificación 
fiscal.

Resolución de 31-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Sevilla, número 10. 

RÉGIMEN ECONÓMICO MATRIMONIAL FRANCÉS: PUBLICIDAD.

Para poder practicar la inscripción de la compraventa de cónyuges casados 
en régimen pactado en capitulaciones matrimoniales en Francia será necesario 
aportar acta o certificado de matrimonio donde conste su celebración y fecha.

Respecto del estado civil de los otorgantes de escrituras públicas que hayan 
de acceder al Registro de la Propiedad, debe distinguirse claramente entre aque-
llos casos en los que, por resultar afectada la titularidad previamente inscrita o la 
legitimación del otorgante, es necesario acreditar documentalmente dicho estado, 
y aquellos otros en los cuales, por no darse tales circunstancias y tratarse sólo de 
completar la identificación de la persona ha de bastar la manifestación del inte-
resado.

La determinación de la titularidad debe quedar reflejada en los asientos del 
Registro de la Propiedad. Tratándose de personas casadas, la titularidad queda 
afectada por la existencia convencional o legal de un régimen económicomatri-
monial que determina el ejercicio y extensión del derecho. Para que dichas cir-
cunstancias puedan ser conocidas por terceros el Registro debe publicarlas, por lo 
que se exige la debida constancia de cuál sea el régimen económico matrimonial 
aplicable al titular registral. Además, debe tenerse presente que la entrada en jue-
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go de un ordenamiento extranjero no supone la renuncia a la determinación de la 
situación jurídica publicada ni que el notario español pueda adoptar una actitud 
pasiva.

En el presente caso, la compradora manifiesta en la escritura que su estado 
civil es el de casada con don V. P. E. R. y que el régimen económico de su matrimo-
nio es el de separación de bienes en virtud de capitulaciones nupciales otorgadas 
en Francia el día 5 de junio de 2024, expresándose en la escritura lo siguiente: «A 
tales efectos, me entrega documentación relativa a ese régimen. Y yo, el Notario, 
advierto expresamente que no se ha justificado la autenticidad de dicha documen-
tación». Efectivamente, el principio de titulación pública consagrado en la legisla-
ción hipotecaria, (artículos 3 de la Ley Hipotecaria y 33 del Reglamento), veda el 
acceso al Registro de la Propiedad a documentos que no tengan tal carácter.

En cuanto a la exigencia de que, en su caso, estén anotadas las capitulaciones 
en el Registro correspondiente, es cierto que en nuestro ordenamiento el artículo 
266 del Reglamento del Registro Civil exige, en su párrafo sexto, que en las ins-
cripciones que en cualquier otro Registro —y, por tanto, en el Registro de la Pro-
piedad— produzcan los hechos que afecten al régimen económico-matrimonial, 
han de expresarse los datos de inscripción en el Registro Civil. En cuanto a su 
publicidad, en Francia no existe propiamente ningún Registro de regímenes ma-
trimoniales o contratos matrimoniales, pero conforme al artículo 76 del Código 
Civil francés el acta o certificado de matrimonio debe contener la mención acerca 
de si los cónyuges han celebrado o no un contrato de matrimonio, indicando la 
fecha del contrato y el nombre y lugar de residencia del notario ante el que se ha 
otorgado, y en virtud de lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 1394, si el 
certificado de matrimonio indica que no se ha celebrado ningún contrato matri-
monial, se entenderá, frente a terceros, que los cónyuges están casados bajo el 
régimen económico matrimonial supletorio de comunidad, a menos que, en los 
actos celebrados con estos terceros, declaren haber hecho un contrato matrimo-
nial. De lo anterior resulta que, en este caso, para poder practicar la inscripción 
de la compraventa será necesario aportar acta o certificado de matrimonio donde 
conste su celebración y fecha (vid. Resolución de este Centro Directivo de 6 de 
noviembre de 2019).

Resolución de 31-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Madrid, número 4. 

PROPIEDAD HORIZONTAL: OBRA EN UN ELEMENTO PRIVATIVO.

Excediendo la obra del elemento privativo del ámbito propio y afectando a la 
configuración o elementos comunes, será necesario consentimiento de la comu-
nidad.

Tratándose de un elemento privativo de un edificio en régimen de propiedad 
horizontal, se admite la posibilidad de modificar los elementos arquitectónicos, 
instalaciones o servicios de aquél cuando no menoscabe o altere la seguridad del 
edificio, su estructura general, su configuración o estado exteriores, o perjudique 
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los derechos de otro propietario. Pero la modificación en la descripción de un ele-
mento privativo, si excede de ese ámbito de actuación individual que se reconoce 
por la ley a su propietario, no puede llevarse a cabo sin que se acredite el acuerdo 
de la junta de propietarios por la mayoría de éstos que en cada caso proceda de 
acuerdo con dicha ley (vid. artículos 5 y 17, apartados 4, 6 y 8, de la Ley sobre 
propiedad horizontal).

En el presente caso, la modificación que se pretende hacer constar en el Re-
gistro, con creación incluso de una terraza, excede del ámbito de las alteraciones 
permitidas según la norma estatutaria transcrita, y requiere el acuerdo de la junta 
de propietarios. 

En relación con el segundo de los defectos expresados en su calificación por el 
registrador, este Centro Directivo ha puesto de manifiesto recientemente (vid. Re-
solución de 12 de febrero de 2025) que no es en absoluto indiferente o irrelevante 
la vía jurídica, de entre las ofrecidas en el artículo 28 del texto refundido de la Ley 
de Suelo y Rehabilitación Urbana, por la que se solicite y obtenga eventualmente 
la inscripción registral de una edificación terminada. Por eso, es importante dejar 
claro, en los supuestos de inscripción de obra nueva por antigüedad, tanto en la 
certificación de despacho como en la del artículo 19 bis de la Ley Hipotecaria, 
como en cualquier otra publicidad que con posterioridad se expida, que se ha 
notificado al Ayuntamiento para que éste dicte la resolución procedente sobre la 
situación urbanística de la edificación y las posibles limitaciones a que pueda su-
jetarse el derecho de propiedad y proceda a solicitar su constancia registral por 
nota marginal.

En el presente caso, es indudable que se ha optado por la vía del artículo 28, 
apartado 4, y se ha acreditado por alguno de los medios previstos en dicho precep-
to el transcurso del plazo de ejercicio de la acción de restablecimiento de legalidad 
respeto a las obras declaradas. Y, frente a lo que afirma el registrador en su califi-
cación, no es aplicable la doctrina de esta Dirección General sobre la inscripción 
del cambio de uso o destino de fincas integradas en edificios ya declarados (vid. 
Resolución de 11 de junio de 2024, entre otras), pues esta doctrina se fundamenta 
en que, dado el carácter no contradictorio del procedimiento registral y el hecho 
de que se trate de actuaciones interiores que, en muchos casos, solo podrán ser 
conocidas por el Ayuntamiento tras su comunicación registral, como primer sig-
no exterior, es necesario exigir, como medio de prueba del carácter consolidado 
de ese cambio de uso o destino de la finca, el oportuno certificado del órgano 
administrativo competente en materia de disciplina urbanística (vid. la reciente 
Resolución de 25 de junio de 2025).

Resolución de 31-7-2025
BOE 30-10-2025
Registro de la Propiedad de Tías. 

HERENCIA: INSCRIPCIÓN EN FAVOR DEL EXCUTOR INGLES.

Admitiendo la posibilidad de inscribir los bienes hereditarios en favor del ex-
cutor inglés, es necesario cumplir con las exigencias del derecho registral español.
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Ante la gran dificultad y la necesidad de facilitar las sucesiones y, con ello, las 
inversiones de los ciudadanos británicos en países que, como España, tienen un 
sistema jurídico continental o latino, se introdujo en el citado Reglamento (EU) 
n.º 650/2012 el actual artículo 29, dirigido a facilitar la coordinación entre ambos 
sistemas en cuanto a administración de la herencia.

Los ejecutores testamentarios y los administradores de la herencia confor-
me al Derecho inglés cuentan, como fiduciarios, con muy amplias facultades 
para gestionar y administrar los bienes hereditarios, enajenarlos o atribuir su 
propiedad o el rédito de su enajenación o explotación a los herederos. Una vez 
que se acredita la condición de «executor» a través del «Grant of Probate», 
aquel tiene como una de las facultades más características la administración 
y disposición de los bienes (sección 3 de la Wills Act de 1837, y secciones 8 y 
32 y siguientes de la Administration of Estates Act de 1925) y en particular la 
asignación y atribución de los bienes hereditarios a las personas con derechos 
de cualquier tipo en dichos bienes, especialmente en la adjudicación a título 
hereditario.

Sentado lo anterior, debe admitirse en nuestro ordenamiento registral una 
inscripción en favor de estos ejecutores testamentarios, y el hecho de no ser pre-
ceptiva la inscripción en favor de ellos según el artículo 20 de la Ley Hipotecaria 
no excluye la posibilidad de su práctica. Al corresponder a los «executors» una 
auténtica titularidad (fiduciaria) no les resulta de aplicación la limitación estable-
cida en el citado artículo 20 de la Ley Hipotecaria al disponer que «no será nece-
saria la previa inscripción o anotación a favor de los mandatarios, representantes, 
liquidadores, albaceas y demás personas que con carácter temporal actúen como 
órganos de representación y dispongan de intereses ajenos en la forma permitida 
por las leyes». 

Ahora bien, es indudable que cualquiera que sea el título que se presente 
a inscripción éste debe reunir los requisitos establecidos en la normativa hipo-
tecaria española por aplicación de las normas de conflicto del Código Civil que 
así lo establecen para los bienes inmuebles sitos en España. Debe exigirse que 
dicha inscripción se haga con plena sujeción a los principios registrales entre los 
que se encuentra el principio de especialidad o determinación registral (cfr. los 
artículos 9 de la Ley Hipotecaria y 51 del Reglamento Hipotecario), conforme al 
cual todo derecho que acceda o pretenda acceder al Registro debe estar perfec-
tamente diseñado y concretado en lo que a sus elementos personales y reales se 
refiere. Ello supone que deben quedar plena y perfectamente especificadas tanto 
la determinación de las cuotas sobre el bien adjudicado de forma que no permita 
duda la atribución del derecho a cada titular (artículo 54 del Reglamento Hipo-
tecario) como las facultades de los titulares fiduciarios en orden a la administra-
ción y disposición de los bienes, sin que la expresión «en administración» que 
se contiene en la escritura de aceptación hereditaria permita entender cumplido 
este principio.
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Registro Mercantil y Bienes Muebles

Por Servicio de Coordinación RRMM

Resolución de 10-7-2025. 
BOE 6-8-2025
Registro Mercantil de Pontevedra, número I.

ACUERDOS DE MODIFICACIÓN DE ESTATUTOS.

SE CONFIRMA
Los acuerdos de modificación de Estatutos deben constar en escritura pública 

no bastando el acta notarial (arts. 290,1 LSC y 94.1.2 y 95.1 RRM).

Resolución de 15-7-2025. 
BOE 7-8-2025
Registro Mercantil de Burgos.

SOLICITUD DE DESIGNACIÓN DE AUDITOR POR SOCIO MINORITARIO: CE-
LEBRACIÓN DE JUNTA PARA APROBAR LAS CUENTAS ANUALES.

SE CONFIRMA
Teniendo la sociedad conocimiento de la tramitación de expediente de de-

signación de auditor por la minoría, si se celebra junta antes de la emisión del 
informe de auditor, debe celebrarse nuevamente la junta para aprobar las cuentas 
anuales y poder proceder a su depósito en el Registro Mercantil. En caso de re-
traso de los trámites de designación de auditor, un administrador prudente debe 
abstenerse de convocar junta ante la incertidumbre de si será obligatoria o no la 
verificación de las cuentas, habida cuenta de las graves consecuencias que de ello 
pueden derivarse.

De otro modo se vulneraría el derecho del socio minoritario a obtener el infor-
me de auditoría por incidencias que puedan surgir en el procedimiento de nom-
bramiento ajenas a su voluntad.

Resolución de 16-7-2025. 
BOE 7-8-2025
Registro Mercantil de Madrid, número XIII.

CERTIFICACIÓN DE NO APROBACIÓN DE CUENTAS POR NO HABER SIDO 
ELABORADAS SE EVITA EL CIERRE REGISTRAL.

SE REVOCA
Las certificaciones de no aprobación de cuentas por no haber sido elaboradas 

y formuladas por el administrador evitan el cierre registral, conforme al art.378.5 
RRM.
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Resolución de 24-7-2025. 
BOE 15-10-2025
Registro Mercantil de Madrid, número XIII.

CIERRE DEL REGISTRO (ART.378 RRM). CUENTAS NO APROBADAS POR LA 
JUNTA GENERAL.

SE REVOCA
Es doctrina consolidada de la DG que, si las cuentas no han sido aprobadas 

por la Junta General, no hay obligación de depósito, debiendo presentarse la co-
rrespondiente certificación acreditativa de la no aprobación en plazo. (RDG de 22 
de abril de 2019, RDG de 12 de marzo y de 14 de mayo de 2025).

Resolución de 28-7-2025. 
BOE 17-10-25
Registro Mercantil de Sevilla, número III.

CONVOCATORIA JUNTA GENERAL: DERECHO DE NFORMACIÓN CASO DE 
QUE CONSTE EN EL ORDEN DEL DIA LA APROBACION DE LAS CUENTAS 
ANUALES. 

SE CONFIRMA
La DG confirma su doctrina consolidada por la que la ausencia en la con-

vocatoria de Junta General de referencia al derecho de información —derecho 
trascendental— contenido en el art. 272 LSC para el supuesto de convocatoria con 
orden del día relativo a la aprobación de las cuentas anuales, la deja sin validez.

El derecho de información se concreta no sólo en la obligación de la sociedad 
de proporcionar datos y aclaraciones relativas a los asuntos comprendidos en el 
orden del día sino también en poner en conocimiento del socio el contenido de 
su derecho cuando le llama a participar en una junta (Sentencias del Tribunal Su-
premo de 22 de mayo de 2002, 12 de noviembre de 2003 y 22 de febrero de 2007).

El recurso ante la DG, tal como tiene declarado nuestro órgano consultivo, no 
es el medio para subsanar los defectos.

Resolución de 28-7-2025. 
BOE 20-10-2025
Registro Mercantil Central, número I.

RESERVA DENOMINACIONES SOCIALES.

SE CONFIRMA
La DG reitera su doctrina en esta materia, en virtud de la cual la identidad 

de denominaciones no se constriñe al supuesto de coincidencia total y absoluta 
entre ellas, sino que se proyecta a otros casos que no son fáciles de precisar, en los 
que la presencia de algunos elementos coincidentes puede inducir a error sobre la 
identidad de sociedades. Por eso, la DG tiene declarado que en materia de deno-
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minaciones sociales el concepto de identidad debe considerarse ampliado a lo que 
se llama “cuasi identidad” o “identidad sustancial”.

Para el caso que nos ocupa se confirma la calificación en cuanto a la deno-
minación CAAE, S.L. porque, aunque existen mínimas diferencias gramaticales 
existen semejanza gráfica y fonética entre la palabra CAAE y los términos de las 
denominaciones CAE, S.A, CAHE, S.A.; GAE, S.A. y C.A.E. de España S.A. ya re-
servadas. (Art. 408.1.3ª)

Resolución de 28-7-2025. 
BOE 21-10-2025
Registro Mercantil de Las Palmas de Gran Canaria, número I.

ACTA NOTARIAL DE JUNTA GENERAL DE SOCIEDAD EN CONCURSO

SE REVOCA
Estando una SL en concurso con administración intervenida no es necesario 

el consentimiento o intervención del administrador concursal para la renovación 
o nombramiento de cargos (cese de un consejero, en el caso), pues solo se requiere 
para actos de contenido patrimonial, ni tampoco se requiere que conste en el acta
notarial la declaración del presidente de la junta proclamando el resultado de las
votaciones, lo cual no exige la LSC ni el RRM para las circunstancias generales
que ha de contener el acta de la junta, ni afecta a la validez del acuerdo ni a su
ejecutabilidad


